

[image: Cover]



Fotografía de la cubierta:

El presidente del grupo de usuarios del bosque Dundat-Urguu (Mongolia) con su familia (© FAO/S. Gallagher).


Las denominaciones empleadas en este producto informativo y la forma en que aparecen presentados los datos que contiene no implican, por parte de la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO), juicio alguno sobre la condición jurídica o nivel de desarrollo de países, territorios, ciudades o zonas, o de sus autoridades, ni respecto de la delimitación de sus fronteras o límites. La mención de empresas o productos de fabricantes en particular, estén o no patentados, no implica que la FAO los apruebe o recomiende de preferencia a otros de naturaleza similar que no se mencionan.

ISBN 978-92-5-308861-4

E-ISBN 978-92-5-308927-7 (EPUB)

© FAO, 2015

La FAO fomenta el uso, la reproducción y la difusión del material contenido en este producto informativo. Salvo que se indique lo contrario, se podrá copiar, descargar e imprimir el material con fines de estudio privado, investigación y docencia, o para su uso en productos o servicios no comerciales, siempre que se reconozca de forma adecuada a la FAO como la fuente y titular de los derechos de autor y que ello no implique en modo alguno que la FAO aprueba los puntos de vista, productos o servicios de los usuarios.

Todas las solicitudes relativas a la traducción y los derechos de adaptación así como a la reventa y otros derechos de uso comercial deberán dirigirse a www.fao.org/contact-us/licence-request o a copyright@fao.org.

Los productos de información de la FAO están disponibles en el sitio web de la Organización (www.fao.org/publications) y pueden adquirirse mediante solicitud por correo electrónico a publications-sales@fao.org.


Agradecimientos

El estado mundial de la agricultura y la alimentación 2015 ha sido elaborado por miembros de la División de Economía del Desarrollo Agrícola (ESA) de la FAO bajo la dirección general de Kostas Stamoulis, Director de la ESA; Benjamin Davis, Director Adjunto de la ESA, y Terri Raney, Economista superior de la ESA y directora de la publicación. Brindaron orientación complementaria Rob Vos, Director de la División de Protección Social (ESP) de la FAO y Jomo Kwame Sundaram, Subdirector General del Departamento de Desarrollo Económico y Social (ESD).

El equipo de investigación y redacción, dirigido por André Croppenstedt y Benjamin Davis, estuvo formado por Raffaele Bertini, Sarah Lowder, Terri Raney, Gina Talt y Ellen Wielezynski (ESA). Expresamos nuestro especial agradecimiento a John Hoddinott del Instituto Internacional de Investigación sobre Políticas Alimentarias (IFPRI).

Varios profesionales de la FAO realizaron aportaciones o examinaron el informe. De la ESA: Sherry Ajemian, Federica Alfani, Alban Mas Aparisi, Solomon Asfaw, Jean Balié, Giulia Calcagnini, Alessandro Carraro, Silvio Daidone, Marco D’Errico, Josh Dewbre, Juan Carlos García y Cebolla, Maja Gavrilovich, Leopold Ghins, Julius Jackson, Panagiotis Karfakis, Marco Knowles, Giuseppe Maggio, Renata Mirulla, Robert Pickmans, Ervin Prifti, Alessandro Romeo, Maria Angelita Ruvalcaba, Ashwini Sebastian, Jakob Skoet, Massimiliano Terzini, Nyasha Tirivayi y Smriti Tiwari. De la ESP: Vito Cistulli, Azeta Cungu, Christina Dankmeyer, Ana Paula de la O Campos, Elisenda Estruch, Chiara Gnetti, Ceren Gurkan, Militezegga Abduk Mustafa, Cristina Rapone y Peter Wobst. De otras unidades de la Sede de la FAO: Michael Clark, Piero Conforti, Mauro Eduardo Del Grossi, Frédéric Deve, Charlotte Dufour, Christopher Emsden, Nicole Franz, Tomomi Ishida, Daniela Kalikoski, Siobhan Kelly, Israel Klug, Martina Kress, Erdgin Mane, Neil Marsland, Ellen Muehlhoff, Erwin Northoff, Florence Poulain, Pamela Pozarny, Ahmed Raza, Michele Rocca, Susana Siar, Coumba Sow, Luana Swensson, Florence Tartanac, Lucas Tavares y Francesco Tubiello. De las oficinas regionales de la FAO: Mohamed Ag Bendech y Cisse Al Hassan (África), David Dawe (Asia y el Pacífico), David Sedik (Europa), Pablo Faret, Alejandro Flores y Ricardo Rapallo (América Latina y el Caribe) y Nasredin Hag Elamin (Cercano Oriente y África del Norte).

Los siguientes colaboradores prepararon documentos de antecedentes y realizaron aportaciones: Armando Barrientos, Brooks World Poverty Institute, Universidad de Manchester; Vicente P. M. de Azevedo Marques, Instituto Nacional de Colonización y Reforma Agraria (Brasil); Mauro Eduardo Del Grossi, Universidad de Brasilia (Brasil) y División de Estadística (ESS); Fábio Veras Soares, Ana Carla Miranda, Ryan Nehring, Mario Gyori, Andrew Howe y Cristina Cirillo, Centro Internacional de Políticas para el Crecimiento Inclusivo (CIP-CI); John Hoddinott, Melissa Hidrobo, Neha Kumar y Meghan Olivier (IFPRI); Nicola Jones, Rebecca Holmes, Anna McCord, Elizabeth Presler-Marshall y Maria Stavropoulou, Instituto de Desarrollo de Ultramar (ODI).

El informe se nutrió de exámenes y asesoramiento externos procedentes de numerosos expertos internacionales: Harry Palmier y Mark Holderness, Foro Global de Investigación Agropecuaria (FGIA); Gustavo Gordillo de Anda, Universidad Nacional Autónoma de México; Jonathan Kydd, Broadstone Economics; Bénédicte Leroy de la Brière, Stefano Paternostro, Maddalena Honorati, Claudia P. Rodriguez Alas, y Alberto Zezza, Banco Mundial; Niels Balzer, Sarah Kohnstamm, Kenn Crossley, Victor Tsang, Natalie Aldern, Ahnna Gudmunds, Barbara Pfister, Volli Carucci, Cecilia Costella y Charlotte Cuny, Programa Mundial de Alimentos (PMA); Tomás Rosada, Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola (FIDA); Jennifer Yablonski y Sudhanshu Handa, Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF); Fábio Veras Soares, Ryan Nehring, Ana Carla Miranda y Cristina Cirillo (CIP-CI); Nicola Jones, Anna McCord y Maria Stavropoulou (ODI); John Hoddinott, Neha Kumar, Melissa Hidrobo y Meghan Olivier (IFPRI); Vikas Rawal, Universidad Jawaharlal Nehru, Nueva Delhi.

Agradecemos la orientación inicial para el estudio prestada por los participantes de un taller en el que se presentaron documentos de antecedentes. El taller lo organizó eficazmente Rhiannon Pyburn, del Real Instituto Tropical de los Países Bajos (KIT). También resultó igualmente importante un taller de examen técnico posterior en el que se debatió y examinó el primer proyecto general, se llevó a cabo un control de calidad y se perfeccionó el enfoque del informe. Michelle Kendrick (ESD), con ayuda de Beatriz Fernández (ESA), coordinó los procesos editoriales, gráficos, de diseño y de publicación. Flora Dicarlo realizó el diseño gráfico y la maquetación. Liliana Maldonado, Paola Di Santo, Leonardo Leon y Antonella Appuzo di Portanova (ESA) proporcionaron apoyo administrativo. Marco Mariano y Tomaso Lezzi prestaron apoyo de tecnología de la información a lo largo de todo el proceso. La producción de las ediciones traducidas fue coordinada por la Subdivisión de la Biblioteca y las Publicaciones de la Oficina de Comunicación Institucional de la FAO. Los servicios de traducción e impresión fueron prestados por el Servicio de Programación y Documentación de Reuniones de la División de la Conferencia, del Consejo y de Protocolo de la FAO.


Abreviaturas, siglas y acrónimos

[image: images]

[image: images]


1.La protección social y la agricultura para romper el ciclo de la pobreza rural

Cientos de millones de familias rurales se ven atrapadas en un ciclo de hambre, pobreza y baja productividad que da lugar a un sufrimiento innecesario y obstaculiza el desarrollo agrícola y el crecimiento económico en general. La ruptura de este ciclo requiere la adopción de medidas en dos ámbitos complementarios: la protección social y el crecimiento en los sectores productivos de la economía. Dado que la agricultura sigue siendo el sector productivo más importante para las poblaciones rurales en muchos países en desarrollo, la vinculación de la protección social con el desarrollo agrícola es un medio que presenta grandes posibilidades para romper el ciclo de la pobreza rural.

Muchos países en desarrollo reconocen cada vez más que se necesitan medidas de protección social para mitigar las penurias inmediatas de las poblaciones que viven en la pobreza y para impedir que otros caigan en ella cuando se produce una crisis. La protección social puede ayudar también a sus beneficiarios a ganar productividad permitiéndoles la gestión de riesgos, la creación de activos y la dedicación a actividades más remunerativas. Estos beneficios se difunden más allá de los receptores inmediatos a sus comunidades y a la economía en general, a medida que los receptores adquieren alimentos, insumos agrícolas y otros bienes y servicios rurales. Las medidas de protección social también pueden mitigar las perturbaciones económicas y sociales que acompañan al crecimiento económico y la transformación agrícola, reduciendo las desigualdades sociales y económicas, promoviendo el trabajo digno e impulsando un crecimiento inclusivo y sostenible. Pero la protección social solo puede ofrecer un camino sostenible para salir de la pobreza si existe crecimiento en la economía. En la mayoría de países de ingresos bajos y medianos la agricultura sigue siendo el mayor empleador de los pobres y constituye una fuente importante de sus medios de vida a través de salarios y de su propia producción para el consumo de los hogares y el mercado. La pobreza y sus corolarios, es decir, la malnutrición, las enfermedades y la falta de formación, limitan la productividad agrícola. Por consiguiente, abordar de forma integrada la protección social y el desarrollo agrícola ofrece sinergias que pueden aumentar la eficacia de ambos.

En la presente edición de El estado mundial de la agricultura y la alimentación, se considera que las medidas de protección social ayudarán a romper el ciclo de la pobreza y la vulnerabilidad rurales, si se combinan con medidas agrícolas y de desarrollo rural más generales. Este capítulo introductorio proporciona un marco conceptual que destaca los vínculos entre la protección social, el consumo y la producción de los hogares rurales y la mitigación de la pobreza. Asimismo, se centra en la pobreza rural y hace hincapié en la importancia de la agricultura y el desarrollo agrícola como vías principales para que millones de agricultores familiares salgan de la pobreza. Por último, introduce brevemente los conceptos relacionados con la protección social y resume las correspondientes tendencias recientes en los países de ingresos bajos y medianos.

En los capítulos siguientes se examinan datos relacionados con la protección social y la agricultura. Aunque existen pocos estudios en los que se hayan examinado directamente los vínculos entre la protección social y la agricultura, se han realizado numerosas evaluaciones rigurosas del impacto de los programas de protección social en contextos rurales (Recuadro 1). Estas proporcionan un sólido conjunto de datos sobre tres cuestiones clave: i) la eficacia de las medidas de protección social en la mitigación de las privaciones y la inseguridad alimentaria entre los pobres, ii) hasta qué punto la protección social mejora el potencial productivo de los hogares agrícolas pobres, y iii) hasta qué punto los beneficios recibidos por los participantes de los programas generan ingresos que pueden “filtrarse” a la economía y la comunidad locales. En el informe se evalúan los factores que contribuyen a la heterogeneidad de las repercusiones de los programas y se estudia en qué afectan al diseño de los programas y cómo se pueden vincular de forma más directa las políticas agrícolas con los programas de protección social. Por último, se concluye con una exposición de recomendaciones en materia de políticas y gobernanza.
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Vinculación de la pobreza, la protección social y la agricultura

En la Figura 1 se ilustran los vínculos conceptuales entre la pobreza rural, la protección social y la agricultura. Comienza con un hogar rural tipo en el centro que toma decisiones sobre los bienes que produce y consume basándose en la cantidad y calidad iniciales de los recursos de subsistencia que controla o a los que tiene acceso, los ingresos previstos de múltiples actividades económicas y las transferencias privadas y públicas. A menudo se considera que los recursos de subsistencia de los hogares comprenden cinco tipos de activos o recursos: físicos, humanos, sociales, financieros y naturales. Los activos físicos de un hogar rural convencional que se dedica a la agricultura pueden incluir la tierra, la maquinaria y el ganado. Los recursos humanos incluyen el estado de salud, nutricional y educativo de todos los miembros de la familia, que en conjunto determinan la capacidad de esta para trabajar y obtener ingresos. Para numerosos hogares pobres, los recursos humanos son su principal fuente de ingresos. Los recursos sociales hacen referencia a las redes —por ejemplo, la amistad recíproca y los vínculos familiares, las agrupaciones funerarias y de ahorro, los grupos de productores y otros grupos comunitarios— que permiten al hogar gestionar los riesgos y participar en la comunidad general. Los activos financieros incluyen los ahorros del hogar y el acceso a fuentes de crédito formales e informales. Los recursos naturales están relacionados con la calidad y estabilidad del entorno natural, por ejemplo, el suelo, el agua y las condiciones climáticas.
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Para la mayoría de los hogares rurales, especialmente las pequeñas explotaciones familiares, las decisiones sobre la producción y el consumo están estrechamente relacionadas, ya que la familia proporciona la mayor parte de la mano de obra que se emplea en la explotación y consume parte de la producción para satisfacer sus propias necesidades. Estas decisiones del hogar sobre producción y consumo determinan los niveles de ingresos, ahorros e inversión del mismo. Estos, a su vez, vinculan a los hogares con los mercados mediante la compraventa de alimentos, insumos, mano de obra y otros bienes y servicios. Estas actividades del hogar y del mercado influyen en el volumen de activos físicos y financieros de la unidad familiar, ya que le permiten acumular estos activos en épocas de abundancia o la obligan a liquidarlos para sobrevivir.

Los programas de protección social y las intervenciones agrícolas influyen en los procesos de adopción de decisiones de los hogares en distintas fases. Las medidas de protección social, como las transferencias de efectivo o en especie, pueden mejorar directamente los recursos humanos y la productividad de los receptores permitiéndoles, por ejemplo, llevar dietas más saludables, acceder a atención médica apropiada y aprovechar las oportunidades educativas. Al reducir las restricciones de crédito y liquidez, las transferencias de protección social pueden permitir que los hogares inviertan en actividades nuevas y más productivas y que generen activos y mejoren los recursos. Cuando las transferencias son frecuentes y predecibles, los receptores pueden realizar inversiones que de otro modo resultarían demasiado arriesgadas. Las medidas formales de protección social pueden aliviar la presión en los mecanismos de seguro informales y las redes sociales recíprocas que se encuentren bajo presión.

A medida que las medidas de protección social cambien la producción, el consumo y las actividades empresariales de los hogares receptores, estas actividades tendrán beneficios indirectos para la economía local estimulando la demanda de bienes y servicios locales. Al mismo tiempo, las intervenciones agrícolas pueden promover el crecimiento de la productividad abordando las limitaciones que impiden a los hogares pobres acceder a los recursos de tierras y aguas, los insumos, los servicios financieros y de asesoramiento y los mercados. Estas intervenciones destinadas a reducir las limitaciones de la oferta también son necesarias para ayudar a transformar el aumento de la demanda local derivado de la protección social en crecimiento económico local y no en inflación. En este sentido, las intervenciones agrícolas y la protección social son complementarias, ya que satisfacen las necesidades básicas de las personas y les permiten aprovechar las oportunidades para incrementar su productividad al tiempo que facilitan las actividades basadas en los mercados, creando así un círculo virtuoso de bienestar humano, crecimiento agrícola y seguridad económica.



Pobreza, pobreza rural y agricultura

La meta relativa a la pobreza del primer Objetivo de Desarrollo del Milenio (ODM1) se ha cumplido en numerosos países, aunque muchos otros no la han alcanzado. La pobreza se encuentra tan profundamente arraigada en las zonas rurales de numerosos países de ingresos bajos que ralentiza el progreso económico y social. El desafío después de 2015 consistirá en erradicar la pobreza. En el Asia meridional y el África subsahariana, donde los medios de vida de la mayor parte de los hombres y mujeres dependen de la agricultura (FAO, 2011), las explotaciones familiares promedio son pequeñas y cada vez se reduce más su tamaño (FAO, 2014a), el capital de inversión por trabajador de la explotación se ha mantenido estancado o ha disminuido durante tres decenios (FAO, 2012) y los servicios de asesoramiento y apoyo en materia de extensión agrícola para la producción y la diversificación son inadecuados (FAO 2014a). En esta sección se proporciona un breve perfil de la pobreza rural que permite ilustrar la importancia de la agricultura para las estrategias de subsistencia de la población rural pobre, así como la incapacidad de las intervenciones en la agricultura o en otros sectores productivos de llegar por sí solas a las explotaciones familiares más pobres. El análisis de la vulnerabilidad y la comprensión de la pobreza son dos elementos esenciales para la protección social.

Tendencias de la pobreza

Más de un tercio de la población total de los países de ingresos bajos y medianos es pobre, es decir, vive con menos de 2 dólares PPA al día1. Una de cada seis personas es extremadamente pobre, ya que vive con menos de 1,25 dólares PPA al día (Figura 2 y Cuadro A1 del anexo) (Banco Mundial, 2015a), y alrededor de 780 millones de personas padecen hambre crónica (FAO, FIDA y PMA, 2015a). Si bien la proporción de personas que viven en condiciones de pobreza y extrema pobreza ha disminuido sustancialmente en los tres últimos decenios, las cifras se mantienen altas, ya que se considera muy pobres a casi mil millones de personas y pobres a otros mil millones, según la definición del Banco Mundial (2015a).

La pobreza extrema ha disminuido de forma considerable en muchas regiones, especialmente en Asia oriental y el Pacífico, así como en el Asia meridional. En el África subsahariana se ha avanzado poco y casi la mitad de la población es muy pobre (Figura 3 y Cuadro A1 del anexo). Aproximadamente la mitad de la población muy pobre del mundo y alrededor de dos tercios de la población en situación de miseria extrema del mundo se encuentran en el África subsahariana. La población en situación de miseria extrema hace referencia a aquellas personas que viven con menos de la mitad del umbral de la pobreza extrema de 1,25 dólares PPA al día (Barrett, 2011).
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Patrones de la pobreza rural

La pobreza extrema está desproporcionadamente concentrada en las zonas rurales. El Banco Mundial estima que, hasta 2010, el 78 % de la población muy pobre vivía en zonas rurales (Banco Mundial, 2015b). Este patrón de privación principalmente rural es común en todas las regiones, salvo diferencias en las tasas de pobreza generales (Figura 4, pág. 10). La privación relativa en las zonas rurales se refleja en una amplia gama de indicadores socioeconómicos del bienestar. Por ejemplo, la malnutrición infantil, cuantificada por la prevalencia de la insuficiencia ponderal en niños menores de cinco años de edad, es más acusada en las zonas rurales en casi todos los países con datos disponibles (Cuadro A1 del anexo).

Agricultura y pobreza

La agricultura y la pobreza rural están estrechamente relacionadas y a menudo reflejan la especificidad de género de las relaciones económicas y sociales. La agricultura genera alrededor del 10 % del producto interno bruto (PIB) en los países de ingresos bajos y medianos y emplea a aproximadamente un 45 % de la mano de obra total (trabajadores remunerados y no remunerados en puestos de trabajo formales e informales, incluida la mano de obra familiar en la explotación agrícola). Estas cifras demuestran que el valor de la producción por trabajador es mucho menor en la agricultura que en otros sectores, lo que implica ingresos bajos para las personas cuyos medios de vida dependen de ella. Los porcentajes que representa la agricultura en la economía y en el empleo son generalmente elevados en los países de ingresos más bajos de América Central, Asia meridional, África subsahariana y otras regiones donde las tasas de pobreza permanecen elevadas.
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Las mujeres proporcionan el 43 % de la mano de obra agrícola total en los países de ingresos bajos y medianos. Este porcentaje alcanza al menos el 50 % en numerosos países del África subsahariana y en otros lugares, en concreto en aquellos donde la pobreza está especialmente arraigada y las mujeres tienen pocas oportunidades de empleo en otros sectores. No obstante, las mujeres que se dedican a la agricultura se enfrentan a diversos obstáculos al acceder a los insumos, los servicios y los mercados agrícolas, lo que hace que les resulte particularmente difícil confiar en la producción agrícola como vía para salir de la pobreza (Quisumbing et al., 2014).

En la mayoría de los países en desarrollo, pero especialmente en el África subsahariana, la población rural depende de la agricultura para obtener una parte importante de sus ingresos, a pesar de realizar muchas otras actividades remuneradas (Banco Mundial, 2007). Para los hogares agrícolas pobres, los ingresos procedentes de las actividades que se realizan en la explotación agrícola son relativamente más importantes que para otros hogares agrícolas (Figura 5, pág. 11). En Ghana, por ejemplo, los productores de alimentos representan el 43 % de la población, pero constituyen el 69 % del número de pobres (Al-Hassan y Poulton, 2009). En el África subsahariana, casi tres cuartos de la población rural económicamente activa son pequeños agricultores familiares que producen una parte significativa de los alimentos que consumen, y muchos de ellos son pobres o muy pobres (Barrett, 2011).

Las explotaciones familiares son la piedra angular de la agricultura en los países de ingresos bajos y medianos, pero muchas de ellas son pequeñas y pobres. Casi el 75 % de las explotaciones de los países de ingresos bajos y medianos tienen un tamaño inferior a una hectárea (Cuadro A2 del anexo). Esto significa que más de 375 millones de explotaciones familiares en los países en desarrollo poseen menos de una hectárea de tierra (FAO, 2014a).
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En la Figura 6 (pág. 12), se muestra claramente que los hogares agrícolas tienen una gama diversificada de fuentes de ingresos y que la dependencia de su propia producción varía inversamente al tamaño de la explotación. Es decir, en lo que respecta a los ingresos totales, las explotaciones más pequeñas dependen en menor medida de su propia producción que las de mayor tamaño. Por supuesto, esto no quiere decir que la producción agrícola no sea importante para ellas. Por el contrario, la producción agropecuaria contribuye como mínimo al 40 % de los ingresos totales del hogar en la categoría de tamaño de explotación más pequeño en la mayor parte de los países para los que se dispone de datos. La producción propia contribuye también a gran parte del consumo de alimentos de los hogares clasificados en esta categoría, y podría contribuir aún más si estos hogares estuvieran más capacitados para invertir y diversificar. En la Figura 6 también se muestra la importancia de los ingresos no agrícolas y de las transferencias y remesas de fondos para todas las categorías de tamaño de las explotaciones.

Los hogares agrícolas más pobres son compradores netos de alimentos y los alimentos representan gran parte de los presupuestos de los hogares pobres, tanto si se dedican a la agricultura como si no. En el caso de la población en extrema miseria, los alimentos representan aproximadamente entre el 65 % y el 80 % del gasto familiar total (Ahmed et al., 2007). El aumento del precio de los alimentos repercute drásticamente en la población pobre y muy pobre, especialmente debido a que la mayoría de estas personas son compradoras netas de alimentos (Zezza et al., 2008; Banco Mundial, 2007). La dependencia de los pobres de la agricultura para obtener sus medios de vida y la alta proporción de su gasto en alimentos hacen que la agricultura sea fundamental para las intervenciones destinadas a aliviar la pobreza y el hambre.
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¿Por qué la pobreza es tan persistente?

Tal como se ha expuesto anteriormente, a pesar de los progresos realizados en numerosas regiones, las tasas de pobreza siguen siendo persistentemente altas en muchos países, sobre todo en las zonas rurales. El crecimiento económico, en concreto el desarrollo agrícola, ha resultado esencial para reducir las tasas de pobreza; de hecho, el intenso crecimiento económico ayudó a reducir la tasa de pobreza mundial del 46 % al 27 % entre 1990 y 2005 (Naciones Unidas, 2011a). En China, por ejemplo, las tasas de pobreza y hambre han descendido drásticamente como resultado de un fuerte crecimiento general que comenzó en la agricultura. En otros lugares, en mayor medida en países donde la agricultura representa una parte importante del PIB y el empleo, el crecimiento iniciado en la agricultura ha resultado en especial eficaz en el aumento de los ingresos de los pobres (Banco Mundial, 2007; Christiaensen, Demery y Kuhl, 2011).

Para incrementar los ingresos de la población rural pobre por encima del umbral de la pobreza extrema, esto es 1,25 dólares PPA al día, se necesitaría un aumento medio de al menos el 60 % en el África subsahariana y el 30 % en Asia (especialmente en China y la India) tomando como referencia los ingresos medios de la población pobre estimados en 2010 (Banco Mundial, 2015b). En el caso de la población muy pobre, la brecha de ingresos es incluso mayor. Al año, esto implicaría un aumento anual de los ingresos per capita del 3 % para incrementar los ingresos medios un 60 % entre 2015 y 2030, y del 4,4 % para duplicar los ingresos de la población muy pobre (Yoshida, Uematsu y Sobrado, 2014). Estas tasas de crecimiento de los ingresos per capita son más elevadas que las logradas en la mayoría de los países de ingresos bajos en los últimos decenios, y muchas de las personas más pobres han experimentado un crecimiento de los ingresos incluso menor (Vakis, Rigolini y Lucchetti, 2015).

El crecimiento agrícola forma parte de un proceso de desarrollo económico más amplio acompañado por cambios drásticos en la agricultura. En las zonas donde ha habido crecimiento económico y urbanización, estos se reflejan mediante la reducción del número de personas ocupadas en la agricultura y el aumento de la productividad de la mano de obra en la producción agrícola. Por ejemplo, en China, la urbanización aumentó del 28 % en 1990 al 53 % en 2012, mientras que el valor de la producción agrícola por persona económicamente activa en la agricultura ascendió de 416 dólares estadounidenses a 1 024 dólares durante el mismo período (FAO, 2015a)2. Aparte de los grandes cambios en el empleo, el sector agrícola también debe responder a modificaciones de la demanda que acompañan al aumento de los ingresos y a los cambios en el estilo de vida. Estas respuestas se plasman en el cambio de tecnologías; además, el aumento de la comercialización también se refleja en cambios en la venta al por menor, el almacenamiento, la comercialización y la reorganización de la actividad agrícola para explotar de forma más eficaz las economías de escala emergentes (Collier y Dercon, 2009). Estos cambios requieren mucho tiempo y, aunque desde el punto de vista económico son muy beneficiosos, también ocasionan perturbaciones y dificultades para muchas personas.

En aquellas zonas donde el crecimiento ha sido más lento, esta transformación estructural de la agricultura se ha paralizado, dejando a muchas personas en la pobreza. Sin embargo, incluso con crecimiento económico, la lucha por salir de la pobreza es con frecuencia lenta. En numerosos países como, por ejemplo, la India, los hogares generan activos físicos y financieros muy lentamente (Naschold, 2012). En parte, esto se debe a que los hogares adoptan estrategias de subsistencia que los exponen menos a los riesgos, pero también les proporcionan menos beneficios (Dercon y Christiaensen, 2011). Por ejemplo, Carter (1997) constató que los hogares estaban dispuestos a renunciar al 20 % de sus ingresos para garantizar la disponibilidad de alimentos. Esta brecha entre seguridad alimentaria y mayores ingresos es aún mayor en el caso de los hogares más pobres (Alderman y Paxson, 1992; Rosenzweig y Binswanger, 1993). Las perturbaciones naturales y las causadas por el ser humano empujan a los hogares a la pobreza o los hunden todavía más en ella, obligándolos a menudo a liquidar activos.

Además, es posible que el crecimiento no sea inclusivo. En el caso de algunos grupos, como los niños y los ancianos, el crecimiento económico puede aportar un alivio escaso o llegar demasiado tarde para impedir las privaciones y una situación duradera de desventaja. Otras personas, con acceso limitado a las oportunidades económicas, corren el riesgo de verse atrapadas en la pobreza crónica. Existen varios factores que influyen en la creación de “trampas de pobreza” que mantienen en la pobreza a los muy pobres. Por ejemplo, es posible que estas personas sean tan pobres que no puedan consumir la cantidad básica de nutrientes necesarios para un trabajo productivo, para invertir en educación o para acumular los recursos que les permitan emprender una actividad. Es posible que sus explotaciones agrícolas sean demasiado pequeñas para poder acceder a créditos y seguros institucionales. Estas limitaciones pueden situar a muchos hogares en niveles críticos de pobreza en cuanto a activos y recursos, ingresos o gastos que no pueden permitirse.

El camino que permite abandonar la pobreza tampoco es fácil. Además de los hogares pobres, muchos de los que no lo son presentan una vulnerabilidad3 a la pobreza cuando se hallan ante situaciones de crisis de una u otra naturaleza (véase también el Recuadro 2). Estas crisis dan lugar a que muchos hogares caigan por debajo del umbral de la pobreza por haber sufrido grandes pérdidas de ingresos y carecer de ahorros suficientes para amortiguar las dificultades. Por ejemplo, se calcula que el número de personas en todo el mundo que viven con menos de 1,25 dólares PPA al día había aumentado en unos 64 millones a finales de 2010 como consecuencia directa de las crisis alimentaria, financiera y de los combustibles con respecto a la situación que se habría alcanzado sin tales crisis (Banco Mundial, 2010).

En algunos países y regiones como, por ejemplo, el Sahel, la variabilidad de las lluvias, la degradación de las tierras y la desertificación contribuyen a la vulnerabilidad y la pobreza. El cambio climático agravará estas tensiones en los próximos decenios, haciendo de la reducción de la pobreza un desafío aún mayor.

Existen datos de una considerable movilidad de entrada y salida de la pobreza, ya que los hogares sufren las repercusiones de las crisis y, a continuación, se recuperan (Van Campenhout y Dercon, 2012). A partir de los datos procedentes de Punjab, Sind y la Provincia de la Frontera del Noroeste del Pakistán, Baulch y McCullough (1998) constataron que entre 1986/87 y 1990/91, el 21 % y 29 % de los hogares, respectivamente, obtuvieron ingresos por debajo del umbral de la pobreza, pero entre el 46 % y el 51 % de los hogares pobres salían de la pobreza de un año al siguiente mientras que solo el 3 % de los hogares eran pobres durante el período completo de cinco años4. No obstante, la recuperación tras una crisis suele ser lenta. Por ejemplo, tras la hambruna de 1984-85 en Etiopía, los hogares rurales tardaron una media de 10 años en recuperar el mismo número de cabezas de ganado que tenían anteriormente (Dercon, 2008); los datos de la China rural muestran que la velocidad de recuperación de una crisis de ingresos es menor para las personas pobres que para las que no lo son (Jalan y Ravallion, 2001).

La pobreza suele comenzar con deficiencias en la nutrición y la salud, en particular en la primera infancia: los pobres se hallan atrapados en círculos viciosos de hambre, nutrición deficiente, mala salud, baja productividad y pobreza. La nutrición y salud deficientes de madres e hijos causan bajo peso al nacer y retraso del crecimiento, así como trastornos del desarrollo cognitivo y una disminución del aprovechamiento escolar (Alderman, 2010; Hoddinott et al., 2013). Los datos empíricos muestran claramente que el retraso del crecimiento en la infancia reduce la productividad en la edad adulta y, por tanto, los salarios (Strauss y Thomas, 1998; Hunt, 2005). Más insidioso aún es el hecho de que las niñas que padecen retraso del crecimiento crezcan y sigan padeciéndolo durante la maternidad; el retraso del crecimiento materno es uno de los factores que más determinan el parto de un niño con bajo peso. Así pues, la malnutrición maternoinfantil perpetúa el ciclo de pobreza. Estas condiciones iniciales deficientes son difíciles de superar y hacen que los hogares sean vulnerables a crisis que tienen repercusiones significativas y persistentes, pero frente a las cuales no pueden protegerse completamente (Barrett y McPeak, 2006).
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Los hogares adoptan una amplia gama de estrategias de subsistencia para gestionar y enfrentar los riesgos. Asimismo, utilizan servicios funerarios y mecanismos de crédito y ahorro informales para evitar las fluctuaciones del consumo. Sin embargo, existen numerosos datos que muestran que estos acuerdos informales son más efectivos para crisis idiosincrásicas, como enfermedades, que afectan a hogares individuales, que para crisis covariables, como sequías o inundaciones, que afectan a comunidades enteras; en cualquier caso, solo ofrecen una protección parcial para la población pobre (Devereux, 1999; Dercon, 2011). Por ejemplo, Dercon, Hoddinott y Woldehanna (2005) observaron que la tasa de pobreza en Etiopía en 2004 era aproximadamente un 50 % más elevada de lo que habría sido en ausencia de las crisis. Y en la República Unida de Tanzanía, Beegle, Dehejia y Gatti (2006) observaron que las crisis por ingresos de los hogares aumentaron el nivel de trabajo infantil, mientras que la escolarización disminuyó.

Tal como se ha indicado anteriormente, la mayoría de la población muy pobre vive en zonas rurales, obtiene gran parte de sus ingresos de las actividades agrícolas y produce una parte significativa de sus propios alimentos. De forma invariable, la población pobre también destina gran parte de sus ingresos a la adquisición de alimentos. Por estas razones, las intervenciones en materia de protección social en las zonas rurales centradas en la alimentación y la agricultura tienen especial pertinencia en la lucha contra la pobreza y el hambre. Asimismo, una investigación reciente ha mostrado sinergias potencialmente importantes entre la agricultura y la protección social, pero, hasta hace poco, estos vínculos han recibido una atención relativamente escasa por parte de los especialistas del desarrollo y los responsables de la formulación de políticas (Tirivayi, Knowles y Davis, 2013).

En concreto, los riesgos relacionados con el clima a menudo determinan de forma fundamental los medios de vida rurales y explican la razón por la que los hogares pobres siguen siendo pobres (Alderman y Haque, 2007). En el quintil de productores más pobres en zonas semiáridas de la India, por ejemplo, una reducción de la desviación típica en el riesgo relacionado con el clima aumentaría las ganancias promedio hasta el 35 % (Rosenzweig y Binswanger, 1993). Del mismo modo, se constató que los productores de Shinyanga, un distrito semiárido de la parte occidental de la República Unida de Tanzanía con opciones limitadas para mantener un consumo suficiente tras una crisis, elegían cultivos menos rentables pero más seguros como, por ejemplo, los boniatos, renunciando así a hasta un 20 % de los ingresos potenciales como prima de seguro implícita (Dercon, 1996). En Etiopía (Elbers, Gunning y Pan, 2009) y Zimbabwe (Elbers, Gunning y Kinsey, 2007), el capital social acumulado por los agricultores se estimó en solo el 36 % y el 46 %, respectivamente, del nivel que se habría podido obtener si no existieran riesgos.

Las crisis suelen tener repercusiones duraderas en las poblaciones de escasos recursos. Por ejemplo, los hogares afectados por la sequía en Etiopía y la República Unida de Tanzanía disponían de ingresos más bajos que los hogares no afectados incluso 10 años después (Beegle, De Weerdt y Dercon, 2008; Dercon, 2008). Ante la falta de seguros, los hogares rurales que se ven afectados por las crisis pueden reducir el consumo o vender activos. Sin embargo, reducir el consumo para preservar los activos productivos a corto plazo puede repercutir a largo plazo y de forma irreversible en el desarrollo físico y cognitivo de los miembros más jóvenes y vulnerables de un hogar. Dercon y Porter (2010), por ejemplo, observaron que en el punto culminante de la hambruna etíope de 1984, los niños con edades comprendidas entre 12 y 36 meses, un rango de edad especialmente vulnerable, medían unos 3 cm menos debido a la hambruna.



¿Qué es la protección social?

Sin asistencia pública, muchos hogares pobres y vulnerables sufrirán dificultades innecesarias y privaciones duraderas que perpetuarán la pobreza para las generaciones futuras. En los países en desarrollo, la experiencia positiva con los programas a gran escala que ayudan a las personas pobres y vulnerables —como en el caso del Brasil, Etiopía, la India y México— ha impulsado y revalorizado la importancia y la función de estos programas a la hora de combatir la pobreza y el hambre, así como las desigualdades sociales, económicas y políticas. Se ha producido una rápida expansión de los programas de protección social en los últimos dos decenios (véase el Capítulo 2).

El concepto de protección social surgió en respuesta al discurso y el programa relacionado con las “redes de protección social”5 de las décadas de 1980 y 1990 (GANESAN, 2012). En sus inicios se consideraban una respuesta a las crisis, sin embargo, con el tiempo, y también en respuesta a la falta de sistemas de seguridad social formales adecuados, especialmente tras las políticas de ajustes estructurales y las crisis fiscales de numerosos países en desarrollo en las décadas de 1980 y 1990, la noción se amplió para abordar también la pobreza crónica. Algunos enfoques son eminentemente normativos, basados en el concepto de la protección social como un derecho (tal como se estipula en numerosos documentos de las Naciones Unidas), mientras que otros se centran más en la función que desempeña la protección social en la protección de las personas vulnerables, la reducción de la pobreza y la promoción del crecimiento económico. Algunos enfoques sobre protección social hacen hincapié en su función a la hora de ayudar a la población pobre a salir de la pobreza, mientras que otros destacan el papel que desempeña en la promoción de la inclusión social y la justicia social, así como en la garantía de la seguridad de los ingresos, la educación de calidad y la asistencia sanitaria para todos.

No existe una única manera de definir la protección social, aunque en general cabe entenderla como: “todas las iniciativas públicas y privadas que facilitan transferencias de ingresos o consumo a los pobres, protegen a los segmentos vulnerables de los riesgos que se ciernen sobre sus medios de subsistencia, y mejoran la condición social y los derechos de los marginados, con el objetivo general de reducir la vulnerabilidad económica y social de los grupos pobres, vulnerables y marginados” (Devereux y Sabates-Wheeler, 2004, pág. 9)6. En consonancia con esta definición, los instrumentos de protección social se interpretan con frecuencia como preventivos, protectores, promotores y transformadores.

La protección social puede desempeñar una función protectora a la hora de proporcionar medios (en efectivo o en especie) para acceder a los alimentos y mitigar las repercusiones de las crisis. Puede tener una función preventiva a la hora de evitar privaciones más graves mediante el fortalecimiento de la resiliencia ante las crisis y la prevención de pérdidas de ingresos y activos. Puede respaldar la acumulación de recursos para mantener los medios de vida (por ejemplo, mediante transferencias de activos y obras públicas). La protección social también puede desempeñar una función de promoción a través del respaldo directo de las inversiones en recursos humanos (nutrición, salud, educación y desarrollo de competencias) y la reducción de las restricciones de liquidez y la inseguridad de los ingresos a fin de fomentar la inversión en las actividades que se realizan en la explotación y fuera de ella. Asimismo, puede tener un papel transformador en las vidas de la población pobre mediante la reorientación de sus objetivos más allá de la supervivencia diaria hacia inversiones para su futuro, el cambio de las relaciones de poder en los hogares (ya que la protección social puede empoderar a las mujeres) y el fortalecimiento de las capacidades de los pobres para empoderarse a sí mismos.

Aunque todavía se debate en ciertos círculos acerca de la naturaleza de este concepto, en general se acepta que la protección social incluye tres componentes amplios: la asistencia social, la previsión social y la protección del mercado laboral (Barrientos, 2014; Banco Mundial, 2014, Naciones Unidas, 2011b). Esta es la categorización que se utiliza en el presente informe.

Los programas de asistencia social se financian mediante impuestos, es decir, transferencias proporcionadas por el Estado que tienen una función de “asistencia social”, por lo que reducen la incidencia o la gravedad de la pobreza crónica. Si las transferencias están garantizadas y son predecibles (Devereux, 2002), desempeñan una función de “previsión social”, es decir, facilitan el consumo y evitan la indigencia tras una situación de crisis temporal (Devereux, 2001; Lichand, 2010). Los programas más extendidos son: 1) las transferencias incondicionales, es decir, programas que distribuyen efectivo o cupones, o contribuyen en especie (por ejemplo, con alimentos), sin que el receptor tenga que cumplir ningún requisito; 2) las transferencias condicionales, que pueden ser idénticas a las transferencias incondicionales, pero es necesario que los receptores cumplan ciertas condiciones, generalmente para mejorar los recursos humanos de sus hijos; 3) los programas de obras públicas, también denominados programas de dinero por trabajo o alimentos por trabajo, o programas de empleo garantizado, que requieren que los beneficiarios trabajen para crear o mantener los activos del hogar o la comunidad.

El derecho a la asistencia social se basa generalmente en la ciudadanía y la situación socioeconómica de las personas u hogares participantes. Los programas también pueden estar diseñados para grupos específicos en poblaciones que se consideran vulnerables, a menudo los niños y los ancianos. Los datos disponibles muestran que los programas de asistencia social se centran normalmente en la población pobre y vulnerable (Fiszbein, Kanbur y Yemtsov, 2014).

Existe una diferencia práctica entre la asistencia social y la asistencia de emergencia. La asistencia de emergencia o humanitaria se proporciona en el caso de catástrofes naturales o provocadas por el hombre y conlleva generalmente asistencia a corto plazo, que suele suministrarse sin tener en cuenta la situación socioeconómica de los beneficiarios. En los países de ingresos bajos, la asistencia humanitaria y de emergencia se financia normalmente mediante ayuda extranjera y su ejecución corresponde a organizaciones no gubernamentales (ONG) nacionales o internacionales. La asistencia de emergencia y la asistencia social tienen fundamentos, objetivos, grupos destinatarios y fuentes de financiación muy diferentes. El presente informe se centra únicamente en la asistencia social.

Los programas de previsión social se financian normalmente mediante contribuciones de empleados, empresarios y el Estado, y se basan en el principio de mutualidad, ya que las personas u hogares se protegen a sí mismos frente a los riesgos mediante la agrupación de recursos con un número mayor de personas u hogares que se encuentran expuestos de forma similar. Abordan los imprevistos relacionados con el ciclo vital, el empleo y la salud. Las instituciones de previsión social ofrecen cobertura para determinados imprevistos que afectan al bienestar o a los ingresos de los hogares. Las prestaciones se basan principalmente en los registros de contribuciones de los trabajadores, y las transferencias se suelen financiar con fondos de previsión social. Existen enfoques innovadores de seguros en las zonas rurales, entre ellos, planes de seguros basados en índices climáticos, que se están empleando de forma experimental en algunos países (Hazell et al., 2010). No obstante, la disponibilidad y la adopción de los seguros agrícolas en los países de ingresos bajos siguen siendo modestas (Mahul y Stutley, 2010).

Los programas del mercado laboral proporcionan prestaciones de desempleo, fortalecen las capacidades y aumentan la productividad y la empleabilidad de los trabajadores. Se ha adquirido la costumbre de distinguir entre políticas del mercado laboral “pasivas” y “activas”. Por un lado, las intervenciones pasivas se centran en garantizar los derechos básicos mediante, por ejemplo, marcos jurídicos destinados a asegurar unos estándares mínimos de empleo y trabajo, protegiendo así los derechos de los trabajadores en el lugar de trabajo. Por otro lado, las intervenciones activas mejoran la empleabilidad. De acuerdo con los datos disponibles, los programas de previsión social y del mercado laboral tienden a beneficiar a grupos con ingresos más elevados (Fiszbein, Kanbur y Yemtsov, 2014).
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La protección social forma parte de la política social, que además comprende la provisión de servicios básicos, principalmente la educación y la asistencia sanitaria, aunque también el suministro de agua y saneamiento en países de ingresos bajos. La protección social puede facilitar el acceso de la población pobre a los servicios sociales; por ejemplo, la alimentación escolar y las exenciones del pago de tasas son medidas de protección social que facilitan el acceso a la educación. Algunos planes, como las pensiones, pueden incluir elementos contributivos (previsión social) o no contributivos (asistencia social) (Figura 7).

Durante los últimos años, las enseñanzas extraídas de la experiencia internacional han contribuido a que el enfoque relativo a la protección social haya evolucionado de las intervenciones específicas a la creación de sistemas de protección social que combinan elementos de los distintos componentes de la protección social (Banerji y Gentilini, 2013). Organizaciones internacionales y multilaterales como la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la FAO, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), el Banco Mundial y el UNICEF hacen hincapié actualmente en la necesidad de aplicar un enfoque sistemático para la protección social, que tenga por objetivo crear sistemas de protección social inclusivos y sostenibles que estén estrechamente coordinados con otras políticas sociales y económicas (OIT, 2014). De forma notable, la Iniciativa de las Naciones Unidas sobre un nivel mínimo de protección social, desarrollada bajo el liderazgo de la OIT y la Organización Mundial de la Salud (OMS), se ha considerado el primer intento sistemático de poner en marcha un enfoque de protección social basado en los derechos como objetivo normativo universal (GANESAN, 2012).

Las causas fundamentales de las situaciones de penuria y vulnerabilidad radican en los entornos económico, social, político, cultural, natural y físico más amplios. Por lo tanto, para hacer frente a la pobreza y la vulnerabilidad, es necesario aplicar medidas integradas y para todo el sistema en la agricultura y el sistema alimentario en general, en la sanidad pública y la educación, y en ámbitos de políticas más amplios.
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Tendencias mundiales y regionales en la cobertura de la protección social

Los programas de protección social se han extendido con rapidez durante las dos últimas décadas. En 2014, al menos 145 países proporcionaban una o más formas de asistencia social: 63 países tenían en marcha programas de transferencia condicional de efectivo, 130 países ofrecían transferencias incondicionales de efectivo (en 37 de ellos en forma de pensiones no contributivas) y en 94 países se ejecutaban programas de obras públicas. La alimentación escolar era el tipo de programa más habitual: 131 países llevaban a cabo alguna forma de alimentación escolar (Recuadro 3) (Banco Mundial, 2015d).

En cada país puede existir un conjunto diferente de programas de protección social con distintos destinatarios y en diversas situaciones y períodos. Existe una gran diversidad de modelos, incluso dentro del mismo país. A menudo, en el mismo país se pueden encontrar tanto programas universales como específicos. Una tendencia reciente consiste en hacer que estos programas interactúen como un conjunto complementario de programas a fin de lograr resultados más adecuados y duraderos con la misma visión.
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Cobertura de los beneficiarios

En todo el mundo en desarrollo, unos 2 100 millones de personas, o aproximadamente un tercio de la población, reciben algún tipo de protección social (Figura 8). Existen notables diferencias entre regiones. Así, los niveles de cobertura más bajos se encuentran en las regiones con una mayor incidencia de la pobreza. Solo alrededor del 22 % de la población del Asia meridional y el África subsahariana está cubierta por algún tipo de medidas de protección social, pues estas son las regiones con la incidencia de pobreza extrema más elevada. Las regiones que registran la incidencia más baja de la pobreza (véase la Figura 3, pág. 9) son las que cuentan con una cobertura de protección social más amplia, aquellas en las que alrededor del 60 % de la población recibe alguna forma de protección social.
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En el Asia meridional y el África subsahariana, de los distintos tipos de protección social existentes, las transferencias de asistencia social son las que tienen la mayor cobertura, ya que benefician de media al 17 % y el 16 % de la población, respectivamente. Estos niveles son inferiores a los niveles de cobertura de la asistencia social registrados en la mayor parte de otras regiones; por ejemplo, en América Latina y el Caribe, este nivel es del 27 % de media y en Oriente Medio y el Norte de África es del 34 %. Los programas de asistencia social llegan a más personas extremadamente pobres que otros tipos de protección social. Las estimaciones mundiales indican que al menos el 24 % de la población extremadamente pobre se benefició de programas de asistencia social en los últimos años, mientras que solo un 3 % aproximadamente se incluyó en programas de previsión social y un 3 % en programas del mercado laboral (Figura 9). Estas estimaciones son moderadas, pues en la mayoría de los países de ingresos medianos, los programas que ofrecen transferencias directas en efectivo o en especie a las familias pobres llegan a la mayoría de los hogares pobres, y algunos de ellos benefician a una parte significativa de la población.

Una estimación más general muestra que más de 1 000 millones de personas en los países en desarrollo están cubiertas por al menos un programa de asistencia social. Aunque esta cifra se acerca al número de personas que viven en la pobreza extrema, solo se llega a un cuarto de estas personas. Esta falta de cobertura de las personas extremadamente pobres puede obedecer en parte a la falta de recursos, a una selección deficiente o al hecho de que los programas de asistencia social no se destinen a la población pobre, sino que puedan tener otros objetivos como, por ejemplo, mejorar la nutrición y proteger a los niños huérfanos. A menudo, la finalidad consiste en crear resiliencia entre la población vulnerable y proteger ante las crisis a la población pobre y a la que no lo es.

¿Beneficia la asistencia social a la población rural pobre?

En la mayoría de las regiones, los hogares rurales tienen más probabilidades de recibir asistencia social que los hogares urbanos y, en las zonas rurales, es más probable que los hogares más pobres se beneficien de ella en lugar de aquellos con ingresos más elevados (Figuras 10 y 11). La cobertura es mucho menor en las regiones más pobres del mundo, pues en las zonas rurales del Asia meridional y el África subsahariana, el porcentaje del quintil más pobre que recibe algún tipo de asistencia social solo se aproxima al 30 % y el 20 %, respectivamente, en comparación con cerca del 70 % registrado en América Latina y el Caribe. Los quintiles de ingresos más pobres tienen más probabilidades de recibir asistencia social, pero una parte significativa de otros quintiles de ingresos, incluidos los más ricos, también la reciben. En todas las regiones, entre el 15 % y el 35 % aproximadamente del quintil más rico de las zonas rurales recibe asistencia social.

Aunque los hogares rurales más pobres tienen más probabilidades de recibir este tipo de asistencia, reciben una asistencia per cápita ligeramente menor que sus homólogos urbanos más ricos (véase el Cuadro A4 del anexo).

[image: Image]



¿Cómo pueden la protección social y la agricultura ayudar a erradicar la pobreza?

La protección social puede mitigar privaciones innecesarias y persistentes que padece la población pobre. Una mejor nutrición también fomenta la productividad económica de las personas pobres y vulnerables, ya que mejora su desarrollo físico, cognitivo y del aprendizaje. Por ejemplo, en la República Unida de Tanzanía, los niños que quedan huérfanos de madre antes de los 15 años se convierten en adultos desfavorecidos, según varios indicadores de bienestar, ya que tienen más probabilidades de tener una estatura más baja, niveles inferiores de escolarización y menos ingresos (Beegle, De Weerdt y Dercon, 2008). El costo de no tomar medidas para proteger a la población pobre y vulnerable es, por tanto, muy alto: se ha estimado que las pérdidas mundiales en la productividad económica debidas a la subalimentación y las carencias de micronutrientes superan el 10 % de los ingresos que obtienen durante toda la vida los hogares y suponen entre el 2 % y el 3 % del PIB mundial (Banco Mundial, 2006).

La protección social puede, por consiguiente, ayudar a promover el desarrollo social y económico general, rompiendo así el ciclo de la pobreza mediante la protección de la nutrición y la salud maternas, un factor fundamental para la salud de niños y adultos. Para llevar a cabo todo esto con eficacia, la protección social debe garantizar los ingresos y el consumo, así como proteger y crear resiliencia (véase el Capítulo 3 para obtener más información sobre la resiliencia) frente al alto grado de riesgo y vulnerabilidad que prevalece en las zonas rurales, especialmente en la agricultura. La protección social también puede proteger frente a riesgos como las catástrofes naturales, las enfermedades del ganado, el cambio climático, las crisis financieras, los aumentos de los precios de los alimentos a nivel mundial, los conflictos, el colapso económico y enfermedades epidémicas devastadoras como el SIDA, que son las principales amenazas para el bienestar de los hogares rurales (Dorward et al., 2006; Dercon, 2005).
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Dada esta complejidad, los programas de protección social deben diseñarse con eficacia según los diferentes contextos. En la Figura 12 se proporciona una visión estilizada del bienestar en cuatro tipos diferentes de hogares. La línea continua traza el bienestar a lo largo del tiempo, mientras que la línea discontinua representa un umbral de pobreza. El Hogar A sigue una trayectoria de bienestar ascendente, pero marcada por crisis que reducen el bienestar. En este caso, la mitigación de las crisis reforzaría la tendencia de bienestar ascendente y daría lugar a una salida permanente de la pobreza. En cambio, el bienestar del Hogar B se sitúa por encima y por debajo del umbral de la pobreza alternando períodos de pobreza con períodos sin pobreza. En este caso, la mitigación de las crisis daría lugar a un nivel constante en el umbral de la pobreza o justo por encima de él. El bienestar del Hogar C no se ve afectado por las crisis y, en su lugar, muestra un nivel constante por debajo del umbral de la pobreza. En este caso, la estabilización del bienestar no colocaría, por sí sola, a este hogar por encima del umbral de la pobreza. El bienestar del Hogar D se ve afectado por las crisis y sigue una tendencia descendente de empeoramiento del bienestar. En este caso, no es probable que la estabilización del bienestar, mediante la protección del hogar ante las crisis, sea suficiente para permitirle salir de la pobreza de manera permanente.

Un enfoque que mitigara la variación del bienestar en el tiempo causada por las crisis podría ayudar a los hogares A y B a salir de la pobreza, pero no es probable que resulte eficaz para los hogares C y D. Sin una transferencia constante de activos y recursos para el consumo, es improbable que los hogares C y D salgan de la pobreza.

Los medios de vida de las zonas rurales y los hogares agrícolas están especialmente expuestos a ciertos riesgos (Barrett, 2010). En una población rural no asegurada, la exposición a crisis idiosincrásicas —tales como enfermedades, pérdida de trabajo, muertes familiares, nacimientos, migración, matrimonios y accidentes— puede causar pobreza o intensificarla. Los riesgos más graves que asume la población rural pobre varían notablemente en el espacio y en el tiempo, incluso en poblaciones aparentemente homogéneas (Doss, McPeak y Barrett, 2008).

Existen datos considerables (los cuales se examinan en los siguientes capítulos) que muestran que los programas de protección social, cuando se diseñan adecuadamente, ayudan realmente a mitigar la pobreza incrementando el consumo de alimentos de la población rural pobre y vulnerable. A menudo, estos programas también permiten a los hogares diversificar su consumo de alimentos y, cuando se diseñan para tener en cuenta las cuestiones de género y se acompañan con intervenciones complementarias en materia de salud, saneamiento, horticultura doméstica y educación nutricional, mejoran los resultados relativos a la nutrición, la salud y la educación a largo plazo.

Asimismo, en contextos rurales o agrícolas, la protección social también puede resultar particularmente adecuada para promover la actividad económica y ayudar a los hogares a salir de la pobreza. Esto se debe a que la mayoría de los beneficiarios de la protección social en el ámbito rural viven en zonas donde los mercados de servicios financieros (como créditos y seguros), mano de obra, bienes e insumos son escasos, es difícil acceder a ellos y no funcionan correctamente. La protección social reduce importantes limitaciones que afectan a la actividad económica como, por ejemplo, las relacionadas con el crédito y la liquidez, y, si las transferencias son frecuentes y fiables, proporcionan seguridad frente a los riesgos. Como consecuencia de ello, los hogares pobres invierten en activos productivos, lo que se refleja a menudo en un incremento de la producción de sus explotaciones. En muchas ocasiones también son capaces de participar en actividades caracterizadas por un riesgo más alto y mayores beneficios. Debido a que los hogares pobres suelen hacer frente a limitaciones de diversa índole, los programas polifacéticos y que incluyen efectivo o activos así como apoyo para abordar dificultades específicas (por ejemplo, servicios financieros, conocimientos sobre nutrición y capacitación en competencias empresariales) son más eficaces a la hora de transformar los medios de vida.
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Al aumentar los ingresos de los hogares beneficiarios, se incrementa la demanda de bienes y servicios locales. Sin embargo, las limitaciones relacionadas con la oferta local pueden dar lugar a presiones inflacionistas, que se pueden suavizar mediante intervenciones agrícolas y de infraestructuras. En este sentido, los programas de protección social y las intervenciones agrícolas son elementos complementarios y pueden generar un ciclo positivo de bienestar humano, crecimiento agrícola y seguridad económica.

En el contexto a más largo plazo de la transformación estructural de la agricultura, la protección social puede desempeñar una función clave, ya que puede hacer que el proceso sea más inclusivo y menos duro mitigando los costos a los que hacen frente los productores a la hora de adaptarse a los cambios. La protección social también puede ayudar a evitar la migración derivada de la desesperación y que simplemente sustituye pobreza rural por pobreza urbana. Asimismo, puede brindar mayores oportunidades y permitir la migración en respuesta a oportunidades económicas, facilitando así la transformación.

En el presente informe se examina la función de la protección social, en concreto la asistencia social, a la hora de mitigar las privaciones, mejorar los recursos humanos y la productividad, y alentar las inversiones y la diversificación en los hogares pobres de las zonas rurales. En él se expone de qué forma afecta la protección social al comportamiento de las personas y los hogares, si puede hacer que los hogares salgan de la pobreza de forma sostenible y por sus propios medios, y cómo se puede vincular con políticas y programas agrícolas y viceversa, de forma que la protección social forme parte de una estrategia de desarrollo rural más amplia. La función bien documentada de la agricultura en el desarrollo y la reducción de la pobreza la hace un aliado natural y un complemento de la protección social. Cuando se combinan, los dos enfoques pueden satisfacer necesidades de medios de vida inmediatas y también a largo plazo.



¿Es asequible la protección social?

La protección social es asequible; es más, teniendo en cuenta los datos proporcionados en el presente informe, se debería considerar una inversión, no simplemente un gasto (véase también el Recuadro 4). Entre 2010 y 2014, se destinó a la protección social un total de 329 000 millones de dólares estadounidenses a nivel mundial, esto es, el doble de la cantidad necesaria para cerrar la brecha de la pobreza para quienes viven con menos de 1,25 dólares PPA al día (Banco Mundial, 2015d). De media, el gasto en asistencia social (incluidos programas condicionales e incondicionales en efectivo y en especie y de obras públicas, pero sin contar las subvenciones) representa el 1,6 % del PIB para los países de ingresos medianos y el 1,5 % para los países de ingresos bajos (Banco Mundial, 2015d). Sin embargo, el gasto varía según el país. Algunos de los países con la tasa de pobreza más elevada son los que gastan menos. Además, no todos los programas tienen un objetivo bien definido, por lo que muchas personas pobres quedan fuera de su alcance.

¿Se pueden ampliar los programas de asistencia social en los países pobres? Mientras que el costo que supone cerrar la brecha de la pobreza durante el período 2016-2030 es, de media, inferior al 0,1 % del PIB anual en Asia oriental, América Latina y el Caribe y Oriente Medio y África del Norte, y del 1,6 % en el Asia meridional, alcanzaría aproximadamente el 5,3 % del PIB en el África subsahariana y en 14 países de la región superaría el 10 % (FAO, FIDA y PMA, 2015b).

Estos niveles de gasto relativos se podrían alcanzar de manera progresiva a lo largo del tiempo. En los países de ingresos más bajos, la asistencia social puede, inicialmente, centrarse de forma más específica en las personas más pobres entre los pobres. Situar al 20 % más pobre de la población en un nivel de consumo diario de 1 dólar PPA tendría un costo menor, entre el 0,1 % y el 2 % del PIB, para la mayor parte de los países del África subsahariana. Para cinco países el costo sería más alto, entre el 2,3 % y el 4,5 % del PIB (Plavgo, de Milliano y Handa, 2013).

En numerosos países, financiar este tipo de programas requerirá la adopción de decisiones difíciles en cuanto al gasto. En algunos países el apoyo de los donantes será fundamental a corto o medio plazo para mantener los programas. No obstante, la movilización de recursos fiscales nacionales será importante a fin de establecer una base política y financieramente sostenible para los programas de asistencia social. Esta progresión de programas experimentales financiados por donantes a sistemas de protección social financiados y gestionados nacionalmente ya está teniendo lugar en Kenya, Lesotho y Zambia, entre otros países. Los programas experimentales y un seguimiento y evaluación cuidadosos pueden ayudar a iniciar el diálogo sobre las políticas que es preciso con objeto de crear un consenso nacional en cuanto a la naturaleza, el alcance y la financiación de la asistencia social en un país (Davis et al., en prensa).

[image: Image]



Estructura del informe

En el Capítulo 2 se examina la eficacia de las intervenciones de protección social a la hora de reducir la pobreza, aumentar el consumo de alimentos, aliviar la inseguridad alimentaria y el hambre en los hogares y promover mejoras a más largo plazo en la nutrición. En el Capítulo 3 se examinan los datos sobre la eficacia de la protección social en la promoción de mejoras a largo plazo en materia de nutrición y en el estímulo de las inversiones y el fomento del desarrollo local. En el Capítulo 4 se examinan los factores que determinan las diferentes repercusiones de los programas y se extraen enseñanzas para el diseño de estos programas. En el Capítulo 5 se expone cómo se pueden combinar las políticas de protección social y las agrícolas a fin de potenciar al máximo las repercusiones de los programas y el desarrollo. En el Capítulo 6 se ofrece un resumen de las principales conclusiones del informe.


2.La protección social para la reducción de la pobreza rural y el aumento de la seguridad alimentaria

La erradicación de la pobreza y la inseguridad alimentaria son metas clave de la agenda para el desarrollo después de 2015. El aumento de los ingresos y el empleo es esencial para alcanzar estos objetivos y existen numerosas formas de lograrlo, por ejemplo, mediante el incremento de la productividad de las pequeñas explotaciones familiares, el aumento de los niveles de educación y la prestación de ayuda a los hogares para que participen en actividades nuevas y más rentables. Estas son aspiraciones a largo plazo para la población pobre, ya que la pobreza y el hambre son realidades diarias con consecuencias duraderas. Las personas pobres que padecen hambre necesitan una ayuda más inmediata. En este capítulo se examina la eficacia de las intervenciones de protección social a la hora de reducir la pobreza, aumentar el consumo de alimentos y diversificar las dietas. Se explora una amplia gama de medidas de protección social centrándose principalmente en las intervenciones de asistencia social orientadas a los hogares pobres en lugar de otras medidas de protección social.



La protección social puede ayudar a reducir la pobreza

En la actualidad se dispone de una numerosa variedad de medidas de protección social (entre ellas, los programas de asistencia social, previsión social y mercado laboral) que evitan que alrededor de 150 millones de personas en todo el mundo caigan en la pobreza extrema (Fiszbein, Kanbur y Yemtsov, 2014). La mayoría de estas personas se encuentran en Europa Oriental y Asia central, donde la cobertura de protección social es amplia. Sin embargo, muchas menos personas se encuentran protegidas en el África subsahariana, donde la cobertura es menor y menos del 1 % de la población sale de la pobreza cada año como resultado de las transferencias de protección social.

La protección social se da en numerosas formas, algunas de las cuales han tenido más éxito que otras en lo que respecta a la reducción de la pobreza. En estas páginas se examinan varios programas de asistencia social en los que se han realizado evaluaciones con vistas a determinar sus repercusiones y las características que garantizan resultados favorables. Fiszbein et al. (2009) examinaron una serie de programas de transferencia condicional de efectivo y llegaron a la conclusión de que muchos de estos programas reducen la pobreza, al menos a corto plazo (Recuadro 5). Por ejemplo, el Programa de Educación, Salud y Alimentación (PROGRESA) de México, que se introdujo en 1997, se transformó (con ligeras modificaciones) en Oportunidades en 2003 y cambió de nuevo su denominación a Prospera en 2014, llegó al 21 % de la población en 2013 (véase también el Recuadro 5) (Banco Mundial, 2015d)7. Skoufias (2005) calcula que este programa disminuyó un 10 % aproximadamente el número de pobres entre los beneficiarios y redujo alrededor de un 30 % la brecha de la pobreza8 a lo largo de dos años. El éxito del programa se debió, en parte, al hecho de que sustituyó a otras subvenciones poco específicas, lo que sugiere que una buena selección de los destinatarios es importante para reducir la pobreza. Asimismo, la experiencia mexicana destaca la importancia de realizar un seguimiento y una evaluación del impacto rigurosos e independientes, lo que otorga legitimidad al programa y permite ampliarlo y mejorarlo sobre la base de las enseñanzas adquiridas en relación con el diseño y la ejecución.
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El programa Bolsa Família del Brasil benefició a más de 14 millones de familias en 2015 (Banco Mundial, 2015d), lo que corresponde a alrededor del 24,5 % de la población del país (véase también el Recuadro 5). Se considera que el programa ha reducido la pobreza y la pobreza extrema un 1,9 % y un 1,6 %, respectivamente, entre 2003 y 2009. Esto supone el 13 % de la pobreza y el 32 % de la pobreza extrema. El programa tuvo una repercusión mayor en la brecha de la pobreza, que se redujo un 18 % durante el mismo período (Soares, 2012).

Bolsa Família también constituye un buen ejemplo del valor de una red amplia de políticas complementarias. Por ejemplo, tras la crisis financiera mundial de 2008, el Gobierno del Brasil pudo reaccionar con rapidez y a un costo reducido mediante la ampliación de los programas. Esto tuvo efectos considerables, ya que se llegó a más de 1,6 millones de las personas más vulnerables y, a su vez, se contribuyó al crecimiento de la demanda nacional: a pesar del descenso del 0,6 % del PIB en 2009, el consumo privado se mantuvo estable y volvió a crecer en la segunda mitad de 2009 (Berg y Tobin, 2011).

Los programas de transferencia incondicional de efectivo, a menudo orientados a categorías específicas de grupos demográficos vulnerables (por ejemplo, huérfanos o ancianos) también han reducido la pobreza (véase también el Recuadro 6). Por ejemplo, el Programa de Transferencias de Efectivo a Huérfanos y Niños Vulnerables de Kenya (CT-OVC)9 alcanzó a más de 245 000 niños, es decir, alrededor del 40 % del número total de niños huérfanos y vulnerables que vivían en la pobreza extrema en 2011. El programa redujo en un 13 % los niveles de pobreza de los hogares beneficiarios (que vivían con menos de 1 dólar PPA al día) entre 2007 y 2009 (Ward et al., 2010).
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La subvención de asistencia infantil de Sudáfrica es el mayor programa de protección social del África subsahariana. Este programa realiza una transferencia de efectivo al principal cuidador de un menor de 18 años que viva en un hogar con ingresos inferiores a un umbral de ingresos determinado. En 2014, el programa llegó a 11 millones de niños pobres con edades comprendidas entre 0 y 18 años (SASSA, 2015) y redujo un 9 % la pobreza infantil en 2007 (SASSA, 2011, citado en Tiberti et al., 2013). Asimismo, se estimó que el plan de pensiones sociales (no contributivas) de Sudáfrica había reducido el número de personas pobres aproximadamente un 2,8 % en 2002 en Ciudad del Cabo y la Provincia Oriental del Cabo (Barrientos, 2003). Además, redujo la brecha de la pobreza general del país un 21 % y un 54 % en los hogares con personas mayores (Omilola y Kaniki, 2014). El análisis de Barrientos (2003) también indica que las pensiones sociales reducen la probabilidad de caer en la pobreza en un 12,5 %. Leibbrandt et al. (2010) estiman que, en general, las principales subvenciones gubernamentales de Sudáfrica (es decir, el plan estatal de pensiones de vejez, la prestación por discapacidad, la subvención de asistencia infantil y la prestación para cuidadores de acogida) redujeron la pobreza en un 6 % en 2008.

Las subvenciones relativas a los precios de los alimentos específicas o generales también son una forma de transferencias incondicionales. El Sistema público de distribución selectiva de la India es un ejemplo de subvención relacionada con los precios de los alimentos que abarcó a cerca del 45 % de la población en 2010-11 (Himanshu y Sen, 2013) y se esperaba que incluyera a aproximadamente dos tercios de la misma (el 75 % de la población rural y la mitad de la población urbana) a partir de 201310. El Sistema público de distribución selectiva proporciona cereales a los gobiernos estatales de conformidad con un sistema de selección que cuenta con tres precios de venta al por menor: el precio Antyodaya (la subvención mayor), destinado a los hogares extremadamente pobres; el precio BPL (por debajo del umbral de la pobreza), destinado a los hogares clasificados como pobres; y el precio APL (por encima del umbral de la pobreza), destinado a todos los hogares restantes con cupones para alimentos. El tercer precio conlleva una subvención mucho menor. El Sistema público de distribución selectiva ha tenido una gran repercusión en la reducción de la pobreza, pues el número de personas pobres en 2009-10 habría sido un 4,6 % superior en ausencia de este sistema y de la comida escolar de mediodía (Himanshu y Sen, 2013)11. Drèze y Khera (2013) constataron resultados similares e informaron de que en 2009-10 el Sistema público de distribución selectiva redujo la pobreza rural a nivel nacional en aproximadamente un 11 % y la brecha de la pobreza en un 18 %. Los efectos obtenidos en los estados con un buen funcionamiento del sistema han sido especialmente importantes, mientras que los observados en varios estados con un funcionamiento deficiente han sido escasos.

Del mismo modo, algunos programas de obras públicas han reducido de forma eficaz la pobreza en determinados contextos. En Liberia, el proyecto Cash for Work Temporary Employment Project (Proyecto de Empleo Temporal de Dinero por Trabajo) se puso en marcha como respuesta a las crisis de los precios de los alimentos de 2007-08. Para 2010, el proyecto creó empleo temporal para 17 000 hogares vulnerables y proporcionó servicios públicos a las comunidades del país, entre ellos, la rehabilitación de tierras agrícolas públicas en zonas rurales y otros trabajos en zonas urbanas y rurales. Andrews et al. (2011) mostraron que el proyecto disminuyó el número de participantes que vivían en la pobreza en un 5 % y redujo la brecha de la pobreza de los participantes en el programa en un 21 %.

La India es el país donde se creó la Ley Nacional de Garantía del Empleo Rural Mahatma Gandhi, el mayor programa mundial de empleo público para luchar contra la pobreza (véase también el Recuadro 7). La experiencia positiva con el Plan de garantía del empleo rural de Maharashtra en la década de 1970 respaldó la introducción de la Ley Nacional de Garantía del Empleo Rural Mahatma Gandhi. Este plan, que se introdujo tras una grave sequía, tuvo grandes repercusiones en la mitigación de la pobreza y, al mismo tiempo, mejoró la infraestructura de riego y la red de carreteras rurales de este estado (Subbarao et al., 2013). Existen estudios independientes que muestran que, a pesar de las deficiencias, el programa de la Ley Nacional de Garantía del Empleo Rural Mahatma Gandhi contribuye a reducir la pobreza y a aumentar la inclusión social, pero los datos disponibles también indican que su rendimiento varía de forma significativa en función de los estados (PNUD, 2013). Por ejemplo, Dutta et al. (2014) constataron que en Bihar este programa podría reducir la pobreza en el estado en un 14 %, pero su repercusión real se aproximaba a un 1 %. Por lo que llegaron a la conclusión de que la mayor parte de esta diferencia se debía a que el programa no podía proporcionar el empleo “garantizado” que prometía.

El Programa de Red de Protección Productiva de Etiopía (PSNP), por ejemplo, es un programa de obras públicas que también incluye transferencias de efectivo para hogares pobres con dificultades en el mercado de trabajo. Se considera que este programa, que alcanza a unos 7,5 millones de personas y es el mayor programa de protección del África subsahariana, ha reducido la tasa de pobreza nacional en un 2 %. El diseño y la ejecución del programa también ayuda a los hogares a afrontar mejor el hambre estacional, un problema constante en numerosos países (véase el Recuadro 8). Berhane et al. (2014) calculan que el programa ha ayudado a reducir en un tercio el hambre estacional entre los beneficiarios.

No obstante, los programas de obras públicas también pueden imponer pesadas cargas en los participantes en términos de costos directos y de oportunidad. Por ejemplo, el empleo en obras públicas puede sustituir a otras actividades laborales, reduciendo así la repercusión neta en los ingresos de los beneficios procedentes de las actividades en las que, de otro modo, habrían participado las personas. Cuando las oportunidades de empleo asalariado son mínimas y las actividades agrícolas son en gran medida estacionales, es probable que este tipo de sustitución sea relativamente escasa. Se espera que el bajo salario ofrecido dé lugar a una autoselección de los hogares más afectados por la inseguridad alimentaria, pero esto no siempre es así. Por ejemplo, en las zonas rurales de Etiopía, los hogares con ingresos más elevados tenían más probabilidades de participar en los planes de alimentos por trabajo debido a que contaban con excedentes de mano de obra, mientras que los hogares más pobres tenían dificultades en el mercado de trabajo y, por tanto, no se podían permitir participar en ellos (Barrett y Clay, 2003).
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En conclusión, muchos datos testimonian que numerosos programas de asistencia social reducen la pobreza, al menos a corto plazo. La realización de un seguimiento y una evaluación del impacto puede ayudar a crear una base firme para ampliar y mejorar los programas. La experiencia del Brasil muestra el valor que tiene la capacidad de ampliar programas en respuesta a crisis adversas. El diseño de los programas también es un factor importante. A la hora de diseñar programas de obras públicas, se debe tener cuidado para no sustituir otras oportunidades económicas, y también se deben tener en cuenta los costos de oportunidad de los hogares. La experiencia con el Sistema público de distribución selectiva de la India muestra que la ejecución de los programas reviste una importancia esencial. Los comités locales han desempeñado una labor significativa en la ejecución de los programas llevados a cabo en el África subsahariana; por tanto, crear capacidad a este nivel mejorará los resultados de los programas (Barca et al., 2015).

Por último, aunque no todos los programas pueden reducir realmente la pobreza, sí que pueden ser importantes para evitar que las personas caigan en ella. De hecho, tal como señalan Fiszbein, Kanbur y Yemtsov (2014), los programas de protección social no suelen estar diseñados para las personas que ya son pobres, sino más bien para proteger a las que no lo son de caer en ella o para ayudar a la población vulnerable a mejorar su resiliencia.



La protección social y la seguridad alimentaria

La inseguridad alimentaria está estrechamente relacionada con la pobreza. Por tanto, no resulta sorprendente que muchos programas de asistencia social hayan tenido una repercusión positiva en la seguridad alimentaria al aumentar el acceso a alimentos más variados y de mayor calidad. Los mismos programas también han mejorado la seguridad alimentaria mediante incrementos de la producción doméstica.

Hidrobo, Hoddinott, Kumar y Olivier (2014a) presentan el examen de estudios más reciente y exhaustivo en el que se evalúa la repercusión de la asistencia social en la seguridad alimentaria de los hogares12. En su metaanálisis, que abarca 48 estudios de 39 programas de protección social, observaron una repercusión media de los programas (en relación con el nivel de referencia) del 13 % en el aporte calórico y del 17 % en el consumo de alimentos o el gasto en ellos. Asimismo, también encontraron datos de que algunos programas mejoraron la diversidad alimentaria, especialmente en lo que respecta al consumo de productos de origen animal. A continuación se presenta información más detallada de los programas seleccionados.

Entre noviembre de 1997 y noviembre de 1999, PROGRESA (actualmente Prospera), un programa de transferencia condicional de efectivo llevado a cabo en México, elevó un 13 % el gasto alimentario medio de los hogares beneficiarios. Este aumento se debió en gran medida al incremento del gasto en fruta, hortalizas, carne y productos de origen animal. Para noviembre de 1999, el aporte calórico medio había aumentado alrededor de un 11 % (Hoddinott, Skoufias y Washburn, 2000). Con respecto al mismo programa, Angelucci y Attanasio (2009) observaron que el consumo (por equivalente adulto) en zonas rurales había aumentado un 8 %, un 14 % y un 17 % unos 6, 12 y 18 meses, respectivamente, tras el inicio del programa. También en relación con el mismo programa, Angelucci y De Giorgi (2009) observaron que las transferencias realizadas a los hogares que cumplían los requisitos incrementaron indirectamente en cerca de un 20 % el consumo de los hogares que no los cumplían y que vivían en las mismas aldeas.

En el Paraguay, los hogares beneficiarios del programa de transferencia condicional de efectivo Tekoporã, alcanzaron niveles de consumo per cápita entre un 9 % y un 15 % superiores a los del grupo de referencia (Soares, Ribas y Hirata, 2008). Con respecto a un programa llevado a cabo en el Ecuador, Hidrobo, Hoddinott, Peterman et al. (2014) notificaron un aumento de los valores correspondientes al consumo de alimentos per capita, el aporte calórico per capita y la diversidad alimentaria, independientemente de si se trataba de un programa de transferencia de efectivo, cupones o alimentos. No encontraron diferencias en los porcentajes de las transferencias empleadas en el consumo de alimentos o de otros productos no alimentarios, pero sí observaron que las transferencias de alimentos tenían una repercusión mayor en el aporte calórico, mientras que los cupones influían más en la mejora de la diversidad alimentaria. En el caso de las transferencias de alimentos, el aumento del consumo de alimentos se debió en gran medida a los productos alimenticios incluidos en las transferencias de alimentos —que, si eran suficientemente variados, podían incrementar la diversidad alimentaria—, mientras que en el caso de los cupones, el aumento del consumo de alimentos obedeció a una variedad más amplia de productos alimenticios, entre ellos, las hortalizas, los huevos y la leche y los productos lácteos.

Los programas incondicionales también tienen efectos positivos en el consumo de alimentos. En Bangladesh, Ahmed, Quisumbing et al. (2009) compararon tres programas de transferencia incondicional diferentes destinados a la población en situación de miseria extrema (su comparación también incluía un programa de obras públicas, el Programa de Mantenimiento Rural [RMP], que se describe más adelante). Dos son componentes del programa Vulnerable Group Development Programme (Programa de Mejora de la Situación de los Grupos Vulnerables): el programa Income Generating Vulnerable Group Development (Programa de Generación de Ingresos para el Desarrollo de los Grupos Vulnerables [IGVGD]) y el programa Food Security Vulnerable Group Development (Programa de Seguridad Alimentaria para el Desarrollo de los Grupos Vulnerables [FSVGD]). Ambos se centran en las mujeres pobres, el primero proporciona una ración de comida durante 24 meses y el segundo ofrece alimentos y efectivo; el programa Alimentos para la Creación de Activos (FFA) del Plan Integral de Seguridad Alimentaria distribuyó una combinación de alimentos y efectivo como pago del salario de los trabajadores (al menos el 70 % de los cuales debían ser mujeres) que participaron en programas de obras públicas que requerían mucha mano de obra. Constataron que la participación en los tres programas incrementó de forma notable los gastos en el consumo de alimentos, lo que se tradujo en aumentos estadísticamente significativos del aporte calórico de 164, 247 y 194 kilocalorías por persona al día en los participantes de los programas IGVGD, FSVGD y el FFA, respectivamente.

Los programas incondicionales del África subsahariana también han mostrado resultados positivos. Los subsidios infantiles de los programas de transferencia de efectivo de Zambia y Malawi elevaron de forma significativa el nivel de consumo medio de los hogares beneficiarios y mejoraron la diversidad alimentaria (American Institutes for Research, 2013; Boone et al., 2013). En el caso de Kenya, Asfaw et al. (2014) observaron que la repercusión, tras dos años, del Programa CT-OVC, en el marco del cual se transfería una cantidad fija, varió en función del tamaño del hogar. Aunque el programa no repercutió en el gasto de los hogares de mayor tamaño en la mayor parte de las categorías de consumo de alimentos, sí que tuvo efectos considerables, positivos y significativos en el consumo de productos lácteos, huevos, carne, pescado y fruta de los hogares con menos miembros y de los hogares encabezados por mujeres, en parte debido al aumento de la producción propia. Romeo et al. (2015) constataron que tras cuatro años, y la erosión del valor de la transferencia debido a la inflación, el programa CT-OVC dejó de tener una repercusión significativa en el consumo de alimentos. No obstante, se mantuvo el cambio de comportamiento asociado al consumo de alimentos más variados y de mejor calidad.

Los programas de pensiones también contribuyen a la seguridad alimentaria. En el Estado Plurinacional de Bolivia, por ejemplo, Martínez (2004) observó que la pensión social (no contributiva) proporcionada por el programa BONOSOL (Bono Solidario) se destinaba casi por completo al incremento del consumo de alimentos, que aumentó un 6,3 %. La mayor parte de este aumento, que se logró en parte gracias a una mayor producción doméstica, se registró en la carne, los productos de origen animal, las hortalizas y la fruta.

También se ha observado que los programas de obras públicas resultan eficaces a la hora de reducir el hambre. Gilligan y Hoddinott (2007) estudiaron el plan de generación de empleo y el programa Gratuitous Food (Distribución de Alimentos Gratuitos) en Etiopía y constataron que los beneficiarios pudieron incrementar su consumo de alimentos en los 18 meses posteriores a la sequía de 2002. En la India, Deininger y Liu (2013) observaron que los participantes en el Plan de Empleo Rural Nacional puesto en marcha en Andhra Pradesh aumentó significativamente el aporte proteico y energético a corto plazo, mientras que Ahmed, Quisumbing et al. (2009) constataron que el RMP en Bangladesh, que estaba orientado a mujeres y proporcionaba salarios en efectivo a cambio de realizar el mantenimiento de las carreteras rurales, dio lugar a un aumento notable del gasto en alimentos y a un incremento estadísticamente significativo del aporte calórico medio de 271 kilocalorías por persona al día.

La forma más extendida de protección social es la alimentación escolar (véase también el Capítulo 1, Recuadro 3). Existen datos de que numerosos programas de alimentación escolar aumentan el consumo de alimentos de los niños en edad escolar. Un programa de meriendas escolares llevado a cabo en Filipinas incrementó el consumo de calorías de niños de primaria en alrededor de 300 kilocalorías por niño al día (Jacoby, 2002), sin que los padres redujeran la cantidad de alimentos que daban a los niños en casa. Este resultado también se desprende de los datos de otros países como, por ejemplo, Bangladesh (Ahmed, 2004) y Burkina Faso (Kazianga, de Walque y Alderman, 2014).

Muchos programas de asistencia social, independientemente del tipo, tienen repercusiones considerables en la seguridad y diversidad alimentarias, especialmente en el consumo de productos de origen animal13. Sin embargo, algunos programas parecen no surtir estos efectos. La falta de repercusiones del Programa de Subsidios a la Infancia de Lesotho (CGP), que proporcionaba una transferencia de efectivo cada tres meses, se atribuyó al largo período entre pagos, que se agravó debido a las dificultades para realizar pagos regulares. Esto afectó negativamente a la capacidad de los hogares para regularizar el consumo durante el período entre pagos. En el trabajo de campo cualitativo se muestra que las mejoras en el consumo de alimentos y la diversidad alimentaria se concentraron principalmente en las fechas de pago, lo que dificultó que los aumentos del consumo se reflejaran en el ensayo aleatorio de control (Pellerano et al., 2014). Sin embargo, la evaluación del impacto detectó una mejora significativa en los indicadores de la seguridad alimentaria notificados (Pellerano et al., 2014). Del mismo modo, en Ghana, los pagos irregulares del programa Mejora de los Medios de Subsistencia para Luchar contra la Pobreza (LEAP), que llegó a más de 71 000 hogares pobres, dificultaron la regularización del consumo (Handa et al., 2013).



La protección social que tiene en cuenta las cuestiones de género es esencial para la seguridad alimentaria

La repercusión de la protección social en la seguridad alimentaria y la reducción de la pobreza puede intensificarse si se centra la atención en el papel de las mujeres a la hora de orientar y diseñar los programas. Las desigualdades de género en la toma de decisiones y el control sobre los ingresos del hogar es un fenómeno persistente en numerosos países, sin embargo, los datos relativos a África, Asia y América Latina muestran sistemáticamente que las familias salen beneficiadas cuando las mujeres tienen mejor posición y más influencia en el hogar. Por ejemplo, algunos estudios han constatado que cuando las mujeres tienen más influencia en las decisiones financieras, las familias destinan una parte mayor de sus ingresos a la alimentación, la salud, la educación, la vestimenta de los niños y la nutrición infantil (van den Bold, Quisumbing y Gillespie, 2013; Holmes y Jones, 2013).

En numerosos países, la mayoría de los beneficiarios de programas de transferencia de efectivo son mujeres pobres y vulnerables. Muchos programas se centran desproporcionadamente en los hogares encabezados por mujeres porque están representados en exceso en las poblaciones de hogares extremadamente pobres y con mano de obra limitada. Asimismo, la gran mayoría de los programas están destinados a mujeres de hogares encabezados por hombres como beneficiarias directas14. Como resultado de ello, a menudo se afirma que estos programas tienen un efecto de empoderamiento en las mujeres basándose en el supuesto de que, como receptoras principales de las transferencias, las mujeres obtienen un mayor control de los recursos financieros. Sin embargo, los datos disponibles sobre los resultados de empoderamiento no son en absoluto concluyentes (de la O Campos, 2015). Esto se debe, en parte, a que los resultados no solo están determinados por la función que desempeñan las mujeres en el hogar y la sociedad, sino también por las desigualdades de género existentes en los conocimientos, las competencias, la influencia y la propiedad y el control sobre los recursos.

En Kenya, por ejemplo, las mujeres que reciben transferencias de efectivo invierten primero en la nutrición y educación de sus hijos y solo después en actividades productivas (OPM, 2013b). En Etiopía se obtuvieron resultados similares, pues los hogares encabezados por mujeres y hombres beneficiarios del PSNP mostraron patrones de gastos notablemente diferentes tras las transferencias. Los hogares encabezados por mujeres otorgaban prioridad a la educación, ya que pagaban las matrículas escolares y mantenían a sus hijos en la escuela el máximo tiempo posible, mientras que los hogares encabezados por hombres tendían a invertir en ampliar las actividades agrícolas y acumular activos físicos (Slater et al., 2006). Los hombres suelen tener más acceso a los activos productivos que las mujeres, lo que probablemente explique por qué invierten más en ellos.

Aunque orientar los programas a las mujeres puede aumentar el gasto en ámbitos que están bajo su control, en la mayoría de los casos no cambia los patrones de gasto generales del hogar, que suelen permanecer muy determinados por el género y depender en gran medida de las costumbres y las circunstancias culturales e históricas. Aunque esto puede deberse, en parte, a preferencias individuales —las mujeres prefieren invertir en el consumo a corto plazo de sus hijos y los hombres, en actividades a largo plazo— los patrones de gasto no solo reflejan las normas sociales predominantes, sino también la situación de los derechos de propiedad y el acceso a los recursos, ámbitos en los que las mujeres se encuentran a menudo en situación de desventaja (Doss, 2011). En las zonas donde las mujeres poseen derechos jurídicos limitados sobre la tierra y otros activos, la priorización del consumo frente a la inversión puede ser la mejor opción que tengan (Holmes et al., 2014).

Los datos sugieren que las normas patriarcales relativas al género que imperan siguen limitando la toma de decisiones financieras por parte de las mujeres, incluso cuando se ha intentado tener en cuenta este aspecto en el diseño de los programas. En la India, por ejemplo, el programa de la Ley Nacional de Garantía del Empleo Rural Mahatma Gandhi incluye una disposición destinada a evitar que se paguen los ingresos de las mujeres de la familia a los hombres que encabezan el hogar. A pesar de ello, Reddy et al. (2011) observaron que, a menudo, las mujeres no podían decidir cómo se invertía el dinero, aunque hubieran cobrado sus propios salarios. En Bihar, por ejemplo, el 50 % de los hombres controlaban los ingresos de sus mujeres derivados de este programa. No obstante, las repercusiones varían según el contexto. En el Brasil, las receptoras son, por ley, las encargadas de gestionar el efectivo transferido y esto ha tenido efectos positivos significativos sobre el poder de negociación de las mujeres (de Brauw et al., 2014).

El Programa de Red de Protección contra el Hambre (HSNP) y el Programa CT-OVC de Kenya, el Programa Armonizado de Transferencias Sociales de Efectivo de Zimbabwe (HSCT) y el LEAP de Ghana han experimentado problemas similares, posiblemente debido a que no designan a las mujeres receptoras “oficiales” del dinero o no han introducido otras medidas (por ejemplo, cuentas bancarias individuales o sensibilización respecto al género) para ayudar a las mujeres a controlar el dinero. El objetivo de estos programas no consiste en modificar las relaciones de género (OPM, 2013b; Jennings et al., 2013).

Los resultados de empoderamiento derivados de las medidas de protección social se ven influidos por los objetivos de los programas (por ejemplo, empoderar a las mujeres) y el diseño de estos (por ejemplo, cuando las mujeres son receptoras de las transferencias o cuando el programa comprende la sensibilización de los cónyuges con respecto a las cuestiones de género), así como por el grado de poder de decisión de las mujeres antes del inicio del programa. El nivel educativo de la mujer es fundamental, ya que constituye el grado en que se equipara o supera a su marido en términos educativos (de Brauw et al., 2014). El desarrollo de las competencias de las mujeres y la posibilitación del acceso de estas a los recursos y el empleo requiere una mayor atención. Asimismo, los programas de protección social deben mantenerse durante suficiente tiempo a fin de garantizar repercusiones sostenibles relacionadas con el empoderamiento económico de las mujeres (de la O Campos, 2015).

Al diseñar programas de protección social también se debe tener en cuenta la función especial que desempeñan las mujeres en la seguridad alimentaria del hogar en gran parte del mundo. Tradicionalmente, las mujeres son responsables de la alimentación y el cuidado de los hijos y de otros miembros de la familia. Asimismo, suelen encargarse de recolectar leña, combustible y agua. Al mismo tiempo, son productoras o contribuyen como mano de obra en la explotación agrícola familiar, o también participan en el mercado de mano de obra. Estas responsabilidades diferentes imponen generalmente una pesada carga en el tiempo de las mujeres, y a menudo implican establecer un equilibrio en la asignación del tiempo, entre otras cosas, para el cuidado de los hijos. Los primeros programas de obras públicas recibieron numerosas críticas por aumentar las cargas de las mujeres, pero los programas más recientes se han diseñado para fomentar la inclusión de estas.

Por ejemplo, el programa de la Ley Nacional de Garantía del Empleo Rural Mahatma Gandhi de la India fue diseñado para incluir una disposición relacionada con la prestación de servicios de guardería en centros de trabajo rurales si más de cinco niños menores de seis años acompañaban a sus madres trabajadoras; esto sugiere también que se debería contratar a una mujer para cuidar de los niños. De forma similar, en Etiopía, el PSNP fue diseñado para tener en cuenta las limitaciones de tiempo relacionadas con el trabajo de las mujeres (Berhane et al., 2013). En teoría, se permite que las mujeres trabajen menos horas al día y que lleguen más tarde o salgan más temprano si necesitan cuidar de sus hijos en casa. Además, el programa establece la creación de guarderías en centros de trabajo públicos y permite que las mujeres embarazadas y lactantes reciban apoyo directo sin necesidad de trabajar.

Lamentablemente, el cuidado invertido en el diseño de los programas no siempre ha garantizado una ejecución igual de atenta. Por tanto, los programas no han tenido demasiado éxito a la hora de superar las limitaciones de tiempo de las mujeres. En la India, por ejemplo, existe un conocimiento limitado de la disposición de la Ley Nacional de Garantía del Empleo Rural Mahatma Gandhi relativa a la prestación de servicios de guardería y, según varias fuentes, el suministro real de estos servicios en los centros de trabajo es muy poco frecuente (Holmes et al., 2014). Una encuesta realizada en cuatro estados del norte de la India (Pankaj y Tankha, 2010) mostró que solo el 28 % de las mujeres con hijos menores de cinco años los llevaba consigo al centro de trabajo, mientras que el 62 % los dejaba en casa con hermanos mayores u otros familiares y el 10 % los dejaba sin un cuidado apropiado. En muchos casos, esta situación se debía al desconocimiento de la disposición relativa a las guarderías por parte de los encuestados. Sin embargo, también es posible que las mujeres prefirieran dejar a sus hijos con familiares o vecinos de su comunidad en lugar de con extraños en centros de trabajo públicos. Esto también se observó en otros programas de obras públicas, lo que destaca la necesidad de proporcionar guarderías en la comunidad cuando se introduce el empleo asalariado de esta forma.

El PSNP de Etiopía también se ha esforzado por aplicar un diseño que tenga en cuenta las cuestiones de género. Los oficiales de obras públicas en ocho de diez woredas (distritos) informaron de que no se habían tomado medidas para permitir la participación de las mujeres (Berhane et al., 2013). Las guarderías solo se introdujeron satisfactoriamente en tres regiones: Amhara, Tigray y la Región de las Naciones, Nacionalidades y Pueblos del Sur. Los problemas relacionados con la aplicación se han atribuido a varios factores, entre ellos, la falta de fondos, la falta de sensibilización (o la reducción de la prioridad) por parte de los encargados de aplicar la disposición del programa relativa a las guarderías y la limitada demanda de las mujeres participantes, algunas de las cuales podrían no confiar en dejar a sus hijos con extraños (Holmes y Jones, 2013).

Existe margen de mejora y el seguimiento y la evaluación tienen por objeto facilitar esta tarea. Por ejemplo, el consenso al que se ha llegado recientemente es que para ampliar al máximo las repercusiones de los programas, es fundamental considerar, complementar y fortalecer las distintas vías de apoyo que abordan las múltiples limitaciones y desventajas a las que se enfrentan las mujeres, especialmente en las zonas rurales. Existen numerosos caminos para llevar a cabo esta tarea, desde garantizar que las mejoras de la infraestructura satisfagan las necesidades de las mujeres y abordar la brecha de género en el acceso a la educación, los servicios financieros y los recursos productivos, hasta mejorar el acceso a servicios sociales pertinentes, en particular, el cuidado maternoinfantil en las fases prenatal y postnatal.

El programa Challenging the Frontiers of Poverty Reduction – Targeting the Ultra Poor (Desafiar los límites de la reducción de la pobreza: dirigir la atención a la población en situación de miseria extrema [CFPR-TUP]) del Comité de Bangladesh para el Progreso Rural (BRAC)15 se basa en un mejor conocimiento de las dimensiones de la pobreza y la vulnerabilidad determinadas por el género y pretende abordarlas de forma explícita. El programa, que constituye un ejemplo de buenas prácticas, se centra en los hogares rurales en situación de miseria extrema y proporciona a las mujeres de estos hogares activos productivos, principalmente ganado16. El programa proporciona también beneficios adicionales de forma secuencial. Por ejemplo, el apoyo al consumo en las fases iniciales, entre 12 y 18 meses, se considera clave para el éxito del programa, ya que los activos no generan ingresos inmediatamente (Sabates-Wheeler y Devereux, 2011). También se prestan servicios de ahorro a los hogares, se realizan visitas al hogar y actividades de formación semanales (sobre cómo utilizar los activos, cuestiones de salud e higiene, competencias básicas y alfabetización), así como apoyo y orientación generales (en particular sobre cómo reaccionar ante la violencia de género, el matrimonio a edad temprana y las presiones sobre la dote). Los hogares también reciben apoyo relacionado con la atención sanitaria y asistencia en la integración social. De este programa se pueden extraer enseñanzas relativas no solo a la programación de la protección social sensible a las cuestiones de género, sino también, con carácter más general, sobre la misión de los programas de lograr que los hogares salgan de la pobreza de forma sostenible. Volveremos a estas enseñanzas en los capítulos 4 y 5.



Mensajes clave


	Los programas de protección social, independientemente del tipo de programa, pueden reducir de forma eficaz la pobreza, en especial la gravedad de esta.

	Los programas de protección social, independientemente del tipo de programa, pueden reducir de manera eficaz la inseguridad alimentaria. Los programas ayudan a elevar los niveles de consumo y dan como resultado un aumento de la diversidad alimentaria en los hogares.

	Las mujeres son con frecuencia las principales beneficiarias de los programas de protección social y desempeñan una función clave en la seguridad alimentaria y la nutrición de los hogares. Los programas que se centran en las mujeres, toman en consideración las limitaciones de tiempo de estas y mejoran el control que tienen sobre sus ingresos, dan lugar a efectos más pronunciados en la seguridad alimentaria y la nutrición, especialmente en el caso de los niños.




3.La repercusión potencial de la protección social en la inversión y el crecimiento

La asistencia social puede ser un instrumento eficaz para aumentar el nivel de consumo de los pobres y reducir su inseguridad alimentaria, tal como se pone de manifiesto en el capítulo anterior. Aunque la protección social no se limita a compensar la falta de ingresos y de consumo; también facilita las inversiones productivas (Barrientos, 2010) y, por lo tanto, puede aumentar la capacidad para generar ingresos. Dichas inversiones son imprescindibles para la reducción sostenible de la pobreza, ya que quienes tienen los medios para invertir están generalmente en mejores condiciones y más dispuestos a acceder al crédito y a recursos y servicios complementarios para invertir en nuevos bienes y tecnologías de producción y en nuevas relaciones comerciales, así como en educación y atención sanitaria infantiles. En el presente capítulo se explica el motivo de que la protección social sea pertinente para las inversiones productivas de los hogares, y se examinan las numerosas pruebas reunidas sobre la eficacia de la protección social para favorecer las inversiones.



¿Por qué la protección social favorecería la inversión, y de qué modo lo haría?

Existen fundamentos teóricos sólidos para pensar que la protección social tiene efectos productivos en la agricultura17. Muchos de los medios de vida de los hogares pobres siguen estando basados en la agricultura, en multitud de casos en la agricultura de subsistencia. Esto es especialmente cierto en África subsahariana, actualmente y en el futuro previsible. Muchos de estos agricultores viven en lugares donde los mercados (de insumos y productos agrícolas, trabajo y otros bienes y servicios, como el crédito y los seguros) no existen o no funcionan de forma correcta (Tirivayi, Knowles and Davis, 2013). Más aún, la incertidumbre que rodea a las condiciones meteorológicas, en particular en el contexto del cambio climático, y la falta de seguros asequibles constituyen las principales vulnerabilidades de las unidades familiares que dependen de medios de subsistencia agrícolas. En circunstancias, por ejemplo, de ineficacia del mercado o entornos de riesgo y cuando los hogares se procuran en gran medida sus propios medios de vida, las actuaciones encaminadas a incidir en el consumo de las unidades familiares también influirán en las decisiones de producción doméstica y viceversa (dichas decisiones no pueden disociarse). Esto se puede ver con claridad a la hora de optar entre cultivos comerciales de alto riesgo que generen grandes beneficios y cultivos de subsistencia de bajo riesgo y baja rentabilidad para hacer frente a la inseguridad alimentaria, o en la necesidad de tener que elegir entre invertir en alimentos nutritivos, educación infantil o ganado.

Sin acceso a los mercados crediticios y con escasos mecanismos alternativos para afrontar riesgos, las perspectivas de los hogares agrícolas disminuyen cuando su supervivencia misma se ve amenazada. Como consecuencia, adoptan a menudo estrategias para generar ingresos, agrícolas y de otra índole, de escaso riesgo y escasa rentabilidad, y pueden vender más mano de obra fuera de las explotaciones en mercados de personal eventual a fin de conseguir liquidez o ingresos más estables (Dercon, 2002). Por motivos similares puede suceder que los hogares inviertan menos de lo necesario en la educación y la salud de sus hijos o que adopten estrategias negativas de reducción de los riesgos como las ventas de activos en condiciones desfavorables, la disminución de la cantidad y calidad del consumo de alimentos, la desescolarización de los hijos o incluso la mendicidad.

En este sentido, la protección social puede influir en las decisiones de inversión a través de tres vías: la gestión de los riesgos; la relajación de las restricciones crediticias, de liquidez y de ahorro; y los beneficios indirectos para la comunidad y la economía local (Alderman y Yemtsov, 2014; Tirivayi, Knowles y Davis, 2013).

En primer lugar, la protección social puede ayudar a los hogares a afrontar riesgos. La provisión de instrumentos de protección social a intervalos regulares y previsibles puede incrementar la certidumbre y la estabilidad de los hogares agrícolas, sustituyendo así parcialmente los seguros y proporcionando una fuente esencial de liquidez. Los hogares rurales pobres gestionan de forma activa los riesgos con los medios que tienen a su alcance, como el apoyo mutuo y los mecanismos informales de reparto del riesgo así como convirtiéndose en sus propios aseguradores (véase el Recuadro 9). Sin embargo, las amplias investigaciones realizadas indican que estas estrategias de gestión del riesgo solamente ofrecen cobertura parcial a las personas pobres, ya que normalmente no brindan protección suficiente frente a las contracciones económicas, las perturbaciones climáticas y las crisis de salud graves (Dercon, 2011). Los instrumentos de protección social estables y previsibles incrementan la certidumbre y la estabilidad y alientan a los hogares a invertir y a aprovechar oportunidades económicas que, de lo contrario, considerarían demasiado arriesgadas. La protección social también puede reducir la dependencia de malas estrategias para afrontar riesgos ante situaciones de crisis.
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En segundo lugar, los programas de protección social que proporcionan efectivo pueden favorecer el ahorro en los hogares y aliviar las restricciones crediticias y de liquidez, y si los pagos son regulares y previsibles, mejorar el acceso al crédito sirviendo de garantía (Barrientos, 2012). Estas restricciones constituyen factores clave para que los hogares agrícolas pobres no utilicen como se espera los tipos y las cantidades de insumos. Los hogares pobres, en especial las mujeres, tienen a menudo dificultades para conseguir dinero prestado debido a la falta de garantías o al costo relativamente elevado de los préstamos pequeños. La relajación de estas restricciones permite que los hogares utilicen los activos que tienen a su disposición con mayor eficacia.

En tercer lugar, los efectos de los programas de protección social también se sienten en las comunidades y en la economía local donde estos se ejecutan. La protección social permite a los hogares reanudar o intensificar su participación en redes sociales informales para el reparto de riesgos o el intercambio mutuo; pese a su eficacia limitada, la protección social sirve a menudo como recurso inicial de ayuda ante crisis. Las intervenciones de protección social también pueden influir en el comportamiento de los hogares que no sean beneficiarios alentando, por ejemplo, entre ellos una asistencia escolar más constante y chequeos médicos más frecuentes (Fiszbein et al., 2009). Los programas de obras públicas bien dirigidos pueden proporcionar importantes infraestructuras púbicas y activos que faciliten las inversiones y la actividad económica de los hogares (Alderman y Yemtsov, 2014).

Más aún, el aumento de los ingresos de los hogares beneficiarios puede tener efectos multiplicadores en la economía local. Los ingresos adicionales disponibles se gastan en bienes como, por ejemplo, productos pecuarios y bienes y servicios agrícolas y domésticos sencillos, que puedan producirse y suministrarse a nivel local, a menudo por hogares no beneficiarios. Muchos de estos bienes solo se comercian en un área reducida, bien por ser perecederos o debido a los gastos de transporte. Cuando los programas de protección social generan ingresos adicionales que a su vez generan demanda de bienes y servicios producidos a nivel local, contribuyen a un círculo virtuoso en el que el crecimiento de los ingresos agrícolas y el crecimiento de los ingresos rurales no agrícolas se refuerzan mutuamente. El nivel de repercusión dependerá de la disponibilidad de recursos locales, como la mano de obra, que puedan proveer los bienes y servicios necesarios para satisfacer la demanda adicional sin que se produzca un aumento significativo de los precios.

La protección social puede tener un amplio espectro de efectos relacionados con las actividades generadoras de ingresos de las unidades familiares. Estos efectos van desde la mejora de los recursos humanos, un mayor nivel de ahorro y de acceso al crédito, el aumento de las inversiones y de la producción agrícolas y no agrícolas, mayor flexibilidad a la hora de asignar tareas domésticas, el fortalecimiento de las redes sociales y los multiplicadores de los ingresos en la economía local. Las medidas de protección social pueden contribuir a que las unidades familiares mantengan sus niveles de consumo y conserven sus activos cuando se enfrenten a crisis, reduzcan la adopción de malas estrategias para afrontar riesgos y puedan asumir estrategias de subsistencia más arriesgadas pero más rentables. Más aún, en conjunto, estos posibles efectos reducen la vulnerabilidad y refuerzan la resiliencia de los hogares (véase el Recuadro 10). A continuación, se demuestran los efectos que la asistencia social puede tener en las inversiones de los hogares, la oferta de mano de obra y la elección de actividades económicas.



La protección social puede favorecer la inversión en recursos humanos y actividades productivas

El recurso más importante del que los hogares pobres disponen es su propio trabajo; por tanto, nos referiremos en primer lugar a las pruebas que demuestran cómo la protección social repercute en la calidad de la mano de obra, según se refleja en la mejora de los resultados nutricionales, educativos y sanitarios. En las secciones posteriores se examinan los indicios que vinculan la protección social con la inversión en los activos y recursos agrícolas de las familias, los ahorros y la actividad empresarial, antes de pasar a las repercusiones más amplias de la protección social en las comunidades y la economía.

La mejora de los recursos humanos: nutrición, educación y salud

Las pruebas empíricas que se presentan en el Capítulo 2 ponen de manifiesto que los programas de asistencia social, independientemente del tipo que sean, suelen tener una repercusión considerable en la seguridad y la diversidad alimentarias, sobre todo en lo que respecta al consumo de productos de origen animal. Pero, ¿en qué medida mejoran los programas de protección social los distintos aspectos de los recursos humanos, como la salud, la educación y la nutrición?

Los exámenes realizados por Manley, Gitter y Slavchevska (2013) así como Ruel y Alderman (2013) determinaron que las transferencias de efectivo condicionales e incondicionales repercuten a menudo de forma favorable en los niveles de consumo y en la diversidad, aunque en general influyen poco en los resultados nutricionales. Estos autores sostienen que es más probable que los programas de protección social tengan efectos en la nutrición cuando van dirigidos a las personas más pobres y vulnerables y vienen acompañados de otras actuaciones encaminadas a la salud, la higiene y la educación materna. Constataron que las transferencias de efectivo incondicionales también pueden resultar eficaces y que las condiciones parecen mucho menos relevantes que otras cuestiones, como la edad y el sexo de los niños que forman parte del hogar y el acceso a asistencia médica. Por último, el incremento de la calidad de los servicios prestados, además de una selección más precisa de los beneficiarios, mejoraría los resultados nutricionales de los programas de transferencias de efectivo.
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Un ejemplo de intervención en materia de protección social que ha repercutido realmente en la nutrición es el programa mexicano PROGRESA/Oportunidades/Prospera, el cual prevé transferencias periódicas de efectivo y suplementos nutritivos18 a condición de acudir al dispensario de salud, participar en intervenciones relacionadas con la nutrición y asistir a la escuela. Los efectos positivos del programa en la nutrición se reflejan en la mejora del desarrollo físico, cognitivo y lingüístico de los niños (Fernald, Gertler y Neufeld, 2008). Más concretamente, ha aumentado el crecimiento medio de los niños de edades comprendidas entre los 12 y los 36 meses y han disminuido las probabilidades de retraso del crecimiento. Según una estimación prudente, el aumento del crecimiento infantil asociado al programa PROGRESA/Oportunidades/ Prospera incrementará los ingresos obtenidos a lo largo de toda la trayectoria laboral en un 2,9 %. Es probable que los efectos sean mayores cuando se tenga en cuenta la repercusión de la mejora del estado nutricional en el desarrollo cognitivo, el aumento de la escolarización y la reducción de la edad de alcance de un determinado nivel de escolarización (Behrman y Hoddinott, 2005; Fernald, Gertler y Neufeld, 2008). Los efectos positivos del programa obedecen, en parte, al hecho de que no solo iba dirigido a las mujeres como receptoras de las transferencias de efectivo, sino que también incrementó sus conocimientos y concienciación sobre la salud y la nutrición. En el caso de los niños menores de cinco años que residían en los lugares de ejecución del programa, las citas médicas aumentaron en un 18 %, lo que se tradujo en una reducción de las enfermedades de un 12 %. Asimismo, el aumento y la mayor variedad del consumo de alimentos (véase el Capítulo 2) estuvieron acompañados de varias intervenciones complementarias, como los suplementos nutritivos y la asistencia médica, que también contribuyeron al éxito del programa (Ruel y Alderman, 2013; Skoufias, 2005).

La alimentación escolar es una intervención frecuente que favorece el aprendizaje infantil y que también puede contribuir a mejorar el estado nutricional de los niños desfavorecidos. Por ejemplo, unos ensayos controlados realizados aleatoriamente en China, Jamaica y Kenya dieron como resultado que, durante un período de 19 meses, los niños que comían en la escuela habían ganado 0,39 kg más de media que los que no recibían alimentación complementaria (Kristjansson et al., 2006). También hay indicios que muestran que las comidas escolares ricas en hierro pueden mejorar la nutrición férrica, especialmente de las adolescentes (Ruel y Alderman, 2013). Según Adelman et al. (2008), la prevalencia de anemia leve entre las niñas de entre 10 y 13 años de edad que reciben alimentación escolar en Uganda experimentó un significativo descenso en relación con un grupo de control. La inclusión de determinados tipos de alimentos también ha aumentado la eficacia de los programas de alimentación escolar. Por ejemplo, los niveles de ingesta de vitamina A aumentaron al incorporar boniatos de masa anaranjada bioenriquecidos, ricos en betacaroteno, en un programa de alimentación escolar de Sudáfrica (van Jaarsveld et al., 2005). En un estudio controlado de la alimentación escolar en centros de primaria de Kenya, los niños que recibían complementos de leche o carne junto con las meriendas de media mañana presentaban una ingesta mayor de varios nutrientes, como vitaminas A y B12, calcio, hierro y zinc, así como contenido energético en la dieta (Murphy et al., Neumann et al. 2003). El enriquecimiento del arroz servido en almuerzos escolares en la India dio lugar a una disminución estadísticamente notable de la anemia por carencia de hierro, que bajó del 30 % al 15 % en el grupo objeto de tratamiento, mientras que la anemia se mantuvo prácticamente sin cambios en el grupo de control (Moretti et al., 2006).

Tanto las transferencias de efectivo condicionales como las incondicionales han demostrado que mejoran la matriculación y asistencia escolares, así como los resultados médicos. El programa de transferencias condicionales de efectivo PROGRESA/ Oportunidades/Prospera de México logró que la matriculación de los niños en escuelas secundarias aumentara en seis puntos porcentuales y la de las niñas, en nueve puntos porcentuales. En Bangladesh, un pequeño programa dirigido a los niños residentes en lugares de difícil acceso permitió que la matriculación en escuelas primarias aumentara en nueve puntos. Y en Nicaragua, merced al programa de protección social Red de Protección (en la actualidad suspendido), la matriculación en general aumentó en 13 puntos porcentuales, la matriculación de los niños de los hogares más pobres, en 25 puntos porcentuales y la asistencia regular a la escuela primaria, en 20 puntos porcentuales. Los programas de transferencias condicionales de efectivo también han repercutido favorablemente en la salud. Por ejemplo, en Colombia y el Ecuador los programas de protección social lograron incrementar las consultas infantiles a los centros de salud en un 33 % y un 20 %, respectivamente. En Honduras el número de padres que recurrieron a los servicios sanitarios para sus hijos de corta edad aumentó entre 15 y 21 puntos porcentuales, aunque no se han podido constatar sus efectos en la tasa de morbilidad infantil, como en el Brasil (Adato y Hoddinott, 2007).

Las transferencias de efectivo incondicionales en el África subsahariana han tenido sistemáticamente una fuerte repercusión en la matriculación escolar, especialmente entre los niños y niñas en edad de asistir a la escuela secundaria (de 12 a 17 años), que son quienes encuentran mayores dificultades financieras para su escolarización. Por ejemplo, el programa LEAP en Ghana, el programa CT-OVC de Kenya, el CGP de Lesotho y el modelo de Subsidios Infantiles de Zambia incrementaron la matriculación de los niños en edad de asistir a la escuela secundaria en 7, 8, 6 y 9 puntos porcentuales, respectivamente. Se observaron los mismos efectos en el caso de otros programas de transferencias de efectivo (Handa y de Milliano, 2015). Aunque estos programas son incondicionales, su repercusión alcanza una magnitud similar a la del importante programa PROGRESA/Oportunidades/Prospera de México, en el que las transferencias estaban condicionadas a la asistencia escolar. En el contexto del África subsahariana, los principales factores que potencian los efectos en la población infantil son el importe transferido, siendo especialmente determinante el umbral del 20 % de los ingresos previos a la transferencia, y la intensidad de “mensajes enviados” sobre la finalidad de la misma. Por ejemplo, en el marco de varios programas, como el CT-OVC de Kenya y el CGP de Lesotho, se envía además un fuerte mensaje de que el objetivo de las transferencias es favorecer el bienestar infantil, lo que ha resultado eficaz.

Los programas de transferencias de efectivo incondicionales en el África subsahariana también han influido sistemáticamente, de manera considerable, en la disminución de la morbilidad y han tenido una repercusión positiva, aunque no tan sistemática, en el uso de la asistencia médica. Todos los programas ejecutados en Kenya, Lesotho, Malawi, la República Unida de Tanzanía, Sudáfrica y Zambia lograron disminuir la morbilidad infantil mediante la reducción de la incidencia de la diarrea (en el caso de los niños de corta edad) o de otras enfermedades, desde 15 puntos porcentuales en Lesotho hasta 5 en Sudáfrica y Zambia. Tanto en Ghana como en Kenya los programas provocaron un aumento del uso de la medicina preventiva.

Baird et al. (2013) constataron que los programas que establecían condiciones predeterminadas más estrictas, un seguimiento o penalizaciones por su incumplimiento solían tener mayor repercusión en la matriculación y la asistencia escolares que los programas con pocos o ningún requisito de cumplimiento o énfasis. Ahora bien, dichas características programáticas resultan costosas y difíciles de cumplir. En el África subsahariana no se han efectuado pagos al contado a condición de la matriculación escolar de forma generalizada, debido a la limitación de la oferta y a las dificultades que plantea comprobar que se cumplen las condiciones. Aunque existe la posibilidad de aprovechar las transferencias de efectivo para potenciar los efectos en la escolarización sin imponer condiciones, por ejemplo, prestando servicios complementarios como libros de texto, uniformes o redes de apoyo entre colegas vinculadas a la escolarización, que brindan ayuda adicional a las familias para que inviertan en recursos humanos (Handa y de Milliano, 2015).

El fortalecimiento del papel de la mujer en la mejora de los recursos humanos mediante la protección social

En el Capítulo 2 ya se ha hecho hincapié en la importante función que desempeñan las mujeres en la seguridad alimentaria y la nutrición de los hogares, así como en la educación y la salud de sus hijos, en gran parte del mundo. Los programas de protección social han contribuido de forma importante al fortalecimiento de este papel. Ello se ha hecho implicando a la mujer en la toma de decisiones sobre el diseño, la ejecución y las instancias institucionales de los programas (como los comités comunitarios, por ejemplo, los comités de apelación de los kebele (vecindarios) de Etiopía). Además, los programas también han pretendido reducir las desigualdades de género como parte explícita de sus objetivos, de modo que se han visto obligados a adoptar medidas para aumentar el control y la toma de decisiones por parte de las mujeres sobre los recursos financieros (como es el caso del programa Bolsa Família del Brasil), diseñar métodos eficaces para que las mujeres incrementen sus ingresos (HSNP de Kenya e IGVD de Bangladesh) y constituir colectivos de apoyo a la mujer (BRAC).

Existen ejemplos de iniciativas programáticas de protección social encaminadas a dar más voz a las mujeres mediante su inclusión en la gobernanza de los programas. En el Perú las mujeres están bien representadas en los comités de selección de proyectos del Proyecto de Caminos Rurales (Okola, 2011). En el Pakistán, con el emblemático Programa Benazir de Apoyo a los Ingresos (BISP) (un programa de transferencias de efectivo condicionales) se busca la participación activa de las beneficiarias mediante una experiencia piloto de movilización social (ACT International, 2013). Dicha experiencia tiene por objeto crear comités femeninos a distintos niveles administrativos (aldeas, concejos y tehsil [subdistritos en los que se agrupan varios aldeas y pueblos]), formar a las mujeres para que conozcan sus derechos, permitir a las líderes femeninas participar en reuniones mensuales, colaborar con las oficinas locales del Programa y otros organismos gubernamentales y tomar parte en actividades de seguimiento participativas (Naqvi, 2013). Se han puesto en marcha iniciativas similares en Bangladesh, donde el programa del BRAC CFPR-TUP permite a las beneficiarias participar en reuniones semanales (en las que se desembolsa el subsidio en efectivo) y debatir los problemas relativos a sus pequeñas empresas, la salud y la asistencia social (Holmes et al., 2010).

Sin embargo, el cumplimiento de los objetivos de los programas de protección social relativos a la participación de la mujer sigue suponiendo un reto. Por ejemplo, en la India, el programa correspondiente a la Ley Nacional de Garantía del Empleo Rural Mahatma Gandhi prevé la inclusión de representantes femeninas en los gram sabhas19, los foros de auditoría social y los consejos estatales y centrales. También aconseja que los foros de auditoría social se programen para aumentar al máximo la participación de las mujeres y de las comunidades marginadas (Holmes et al., 2014). Sin embargo, varios estudios confirman el bajo índice de participación de las mujeres en las estructuras de toma de decisiones. Por ejemplo, en Himachal Pradesh y en el Rajastán, Khera y Nayak (2009) determinaron que las mujeres habían declarado no asistir a las reuniones de la aldea por falta de interés o por desconocer cuándo tenían lugar o porque creían que, aunque asistieran y expresaran sus preocupaciones, nadie les prestaría atención. Además de las costumbres culturales que definen las funciones específicas de cada sexo, el bajo índice de alfabetización de las mujeres, especialmente de las castas más marginadas y de las comunidades tribales (castas y tribus registradas), también determinó su falta de participación.

Esto contrasta, en cambio, con los datos obtenidos del Programa Visión 2020 Umurenge de Rwanda (Pavanello, Pozarny y de la O Campos, 2015), los cuales determinaron inesperadamente que el programa de obras públicas promovía la participación de la mujer. Para las mujeres que accedieron a los puestos de trabajo de obras públicas del Programa Visión 2020 Umurenge, estos influían favorablemente en su participación en la vida pública, ya que aumentaban la sensación de seguridad que tenían en sí mismas y de autoestima. Los hombres no beneficiarios a los que se entrevistó manifestaron tener una impresión similar. Pese a estas percepciones y ejemplos, la investigación no reveló indicios de que las mujeres asumieran funciones directivas en la política y la vida pública como resultado de su participación en las obras públicas del Programa Visión 2020 Umurenge.

El PSNP de Etiopía también ha cosechado solamente un éxito limitado en lo que respecta al fomento de la inclusión de la mujer en los foros de toma de decisiones. Promueve activamente la participación de la mujer a todos los niveles y exige que estas representen la mitad de los miembros de los comités de apelación de los kebele así como de otros comités y grupos de acción. Sin embargo, la representación femenina en estas estructuras se mantuvo relativamente baja (Seyoum, 2012). Pese a haber al menos una mujer en el Grupo de acción sobre seguridad alimentaria (principal órgano de planificación de la seguridad alimentaria) de casi todos los kebele estudiados, las mujeres no representaban la mitad de los miembros de los comités. Es importante un diseño apropiado, aunque también lo es una ejecución eficaz.

La protección social puede incrementar el ahorro y el acceso al crédito de los hogares

En las zonas rurales, las personas pobres y vulnerables están a menudo atrapadas en un círculo vicioso en el que deben pedir prestado dinero en la temporada de escasez para adquirir alimentos a precios más elevados que, sin embargo, han de devolver una vez recolectado lo que hayan cosechado, cuando los precios bajan. Ello pone de manifiesto cómo la protección social, favoreciendo una moderación del consumo y relajando las restricciones de liquidez así como ayudando a los hogares a ahorrar, puede reducir la incertidumbre e influir en su gasto y comportamiento a la hora de asumir riesgos. En efecto, los ahorros incrementan considerablemente las inversiones productivas de las personas pobres, especialmente de las mujeres (Dupas y Robinson, 2009).

En Bangladesh, Ahmed, Quisumbing et al. (2009) constataron un aumento destacado de los ahorros de los hogares beneficiarios de los programas IGVGD, FSVGD y FFA, y especialmente del RMP20. Ello se debe, en parte, a que todos estos programas establecen requisitos de ahorro obligatorios, especialmente elevados para los participantes del RMP. Según Evans et al. (2014), en la República Unida de Tanzanía, los beneficiarios del Programa Comunitario de Transferencias de Efectivo Condicionales incrementaron sus ahorros ligeramente. En total, solo el 12 % de los hogares disponía inicialmente de ahorros no bancarios, mientras que la participación en el programa dio lugar a que se incrementaran en tres puntos porcentuales. Asimismo, el modelo de Subsidios Infantiles de Zambia tuvo una repercusión favorable en los ahorros de los hogares beneficiarios (Daidone, Davis, Dewbre, González-Flores et al., 2014). En el Paraguay, Soares, Ribas e Hirata (2008) constataron que los hogares beneficiarios del programa Tekoporã habían ahorrado un 20 % más, siendo el impacto mayor entre los extremadamente pobres. Del mismo modo, según Handa et al. (2013), los beneficiarios del programa LEAP en Ghana tenían un 11 % más de posibilidades de ahorrar dinero que quienes no lo eran.

Gahamanyi, Hartwig y Kettlewell (2014) constataron que menos del 7 % de los beneficiarios del Programa Visión 2020 Umurenge de Rwanda invertía su dinero en otras actividades generadoras de ingresos, si bien un 33 % de las unidades familiares declaró que ahorraba parte de sus transferencias. Este programa ofrecía educación financiera, y se abrieron cuentas de crédito y bancarias para depositar los sueldos percibidos y fomentar el ahorro. Dicha inclusión financiera, en forma de apertura de cuentas de ahorro, influye profundamente en el comportamiento relativo al ahorro (Bynner y Paxton, 2001).

Los hogares de las comunidades rurales pobres ahorran a menudo a través de asociaciones informales, como los iddirs de Etiopía21. Los programas de protección social pueden tener una función importante en el fomento de la participación de los beneficiarios en redes sociales de este tipo, tal como se analiza más adelante en el presente capítulo.

Los indicios disponibles también apuntan a que los programas de protección social facilitan el acceso al crédito. Barca et al. (2015) hallaron indicios de que seis programas de transferencias de efectivo del África subsahariana habían posibilitado que a los hogares se les considerase más fiables desde el punto de vista financiero, aumentasen su solvencia y redujesen sus niveles de endeudamiento. Una mayor solvencia puede ayudar a los hogares a obtener créditos puente de los comerciantes, participar en colectivos o asociaciones que soliciten cuotas periódicas y mejorar el acceso a las instituciones (Barca et al., 2015; OPM, 2014). Sin embargo, en muchos casos, las unidades familiares se mantienen reacias a asumir riesgos, siendo reticentes a aprovechar el mayor acceso al crédito del que disponen. Handa et al. (2013) y Daidone, Davis, Dewbre, González-Flores et al. (2014) constataron que, merced a los programas de transferencias de efectivo de Ghana y Zambia, los hogares habían reducido sus préstamos y saldado sus deudas, además de incrementar sus ahorros. En Lesotho las transferencias de efectivo no tuvieron ninguna repercusión en el crédito, los préstamos o el endeudamiento (Daidone, Davis, Dewbre y Covarrubias, 2014). Asimismo, el programa Tekoporã del Paraguay repercutió favorablemente en el acceso al crédito, aunque solo en el caso de las personas moderadamente pobres, no de las que se encontraban en situación de extrema pobreza. Los hogares beneficiarios disponían, en promedio, de un 7 % más de acceso al crédito que los que no lo eran. En las zonas rurales la repercusión fue ligeramente mayor (entre un 8 y un 10 %), pero, una vez más, solamente pudieron beneficiarse de este modo las personas moderadamente pobres, sin que dichos efectos se sintieran entre las que se encontraban en situación de extrema pobreza (Soares, Ribas y Hirata, 2008).

La protección social puede aumentar las inversiones en la explotación y la producción agrícolas

La asistencia social puede tener un efecto positivo en la producción agrícola familiar, como es el caso de los programas PROCAMPO (redenominado PROAGRO Productivo) y PROGRESA (redenominado Prospera) de México (Ruiz et al., 2002) o como ocurre con la considerable ampliación llevada a cabo desde 1991 de la prestación de jubilación (pensiones sociales) de la población rural del Brasil (Delgado y Cardoso, 2004). Cada vez más indicios confirman que los programas de protección social inducen efectivamente a dichas inversiones. Un examen más reciente y exhaustivo de los estudios de evaluación de los efectos de la protección social, especialmente de la asistencia social, en los bienes de una familia (Hidrobo, Hoddinott, Kumar y Olivier, 2014b) determinó que los programas de protección social habían dado lugar, en promedio, a un incremento del 14 % en el número de hogares propietarios de ganado, un aumento del 18 % en el valor total del ganado de los hogares, un incremento del 41 % en la proporción de hogares propietarios de activos agrícolas productivos y un aumento notable de los activos agrícolas productivos. Sin embargo, los resultados variaron mucho, tal como se muestra más detalladamente a continuación.

En Etiopía, el PSNP dio lugar a un aumento del número de explotaciones ganaderas, y los efectos fueron mayores en los hogares que llevaban más tiempo participando (Berhane et al., 2011; Berhane et al., 2014). El efecto fue bastante mayor entre los beneficiarios del PSNP que participaban asimismo en el Otro Programa de Seguridad Alimentaria (OFSP), posteriormente conocido como Programa de Aumento de los Activos Familiares (HABP), que preveía, entre otros servicios, el acceso al crédito, la asistencia para la obtención de ganado, abejas, herramientas y semillas y ayuda para planes de irrigación o de captación de agua, conservación del suelo y mejora de los pastos. Los hogares que se beneficiaron tanto del PSNP como del OFSP/ HABP tenían un 21 % más de posibilidades de utilizar fertilizantes que los que no eran beneficiarios de ninguno de ellos. Entre los hogares que participaban en el PSNP, el acceso al programa OFSP/HABP aumentó las posibilidades de utilizar fertilizantes en un 19 % y la probabilidad de invertir en terrazas de piedra en un 13% (Berhane et al., 2011). La experiencia de Etiopía pone de manifiesto que es posible ejecutar un programa a gran escala que genere activos, aun cuando la infraestructura y los recursos sean limitados (Berhane et al., 2014).

En el caso de Bangladesh, se compararon tres programas distintos de transferencias de efectivo incondicionales que iban dirigidos a las personas en situación de miseria extrema (Ahmed, Quisumbing et al., 2009): el IGVGD, el FSVGD y el FFA, así como un programa de obras públicas, el RMP (véase asimismo el Capítulo 2). El valor promedio de las explotaciones ganaderas de los participantes del IGVGD y del RMP aumentó en un 96 % y en un 108 %, respectivamente, en comparación con el grupo de referencia; por otro lado, no se produjo un incremento estadísticamente significativo en el caso de los participantes del FSVGD y del FFA. Los hogares que recibieron capacitación sobre actividades generadoras de ingresos y que las acometieron se vieron en particular beneficiados. El éxito del IGVGD y del RMP se explica por su capacidad para ayudar a los hogares a superar la dificultad que representan los elevados costos de adquisición del ganado (el primero brindando acceso a los participantes a préstamos a través de ONG y el segundo efectuando transferencias relativamente cuantiosas y variables). El alquiler o arrendamiento de terrenos de cultivo solo aumentó de manera notable en el caso de los beneficiarios del IGVGD. Los autores especulan con que el motivo puede residir en que el IGVGD es el único programa que cuenta con un mecanismo de acceso al crédito.

El modelo de Subsidios Infantiles de Zambia del programa Transferencia Social de Efectivo (SCT), en virtud del cual se efectuaron transferencias de efectivo incondicionales relativamente cuantiosas equivalentes a cerca del 30 % de los ingresos per capita, permitió aumentar la superficie del terreno que trabajaban los hogares beneficiarios (20 000 hogares en condiciones de miseria extrema con niños menores de cinco años) en 18 puntos porcentuales (American Institutes for Research, 2013). El programa también incrementó la adquisición de una amplia diversidad de animales, tanto en términos de porcentaje de hogares que poseían ganado (un aumento global de 21 puntos porcentuales, frente a un 49 % de referencia) como del número total de distintos tipos de aves de corral. También tuvo un efecto significativo en la adquisición de útiles, mientras que el porcentaje de hogares que gastaba en insumos (semillas, fertilizantes y trabajadores asalariados) aumentó en 18 puntos respecto del porcentaje de referencia del 23 %. Estas inversiones dieron lugar a un aumento del 50 % en el valor total de la producción agrícola, que se destina principalmente a la venta en lugar de al consumo en la explotación agrícola. El programa produjo un efecto multiplicador a nivel doméstico, que se tradujo en un aumento del consumo per capita un 25 % superior a la propia transferencia (Daidone, Davis, Dewbre, González-Flores et al., 2014).

El CGP de Lesotho supuso un incremento de la utilización y el consumo de insumos agrícolas, que se tradujo en un aumento del 12 % al 20 % del porcentaje de hogares que utilizan plaguicidas. El incremento del uso de insumos llevó a un aumento de la producción de maíz y, en el caso de los hogares con limitada capacidad de trabajo, de la de sorgo, así como de la frecuencia de las cosechas en huertos de jardín (Daidone, Davis, Dewbre y Covarrubias, 2014). En Kenya se produjo un incremento destacado e importante del porcentaje de hogares de menor tamaño (15,4 puntos porcentuales) y de hogares cuyo cabeza de familia es una mujer (6 %) propietarios de animales pequeños. Los hogares beneficiarios, especialmente de menor tamaño (entre los que a menudo se incluían aquellos cuyo cabeza de familia era una mujer), consumían considerablemente más cereales, productos de origen animal (carne y productos lácteos) y otros alimentos de producción propia que los hogares del grupo de referencia (Asfaw et al., 2014).

La experiencia piloto Mchinji del programa de Transferencia Social de Efectivo (SCT) de Malawi (de transferencias incondicionales) conllevó un incremento de las cabras y pollos en propiedad de un 52 % y un 59 %, respectivamente (Covarrubias, Davis y Winters, 2012). También aumentó el número de reses en propiedad aunque en mucha menor magnitud. En el contexto de este mismo programa, los hogares beneficiarios invirtieron más en aperos, como azadas, hoces y guadañas. En definitiva, estos hogares consiguieron incrementar de manera notable la producción agrícola de sus propias granjas, lo que se traduciría en un mayor consumo de la producción propia. Esta importante repercusión también fue consecuencia del importe de las transferencias que, equivalentes a casi el 30 % de los gastos domésticos, fueron relativamente cuantiosas (Boone et al., 2013).
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El programa BONOSOL de pensiones sociales (no contributivas) del Estado Plurinacional de Bolivia llevó a un aumento de las inversiones agrícolas en la producción de cultivos por parte de los hogares beneficiarios. En particular, los hogares cuyo cabeza de familia era una mujer tenían un 8,8 % más de posibilidades de adquirir plaguicidas y un 7,5 % más de alquilar un arado (Martínez, 2004).

En México el programa PROGRESA/ Oportunidades (conocido actualmente como Prospera) de transferencias condicionales de efectivo tuvo grandes efectos en los activos agrícolas desde que se empezara a participar en él. Por ejemplo, los hogares beneficiarios que no disponían de activos agrícolas aumentaron el aprovechamiento que hacían de la tierra para fines agrícolas en un 15,3 %. En general, los hogares beneficiarios tenían un 17,1 % más de posibilidades de disponer de sus propios animales de tiro y un 5,1 % más de poseer sus propios animales de producción en comparación con los hogares de referencia, y la repercusión fue mayor en el caso de los hogares que no poseían activos agrícolas antes de participar (Gertler, Martínez y Rubio-Codina, 2012).

Por último, los beneficiarios del programa de transferencias condicionales de efectivo Tekoporã del Paraguay invirtieron entre un 45 % y un 50 % más en producción agrícola y tenían un 6% más de posibilidades de adquirir pequeños animales de cría, como aves de corral y cerdos; este programa no tuvo, sin embargo, repercusión en la adquisición de animales mayores, como las reses (Soares, Ribas e Hirata, 2008).

Estos ejemplos demuestran que muchos programas de protección social, independientemente del tipo que sean, influyen de manera favorable en las decisiones sobre inversiones agrícolas que tomen los agricultores familiares, y la magnitud de estos efectos varía por diversos motivos relacionados con el diseño del programa así como el contexto sociocultural y de desigualdad de género (véase asimismo el Recuadro 11) (Tirivayi, Knowles y Davis, 2013). Sin embargo, no en todos los estudios de programas de protección social se determinaron efectos positivos en la inversión y en la acumulación de activos. Por ejemplo, Maluccio (2010) no constató ninguno en el ganado ni en la propiedad de la tierra asociado al programa Red de Protección Social de Nicaragua (en la actualidad suspendido) ni tampoco Handa et al. (2013) en Ghana. Los datos cualitativos indican que las transferencias de efectivo incondicionales en Ghana (LEAP) y Kenya (CT-OVC) favorecieron la adquisición de activos por parte de los hogares más pudientes, pero no por parte de los más pobres (OPM, 2013a y 2013b). En el Capítulo 4 se retoma esta cuestión y se examinan los factores que pueden explicar el éxito o el fracaso de algunos programas.

La protección social puede favorecer también las actividades no agrícolas

Los hogares rurales, que comprenden los hogares agrícolas, dependen en gran medida de actividades económicas y fuentes de ingresos distintas de la agricultura (Davis, Di Giuseppe y Zezza, 2014) (véase también el Capítulo 1). Por tanto, es importante que los datos disponibles muestren que la protección social puede alentar las inversiones no agrícolas por parte de los hogares rurales. En Bangladesh, por ejemplo, un 37 % de los participantes del RMP abrieron pequeños negocios (Ahmed, Quisumbing et al., 2009). En Kenya las transferencias del CT-OVC incrementaron la participación en empresas no agrícolas de los hogares cuyo cabeza de familia era una mujer en siete puntos porcentuales, mientras que el efecto fue negativo en el caso de los hogares cuyo cabeza de familia era un hombre (Asfaw et al., 2014). En Zambia el modelo de Subsidios Infantiles incrementó en un 17 % el porcentaje de hogares beneficiarios que gestionaban una empresa no agrícola; más aún, el programa redobló el promedio de meses de actividad (de las empresas no agrícolas), la cuantía de los ingresos y los beneficios mensuales totales y el porcentaje de hogares que poseían activos empresariales (American Institutes for Research, 2013). En Sudáfrica los beneficiarios de pensiones sociales abrieron nuevas microempresas o consolidaron las ya existentes (Du Toit y Neves, 2006), mientras que en Etiopía los beneficiarios del PSNP y del HABP tenían más posibilidades de ser propietarios de sus propias empresas no agrícolas y de dirigirlas (Gilligan et al., 2009).

En América Latina todo indica que los programas de protección social tuvieron una repercusión favorable en las inversiones no agrícolas. El programa PROGRESA/ Oportunidades/Prospera de México incrementó la probabilidad de que los hogares dirigieran microempresas no agrícolas (Gertler, Martínez y Rubio-Codina, 2012; Todd, Winters y Hertz, 2010), al tiempo que brindó a los beneficiarios un 25 % más de posibilidades de convertirse en emprendedores (Bianchi y Bobba, 2013). Sin embargo, al programa Bolsa Família del Brasil solo se le relacionó favorablemente con las inversiones empresariales en zonas urbanas, mientras que no se observaron repercusiones en las zonas rurales (Lichand, 2010).

Al igual que ocurre con las inversiones en la explotación agrícola, no todos los programas de asistencia social han potenciado la actividad empresarial fuera de las explotaciones agrícolas de los hogares beneficiarios. En Nicaragua, por ejemplo, la participación en el programa Red de Protección Social (en la actualidad suspendido) hizo disminuir, de hecho, la participación en empresas informales (Maluccio, 2010), mientras que los programas de transferencias de efectivo no tuvieron repercusión ni en Ghana ni en Lesotho (Handa et al., 2013; Daidone, Davis, Dewbre y Covarrubias, 2014).



La protección social influye en la distribución del trabajo en el hogar

La protección social tiene asimismo importantes consecuencias para la distribución del trabajo en el hogar. El efecto ingresos que produce la provisión de protección social puede conllevar que las personas trabajen menos (de hecho, este puede ser el objetivo en el caso de los hogares encabezados por ancianos o del trabajo infantil). También puede parecer que las personas trabajan menos, pero en realidad sustituyen su oficio por tareas domésticas o por el cuidado de los niños. Además, la protección social puede facilitar la reasignación de mano de obra fuera del ámbito del trabajo agrícola asalariado eventual ejercido por falta de alternativas (Fink, Jack y Masiye, 2014). En los programas de protección social puede pedirse a los hogares que suministren mano de obra (como en el caso de los programas de obras públicas) o que los niños asistan a la escuela, lo que también puede implicar una reasignación del trabajo dentro del hogar. Al aumentar las inversiones en producción agrícola y no agrícola, la protección social puede dar lugar a una reasignación de la mano de obra a actividades de producción familiar. En general, hay indicios de que los programas de protección social han tenido poca repercusión en la oferta total de mano de obra, si bien pueden llevar a cambios importantes en la reasignación de la mano de obra dentro de los hogares. En definitiva, la magnitud y el sentido de los efectos dependen de diversos factores, como el tamaño del hogar, la composición demográfica, la naturaleza del programa, las actividades económicas del hogar y los mercados de trabajo locales.

En el caso de los programas de transferencias condicionales de efectivo de América Latina, todo indica que la repercusión en la oferta de mano de obra supone, a lo sumo, un modesto efecto desincentivador, mientras que algunos programas logran reducir el trabajo infantil (Fiszbein et al., 2009). En muchos estudios no se determinan efectos considerables en la participación de los hombres y las mujeres en el empleo asalariado, aunque sí indicios de una reasignación del trabajo en el hogar entre los sectores agrícola y no agrícola. Por ejemplo, el programa Red de Protección Social de Nicaragua (en la actualidad suspendido) no repercutió en la participación en el mercado de trabajo, aunque redujo ligeramente el horario laboral de los hombres (Maluccio y Flores, 2005). El programa también provocó una reasignación de la mano de obra del empleo agrícola al empleo no agrícola mejor retribuido (Maluccio, 2010).

El programa Bolsa Família del Brasil no repercutió en el total de horas trabajadas o, a lo sumo, tuvo un ligero efecto disuasorio en el trabajo (de Brauw et al., 2015; Teixeira, 2010). Este efecto fue mayor en el caso de los trabajadores del sector no estructurado y no remunerados, sin fuentes de ingresos o con fuentes de ingresos irregulares, así como de las mujeres, y fue más pronunciado cuanto mayor era el importe que recibían los beneficiarios. Algunas mujeres sustituyeron las labores domésticas por el empleo asalariado, acaso por los sueldos bajos y los plazos relativamente cortos necesarios para el cumplimiento de las condiciones del programa (Ribas y Soares, 2011; de Brauw et al., 2015). Bolsa Família ha supuesto asimismo que la mano de obra de los hogares pase del sector laboral formal al sector no estructurado (de Brauw et al., 2015), tal vez porque los hogares traten de “ocultar” ingresos trabajando en este último a fin de seguir cumpliendo los requisitos del programa.

En el Paraguay, el programa Tekoporã tuvo una repercusión negativa en la oferta de mano de obra masculina, posiblemente debido a un incremento del salario de reserva22 de los varones pobres, que redujeron su participación en empleos ocasionales (Soares, Ribas e Hirata, 2008). En cambio, en México, el programa PROGRESA/Oportunidades/ Prospera no influyó en la oferta de mano de obra adulta ni tampoco lo hizo el programa de ayuda alimentaria Programa Apoyo Alimentario (dirigido a ámbitos que no abarca Oportunidades), que prevé transferencias de efectivo o en especie. Sin embargo, las transferencias efectuadas en el marco de ambos programas han llevado a que los hombres (no así las mujeres) cambien de forma significativa la agricultura por actividades no agrícolas mejor retribuidas (Skoufias, Unar y González-Cossío, 2008; Alzúa, Cruces y Ripani, 2012).

Las transferencias de efectivo incondicionales en el África subsahariana también ponen de manifiesto un panorama mixto. Los planes de pensiones de vejez repercutieron de diversas formas en Sudáfrica, aunque en general parecen haber reducido la participación de las personas mayores en el mercado de trabajo. Diversos estudios determinaron que no repercutieron o que no tuvieron efectos negativos en la oferta de mano de obra (véase, por ejemplo, Ranchhod, 2006). Por otro lado, teniendo en cuenta la migración, dichas transferencias incrementaron la participación en el mercado de trabajo de algunos hogares, ya que las pensiones contribuyeron a ayudar a los migrantes hasta que se valieran por sí mismos, mientras que los pensionistas de mayor edad podían cuidar de los más pequeños, facilitando así que los adultos más jóvenes buscaran trabajo en otras partes (Ardington, Case y Hosegood, 2009).

En Malawi y Zambia y, en menor medida, Kenya, los programas de transferencias de efectivo dieron lugar a que los adultos cambiaran los trabajos agrícolas asalariados por actividades en la explotación agrícola. En Zambia las transferencias del modelo de Subsidios Infantiles hicieron que las familias redujeran su participación en trabajos agrícolas asalariados, así como la intensidad con la que los desempeñaban. Los efectos fueron especialmente intensos entre las mujeres, que llegaron a reducir su participación en 17 puntos porcentuales, 12 jornadas menos al año. Aumentó el tiempo que tanto los hombres como las mujeres dedicaban a empresas familiares agrícolas y no agrícolas (Daidone, Davis, Dewbre, González-Flores et al., 2014). En Malawi, el programa SCT condujo a una caída sustancial de la participación en trabajos agrícolas asalariados poco cualificados (en un 61 %, de acuerdo con la segunda encuesta de seguimiento), ya que los beneficiarios cambiaron los trabajos ganyu23, que desempeñaban al no tener alternativa, por la producción agrícola propia (Covarrubias, Davis y Winters, 2012). En Kenya (Asfaw et al., 2014) y Lesotho (Daidone, Davis, Dewbre y Covarrubias, 2014) este cambio varió según la edad y el sexo, mientras que en Ghana (Handa et al., 2013) el programa LEAP también incrementó las actividades en la explotación agrícola. Esta conversión se constató sistemáticamente en el trabajo de campo cualitativo realizado en Ghana, Kenya, Lesotho, Malawi y Zimbabwe (Barca et al., 2015). En Etiopía la oferta de mano de obra no repercutió de forma negativa en las unidades familiares que tenían acceso tanto al PSNP como a un paquete complementario de servicios e insumos agrícolas (Gilligan, Hoddinott y Taffesse, 2008).

Cuando los programas de protección social, especialmente los programas de obras públicas, tienen suficiente envergadura, pueden restringir los mercados de trabajo urbanos y rurales, lo que impulsa al alza los salarios de la mano de obra no cualificada. En algunos contextos, esto puede reducir la explotación de los trabajadores elevando el salario de reserva. Por ejemplo, el Proyecto de Desarrollo de los Medios de Subsistencia de Meket —un programa de transferencias de dinero por trabajo ejecutado en Etiopía— permitió a los hogares pobres renegociar acuerdos contractuales de aparcería y ganado con hogares más ricos (Adams y Kebede, 2005). Mediante la fijación del salario por encima de los salarios de los trabajadores eventuales locales, el programa de obras públicas correspondiente a la Ley Nacional de Garantía del Empleo Rural Mahatma Gandhi de la India alentó a las personas a renunciar a trabajos eventuales en los que se les explotara, como los trabajos forzosos (McCord, 2012). Además, pagando el mismo salario a hombres y mujeres, el programa redujo la diferencia salarial por razón de sexo; los salarios de las trabajadoras eventuales aumentaron en un 8 % en los distritos que participaban en comparación con los que no lo hacían (Azam, 2012).

Ahora bien, los programas de obras públicas también pueden distorsionar los mercados de trabajo locales si los salarios que se pagan superan las escalas prevalentes, generando así falta de mano de obra en otros sectores productivos (Creti, 2010; McCord, 2012). El programa de la Ley Nacional de Garantía del Empleo Rural Mahatma Gandhi ha moderado, de hecho, las fluctuaciones estacionales de la demanda de mano de obra y, por lo tanto, ha estabilizado los salarios (Shariff, 2009; Creti, 2010). Pese a todo, la fijación de los salarios en función de la escala de sueldos local prevalente en los programas de obras públicas ejecutados en los entornos muy pobres, con baja remuneración, de la mayoría de los países del África subsahariana podría ir en detrimento del objetivo de seguridad alimentaria de los programas porque podría disuadir del trabajo agrícola asalariado (Barrett, Holden y Clay, 2005).

La protección social tiende a reducir el trabajo infantil

Casi todo apunta a que los programas de protección social pueden reducir el trabajo infantil. En América Latina dos importantes exámenes sistemáticos determinaron que la mayoría de los programas de transferencias condicionales de efectivo redujeron considerablemente el trabajo infantil (GEI, 2011; Fiszbein et al., 2009). En el Paraguay, el programa Tekoporã no influyó de forma significativa en el trabajo infantil, si bien mejoró la asistencia escolar (Soares, Ribas e Hirata, 2008). Por otro lado, el programa ya suspendido Red de Protección Social de Nicaragua redujo el trabajo infantil entre tres y cinco puntos porcentuales, en el caso de los niños de edades comprendidas entre 7 y 13 años (Maluccio y Flores, 2005). A menudo, los efectos en el trabajo infantil se han producido principalmente entre los niños mayores. Por ejemplo, el programa PROGRESA/Oportunidades/Prospera de México redujo el trabajo infantil en el caso de los niños de edades comprendidas entre los 12 y los 17 años, especialmente varones, e incrementó la matriculación en las escuelas secundarias (Skoufias y Parker, 2001). Lo mismo se ha constatado en los estudios de evaluación de dos programas de transferencias condicionales de efectivo realizados en Camboya y el Pakistán, dos programas de alimentación escolar en Bangladesh y Burkina Faso, un programa de transferencias de efectivo incondicionales en el Ecuador y dos programas de exención de las tasas de matrícula o de becas escolares en Colombia e Indonesia (GEI, 2011).

En el África subsahariana, a muchos programas de transferencias de efectivo incondicionales se los vincula con una importante reducción del trabajo infantil. En Sudáfrica, disminuyó en un 33 % el número total de horas trabajadas por los niños de hogares en los que uno de sus miembros cumplía los requisitos para una pensión de vejez (Edmonds, 2006; GEI, 2011). En Kenya, el programa CT-OVC redujo sustancialmente el trabajo infantil en las granjas familiares, especialmente en el caso de los varones (Asfaw et al., 2014; OPM, 2013b), mientras que en Lesotho el programa CGP también hizo disminuir el trabajo infantil en las granjas (Daidone, Davis, Dewbre y Covarrubias, 2014). Se observó lo mismo en otros estudios sobre el programa LEAP en Ghana (OPM, 2013a). En Malawi, sin embargo, el programa SCT redujo el trabajo infantil asalariado fuera del hogar, mientras que este aumentó en su interior, ya que los niños más pequeños sustituían a los adultos en el desempeño de las tareas domésticas, el cuidado de otros familiares y el trabajo en la granja; todo ello combinado, no obstante, con un incremento considerable de la asistencia escolar (Covarrubias, Davis y Winters, 2012). No se ha constatado una repercusión clara del modelo de Subsidios Infantiles de Zambia en el trabajo infantil (Daidone, Davis, Dewbre, González-Flores et al., 2014). En Etiopía, el plan de obras públicas del PSNP tuvo efectos mixtos en las zonas rurales: un aumento de la cantidad de tiempo que los niños trabajaban a cambio de dinero y que las niñas pasaban estudiando, frente a una disminución de las horas totales que los niños dedicaban a todo tipo de trabajos (incluidas tareas domésticas) (Woldehanna, 2009).



La protección social favorece la participación en redes sociales

Las intervenciones de protección social tienen consecuencias fuera del hogar, ya que sus efectos se dejan sentir en la comunidad y la economía locales. Estos beneficios indirectos pueden ser propiciados por las redes sociales, que contribuyen a superar las restricciones crediticias y de liquidez y mediante las cuales los hogares pobres pueden gestionar el riesgo a través de intercambios informales o transferencias entre familias extensas, amigos y vecinos24. En Etiopía, por ejemplo, la adhesión a asociaciones de ahorro informales (iddir), cuya función principal es ayudar a sus miembros durante duelos u otras situaciones difíciles, mejora el acceso de los hogares a la tierra, el trabajo y los mercados crediticios entre 7 y 11 puntos porcentuales (Abay, Kahsay y Berhane, 2014). En México (Angelucci et al., 2009) los hogares miembros de una red de familia extensa compartían recursos y tenían más capacidad para moderar el consumo con el tiempo que sus vecinos sin parientes cercanos en el pueblo; también tenían más capacidad para realizar inversiones variables, como las destinadas a la educación de sus hijos. Como consecuencia, los hogares mejor relacionados acumulaban más recursos con el tiempo que aquellos de sus vecinos que vivían aislados, pese a ser por lo demás similares.

Hay constancia empírica de los vínculos que existen entre las intervenciones de protección social y el aumento de la participación en redes sociales. El programa Tekoporã del Paraguay incrementó la participación en sindicatos, cooperativas u organizaciones productoras así como agrupaciones religiosas entre seis y diez puntos porcentuales. La participación social de las personas extremadamente pobres aumentó entre siete y nueve puntos porcentuales, mientras que la de las personas moderadamente pobres no sufrió cambios significativos (Soares, Ribas e Hirata, 2008).

Los programas de transferencias de efectivo incondicionales habrían permitido el reingreso en las redes sociales existentes, ya que los beneficiarios eran vistos de forma más favorable y considerados más fiables por otros miembros de la comunidad, lo que en opinión de algunos ha fomentado las actividades generadoras de ingresos y las oportunidades económicas en general, el nivel social y la autoestima, así como el contacto con otros miembros de la comunidad. Estos aspectos influyen tanto directa como indirectamente en la resiliencia de las familias y los medios de vida sostenibles. En el caso de los seis programas de transferencias de efectivo del África subsahariana (Barca et al., 2015)25, los pagos periódicos previsibles mejoraron a menudo el acceso de los beneficiarios a las redes sociales, aunque la participación activa en la toma de decisiones resultó en especial difícil para los beneficiarios ancianos, sin movilidad o analfabetos.

El CGP de Lesotho fortaleció de manera considerable los acuerdos de reciprocidad sobre el intercambio de alimentos, al tiempo que redujo las remesas de fondos de los familiares que residían fuera de la comunidad (Daidone, Davis, Dewbre y Covarrubias, 2014). En Malawi las transferencias privadas para los beneficiarios de transferencias de efectivo disminuyeron en un 32 %, debido principalmente a un descenso de las donaciones en efectivo y en especie de amigos y familiares, y no de las remesas de fondos (Covarrubias, Davis y Winters, 2012). En Etiopía (Berhane et al., 2011) no hubo indicios de que el PSNP redujera o sustituyera las transferencias privadas. Sin embargo, un estudio anterior (Gilligan et al., 2009) determinó que, en ocasiones, el programa sustituía las transferencias privadas cuando los pagos eran regulares y las reducía cuando no lo eran. Por otro lado, no hay indicios de que la ayuda alimentaria y los alimentos por trabajo frenaran las transferencias privadas entre los pastores de Etiopía y Kenya (Lentz y Barrett, 2005). En Sudáfrica los titulares de una pensión de vejez experimentaron un descenso del 25 % al 30 % en las transferencias privadas que recibían de sus hijos, una vez que empezaron a percibir la pensión (Jensen, 2003; GEI, 2011).

América Latina presenta más indicios de la repercusión de los programas de protección social en las transferencias privadas. Por lo tanto, el programa Red de Protección Social de Nicaragua (en la actualidad suspendido) no sustituyó las transferencias privadas, como las donaciones y los préstamos (Maluccio y Flores, 2005). En México, los efectos del programa PROGRESA/Oportunidades/ Prospera en las transferencias privadas han variado en función de la duración del mismo. En seis meses, el programa frenó las transferencias privadas para los hogares beneficiarios (Albarran y Attanasio, 2002), mientras que otros indicios ponen de manifiesto que, pasados 19 meses, el programa no tuvo este efecto (Teruel y Davis, 2000). El programa incrementó en un 33 % el flujo de transferencias privadas para los hogares no beneficiarios de las comunidades seleccionadas, en comparación con las destinadas a los hogares no beneficiarios de las comunidades de referencia (Angelucci y De Giorgi, 2009; GEI, 2011).

Los programas de protección social pueden generar asimismo tensiones en las comunidades locales. En Ghana, Kenya, Lesotho, la República Unida de Tanzania y Zimbabwe los programas de transferencias de efectivo incondicionales suscitaron celos y tensiones entre quienes eran beneficiarios y quienes no lo eran (OPM, 2013a; OPM, 2013b; Barca et al., 2015; Pellerano et al., 2014; Evans et al., 2014). En el caso del anterior programa de México PROGRESA, hay constancia de tensiones entre beneficiarios y no beneficiarios. A menudo, los no beneficiarios no entendían por qué habían sido excluidos y sacaban a relucir este resentimiento especialmente en fechas cercanas al período en que los beneficiarios cobraban su prestación (Adato, 2000). Estas tensiones obedecen en gran medida a errores de selección de los beneficiarios reales o aparentes, a la falta de transparencia en dicho proceso y a problemas de comunicación.



Las obras públicas proporcionan infraestructura local y otros activos comunitarios

Los programas de obras públicas están orientados a aliviar la pobreza y las dificultades, ofreciendo o garantizando el empleo necesario para la provisión de activos comunitarios, especialmente infraestructuras, la ordenación de tierras y servicios sociales (Subbarao et al., 2013). El suministro de bienes colectivos es generalmente un objetivo secundario, aunque fundamental; cuando se ejecutan debidamente, estos programas pueden complementar de forma decisiva las inversiones de los hogares (Alderman y Yemtsov, 2014). Por ejemplo, el PSNP de Etiopía favoreció la rehabilitación de más de 167 000 hectáreas de tierras y 275 000 kilómetros de terraplenes de piedra y tierra y la plantación de más de 900 millones de plantones (Banco Mundial, 2012). Los proyectos locales de riego ejecutados en el marco del PSNP incrementaron el volumen de agua disponible para la agricultura (Subbarao et al., 2013). En Bangladesh los proyectos de mejora de las carreteras llevaron a una subida de los salarios agrícolas del 27 %, un aumento del consumo per capita del 11 % y un incremento de la escolarización de niñas y niños (Khandker, Bakht y Koolwal, 2006).

Los programas de obras públicas pueden brindar importantes oportunidades de mejora de las infraestructuras y otros activos comunitarios desde una perspectiva de género. En algunos programas de protección social se reconoce explícitamente la vinculación que existe entre las infraestructuras y el empoderamiento de la mujer y se favorece el desarrollo de activos comunitarios en el que se tengan más en cuenta las cuestiones de género, de manera que se mejore el acceso de las mujeres a recursos como el agua y el combustible, además de hacerles ganar tiempo e incrementar la seguridad. En el PSNP se da prioridad a los proyectos que generan activos comunitarios para reducir la carga de trabajo de las mujeres (Berhane et al., 2013). Pueden citarse como ejemplo la construcción de puntos de aguada y recursos de leña comunitarios y el uso de mano de obra del sector de obras públicas para cultivar la tierra de los hogares con limitada capacidad de trabajo cuyo cabeza de familia sea una mujer (Holmes y Jones, 2013). Dicho establecimiento de prioridades está surtiendo efecto: por ejemplo, la construcción de instalaciones de abastecimiento de agua, saneamiento e higiene ha reducido la carga de trabajo de las mujeres (USAID, 2012).

Otros países también han dado prioridad a los activos comunitarios “de las mujeres”. El Proyecto de Viabilidad Rural del Perú, dirigido a las poblaciones autóctonas de lugares remotos, ha ayudado a las mujeres a mejorar los senderos, lo que ha facilitado su acceso a los servicios sociales y a los mercados y, en el caso de las niñas, a las escuelas (Banco Mundial, 2009; Okola, 2011). Asimismo, en el marco del programa Alimentos por Trabajo de Zambia, prácticamente emprendido en su totalidad por mujeres (ya que normalmente los hombres se negaban a trabajar por pagos que no fueran en efectivo), se construyeron letrinas de pozo en comunidades rurales. La construcción de estas letrinas ha reducido la distancia que las mujeres han de recorrer y, por lo tanto, su vulnerabilidad a la violencia sexual (Kabeer, 2008).

Uno de los principales desafíos a los que se enfrentan los programas de creación de activos es la cuestión de la elección, es decir, quién elige y qué métodos utiliza para ello (véase también la sección “El fortalecimiento del papel de la mujer en la mejora de los recursos humanos mediante la protección social” en las páginas 46 y 47). Las mujeres y los hombres tienden a dar prioridad a infraestructuras de distinto tipo. Aun cuando ambos sexos conceden prioridad a la misma clase de activo, como las vías de circulación, puede haber diferencias fundamentales en el tipo que desean. Por ejemplo, en el Perú las mujeres se desplazan a pie a todas partes y, por lo tanto, preferían senderos en lugar de carreteras, más indicadas para los vehículos de motor. Asimismo, en la India, donde el programa correspondiente a la Ley Nacional de Garantía del Empleo Rural Mahatma Gandhi ha recibido críticas por hacer hincapié en la creación de puestos de trabajo y no en el desarrollo de infraestructuras (Mahaptra et al., 2008), las beneficiarias han tendido a apoyar proyectos de asistencia médica, puericultura y saneamiento. Sin embargo, como las mujeres tienen restringido el acceso a la toma de decisiones, los proyectos de obras públicas han tendido a dar prioridad a las carreteras, la gestión de aguas y la plantación de árboles.

Ahora bien, los programas de obras públicas también han sido objeto de críticas. Por ejemplo, la capacidad de trabajo de muchos hogares pobres es limitada y, por tanto, dependiendo del contexto, los programas de obras públicas tal vez no sean el instrumento apropiado para prestarles ayuda. Más aún, los activos que se crean mediante programas de obras públicas no siempre cumplen las normas técnicas básicas (Devereux y Guenther, 2009).



En general, la protección social puede tener efectos positivos considerables en la economía local

La mayoría de los beneficiarios de la protección social viven en lugares en los que los mercados de servicios financieros, como el crédito y los seguros, la mano de obra, los bienes y los insumos, son inexistentes, difíciles de acceder o no funcionan correctamente. Las transferencias de efectivo, cuando se efectúan con carácter periódico y previsible, ayudan a los hogares a vencer los obstáculos que limitan su acceso al crédito o al efectivo (Tirivayi, Knowles y Davis, 2013). Ello, a su vez, puede incrementar el gasto en activos productivos y otras actividades generadoras de ingresos, influir en la función que desempeñan los beneficiarios en las redes sociales, aumentar el acceso a los mercados e inyectar recursos a las economías locales.

Cuando los beneficiarios reciben transferencias de efectivo, el efecto inmediato es el aumento del poder adquisitivo del hogar donde residen. Generalmente, gastan lo que perciben, aunque algunas de las transferencias pueden incrementar los ahorros. A medida que el efectivo se gasta, los efectos de las transferencias se expanden al resto de los hogares (no beneficiarios). Los multiplicadores de los ingresos de los pueblos del programa se activan mediante la venta a domicilio, las compras en tiendas locales y los mercadillos.

Tradicionalmente, el multiplicador de los ingresos locales, que mide los cambios resultantes en los ingresos locales totales por unidad transferida (Taylor, 2013) se ha calculado utilizando modelos como las matrices de contabilidad social o los modelos de equilibrio general computable. Aplicando un modelo de equilibrio general computable en combinación con modelos de hogares microagrícolas, Taylor, Dyer y Yúnez-Naude (2005) estimaron que la supresión del programa PROGRESA/Oportunidades/Prospera en el oeste y el centro de México reduciría los ingresos de los hogares sin tierras en más de un 7 %, y en el caso de los hogares con fincas pequeñas, en más de un 4 %. La supresión del programa tendría una repercusión mínima en la producción comercial de maíz, pero reduciría la demanda y la producción de subsistencia de maíz entre un 1,3 % y un 2,1 %. Asimismo, en el Brasil, el aumento estimado en un 10 % de las transferencias del programa Bolsa Família incrementó el PIB municipal en un 0,6 % (Landim, 2009).

El modelo de evaluación de la amplitud del impacto en la economía local (LEWIE) refleja los efectos multiplicadores de los ingresos de los programas de protección social y de otras actuaciones evaluando su repercusión en la actividad económica local (Taylor y Filipski, 2012). La metodología LEWIE está diseñada para evaluar íntegramente y entender los efectos de las transferencias de efectivo en las economías locales, especialmente en las actividades de producción de los colectivos beneficiarios y no beneficiarios, las causas de que se produzcan y en qué medida pueden variar cuando los programas se amplían a regiones más extensas. Todos estos aspectos son importantes a la hora de diseñar proyectos y explicar su posible repercusión a los gobiernos y otros asociados26.

El modelo LEWIE se ha utilizado para calcular los multiplicadores de los ingresos locales correspondientes a una serie de programas y países (Figura 13). Las estimaciones oscilan entre 1,25 en Malawi y 2,52 en Hintalo-Wajirat Tabia (Etiopía). Es decir, por cada birr etíope que se transfiere en Hintalo-Wajirat en el marco del Programa Piloto de Transferencia Social de Efectivo (SCTPP), se generan 1,52 birres adicionales, de un total de ingresos generados en la economía local de 2,52 birres.

Las diferencias entre los países y entre sus regiones vienen determinadas por la apertura y la estructura de la economía local, el grado en que los bienes y servicios adquiridos se producen a nivel local y la flexibilidad de los suministros locales. Cuando las respuestas de los suministros locales son limitadas, el aumento de la demanda producido por el programa de transferencias de efectivo puede elevar los precios y, por consiguiente, reducir el multiplicador de los ingresos en términos reales (Recuadro 12). En cada estudio LEWIE los autores incluyeron diversas restricciones en el modelo, especialmente crediticias y de capital. En caso de limitaciones de suministro, el multiplicador de los ingresos reales podría ser considerablemente inferior al multiplicador nominal, aunque seguiría siendo superior a 1 en todos los casos (Figura 13).

Por ejemplo, el modelo de Subsidios Infantiles de Zambia podría incrementar los ingresos en 1,79 kwachas por cada kwacha transferido; en cambio, en caso de limitaciones de suministro e inflación, el multiplicador real solo podría ascender a 1,34 (American Institutes for Research, 2013). En Ghana las limitaciones de la oferta podrían hacer que el multiplicador disminuyera de 2,5 a 1,5 (Thorne et al., 2014).

Un ejemplo ilustrativo es el del SCTPP de Etiopía, lanzado en 2011. Este programa abarca dos woredas27 de la región de Tigray, una rural (Hintalo-Wajirat) y otra urbana (Abi-Adi) (Kagin et al., 2014). Cada birr que se distribuyó en la woreda rural de Hintalo-Wajirat generó 1,52 birres adicionales en la economía local, ascendiendo el multiplicador de ingresos locales totales a 2,52. En comparación, cada birr que se distribuyó en la woreda urbana de Abi-Dabi generó solamente 0,35 birres adicionales, ascendiendo el multiplicador de ingresos locales totales a 1,35. Por lo tanto, las transferencias iniciales de 5,58 millones de birres en Hintalo-Wajirat y de 1,62 millones de birres en Abi-Adi generaron posiblemente unos ingresos adicionales en las economías locales de 14,06 millones de birres y 2,19 millones de birres, respectivamente. La diferente repercusión se debió a que, al contrario de Hintalo-Wajirat, el comercio de Abi-Adi es solamente minorista. La repercusión en este sector es notable, aunque muchos bienes adquiridos no se producen a nivel local, sino que proceden de fuera. Los efectos multiplicadores son, por tanto, más amplios que en la woreda rural de Hintalo-Wajirat, ya que se propagan más allá de la economía local.
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En Hintalo-Wajirat las unidades familiares que no eran beneficiarias y que, por tanto, no recibieron la transferencia, se vieron favorecidas indirectamente por sus interacciones económicas con las que sí lo eran; prácticamente todos los beneficios indirectos fueron a parar a los hogares no beneficiarios, que pudieron sacar partido de la mayor demanda por poseer activos productivos. Las limitaciones de la oferta redujeron el efecto multiplicador hasta la cifra estimada de 1,84 en el caso de Hintalo-Wajirat (Kagin et al., 2014). Las intervenciones en materia de agricultura e infraestructura que contribuyen a suavizar las limitaciones de la oferta constituyen, por tanto, un complemento importante de las intervenciones de protección social.



Mensajes clave


	La protección social puede mejorar la nutrición, la salud y la educación, lo que repercute en la productividad y empleabilidad futuras.

	Cuando los programas de protección social son de carácter periódico y previsible fomentan el ahorro y la inversión tanto en actividades agrícolas como no agrícolas y reducen los riesgos a los que se enfrentan las unidades familiares, lo que alienta a estas a participar en actividades más arriesgadas que brinden mayores beneficios.

	La protección social no reduce el esfuerzo laboral, pero sí amplía las opciones de los beneficiarios y muchos emplean el tiempo anteriormente dedicado como último recurso al trabajo asalariado eventual en el campo en el trabajo en explotaciones propias o en empleos no agrícolas. Algunos programas han favorecido que la mujer forme parte de la población activa. Unida al aumento de las actividades productivas en las explotaciones y fuera de ellas, la protección social refuerza los medios de vida en lugar de fomentar la dependencia.

	Los programas de protección social pueden reforzar el poder de negociación de los trabajadores. En particular, los programas de obras públicas o de empleo pueden impulsar los salarios de la mano de obra no cualificada si tienen suficiente envergadura; ahora bien, debe prestarse atención al diseño de los programas para evitar que repercutan de forma negativa en la producción agrícola.

	Mediante la mejora de los ingresos y el envío de mensajes claros, los programas de protección social tienden a reducir el trabajo infantil y a incrementar la asistencia escolar.

	La protección social puede reforzar las redes sociales, como las asociaciones de ahorro informales y los mecanismos de reciprocidad que sirven de mecanismos informales de gestión del riesgo comunitario. Estas redes propician que los beneficiarios de las transferencias favorezcan de manera indirecta a quienes no lo son y, por consiguiente, a la economía local en su conjunto.

	Los programas de obras públicas pueden proporcionar importantes infraestructuras y bienes comunales y, cuando se proyectan y aplican correctamente, pueden contribuir directamente a la economía local.

	Los programas de protección social generan beneficios sustanciosos para la economía local, favoreciendo la demanda de bienes y servicios locales. Ello es especialmente provechoso para quienes no son beneficiarios. Los programas complementarios que reducen las limitaciones de producción locales, como el acceso al crédito a la inversión o a los servicios de extensión, favorecen la capacidad de respuesta de los productores locales al aumento de la demanda producido por la protección social y ayudan a prevenir la inflación.
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4.Entender lo que funciona: repercusiones para el diseño y ejecución de programas

Los indicios presentados hasta el momento ponen de manifiesto que los programas de asistencia social pueden reducir eficazmente la pobreza, mejorar la seguridad alimentaria y la nutrición y fomentar el ahorro, la inversión y el crecimiento en la economía local. Aunque no todos los programas resultan igual de eficaces y sus efectos pueden variar sustancialmente, tanto en lo que respecta a su magnitud como a su naturaleza. Como los programas de protección social son muy diversos, resulta complicado comparar sus efectos. Incluso entre los programas que parecen bastante similares, como las transferencia de efectivo para los pobres, las diferencias de diseño y ejecución pueden llevar a resultados muy diferentes. En el presente capítulo, examinaremos las características de diseño y ejecución que determinan los efectos de un programa, teniendo presente que algunas de ellas están directamente relacionadas con sus objetivos, mientras que otras pueden tener consecuencias imprevistas.



La selección de beneficiarios puede ayudar a alcanzar los objetivos de un programa con menores costos

Los programas de protección social suelen tener objetivos que definen a los beneficiarios previstos. Por ejemplo, en general, cuando los programas de transferencias de efectivo están encaminados a paliar la pobreza, deberían ir dirigidos a las personas pobres. Además de este objetivo general, algunos programas, especialmente en el África subsahariana, tienen objetivos más específicos, como la ayuda a los grupos vulnerables, por ejemplo, los niños huérfanos, las poblaciones afectadas por el VIH, los ancianos o los niños en edad escolar. La medida en que los programas alcanzarán sus objetivos dependerá, entre otros factores, de lo bien que lleguen a sus grupos destinatarios.

No en todos los programas se sigue un enfoque específico para la selección de los beneficiarios. Por diversos motivos, como imperativos históricos o políticos, la sencillez de su ejecución y los compromisos con los derechos universales, algunos benefician a toda la población. Por ejemplo, en Egipto, el gasto en subvenciones a la alimentación suponía hasta hace poco entre un 1 % y un 2 % del PIB, del cual alrededor del 60 % no se había asignado para una finalidad concreta28. El porcentaje restante iba destinado a la subvención de cupones para alimentos que permitiesen al 80 % de los hogares egipcios adquirir cantidades racionadas de determinados bienes, como pan o azúcar. Las personas pobres se beneficiaron considerablemente de estas subvenciones, pese a que no tenían siempre una finalidad concreta. La supresión de las subvenciones a la alimentación en Egipto elevaría el índice de pobreza en nueve puntos porcentuales, del 25,2 % al 34 % (Breisinger et al., 2013). Sin embargo, pese al programa de subsidios alimentarios, la malnutrición crónica ha ido en aumento desde 2003: alrededor de un tercio de los niños egipcios adolece de un retraso del crecimiento, la diversidad de la alimentación del 35 % de la población es escasa, mientras que el 48 % de las mujeres mayores de 15 años son obesas. Mediante una mejor definición de la finalidad de las subvenciones podrían transferirse más recursos a quienes lo necesitan y promover una mayor diversidad de la alimentación.

Dado que los presupuestos gubernamentales son limitados, el ejemplo anterior pone de manifiesto que la selección de beneficiarios permite transferencias más cuantiosas y eficaces para personas u hogares determinados. No es de extrañar que la selección de beneficiarios se emplee en la mayoría de los programas sociales de los países en desarrollo. En el Recuadro 13 se describen los métodos que se utilizan con más frecuencia. En la mayoría de los programas de protección social se combinan la selección geográfica de beneficiarios, métodos de determinación indirecta de los medios de subsistencia y la participación comunitaria. Es el caso de la mayoría de los programas de transferencias condicionales de efectivo de América Latina y el Caribe y de la mayoría de los programas de transferencias incondicionales de efectivo del África subsahariana (véase el Cuadro 1).

La selección de beneficiarios conlleva gastos administrativos, políticos, privados, sociales y de incentivos (Coady, Grosh y Hoddinott, 2004). Los gastos administrativos son los que están relacionados con la adquisición de datos y el análisis para la selección del diseño y de la forma de ejecución. Los gastos administrativos asociados a la orientación de la ayuda no resultan fáciles de calcular por falta de datos fidedignos, pero también porque se trata de un proceso continuo. Tras la identificación inicial de los grupos que cumplen los requisitos, es necesario un control permanente de posibles fraudes o cambios en la situación social y económica de los hogares, aunque no es conveniente repetir la selección de beneficiarios con frecuencia, ya que genera una incertidumbre que podría, a su vez, influir en las decisiones de riesgo que adopten los beneficiarios (Farrington, Sharp y Sjoblom, 2007). Por último, algunos métodos de selección de beneficiarios acarrean elevados gastos administrativos, que también han de tenerse en cuenta (Coady, Grosh y Hoddinott, 2004).

La orientación de la ayuda también conlleva costos políticos. Mientras que los programas universales pueden suscitar un respaldo amplio o popular, la selección de beneficiarios de un grupo determinado puede reducir el apoyo político a un programa y, por consiguiente, su sostenibilidad. La orientación de la ayuda también puede manipularse para beneficiar a grupos que gocen del favor político. El tamaño relativo de los grupos beneficiarios y no beneficiarios podría llegar a tener una función en las elecciones de cargos públicos o fomentar la toma de decisiones políticas sobre la orientación de la ayuda.

Los beneficiarios de programas sociales también pueden incurrir en gastos, entre los que se incluyen los que están directamente relacionados con los requisitos, como la (re) certificación (es decir, el pago de tasas por documentos necesarios para participar en un programa), y los costos de oportunidad de sacrificar horas de trabajo para el envío de la solicitud. Dichos gastos podrían influir en que los beneficiarios decidan o no participar. Las unidades familiares podrían incentivar el hecho de no seguir cumpliendo los requisitos de un programa (p. ej., provocando el efecto disuasorio de ofrecer su trabajo pese a estar recibiendo prestaciones por desempleo) o cambiar de actitud en sentido positivo (p. ej., matriculando a sus hijos en la escuela para cumplir las condiciones impuestas).

Los costos sociales podrían dar lugar, por ejemplo, a que las unidades familiares que cumplan los requisitos de programas dirigidos a las categorías de personas pobres o vulnerables (como los discapacitados o los infectados por VIH/SIDA) estén socialmente estigmatizadas, o divisiones comunitarias entre quienes son beneficiarios y quienes no lo son. Cuando los miembros de la comunidad participan en la selección de los beneficiarios, pueden generarse mayores repercusiones negativas. Por citar un caso extremo, en una woreda de Etiopía, el granero de un miembro del grupo de acción de seguridad alimentaria fue incendiado por antiguos beneficiarios del PSNP tras quedar excluidos del mismo (Devereux et al., 2008).

La evaluación de los resultados de la selección de beneficiarios es fundamental para determinar si el mecanismo utilizado favorece sus objetivos de forma rentable. Existen varios instrumentos para evaluar la eficacia de los mecanismos de selección29. Uno de los que se utiliza a menudo consiste en el análisis de infiltraciones (error de inclusión) y de omisiones (error de exclusión). Los errores de inclusión se producen cuando se incluye como beneficiarias a personas que no cumplen los requisitos del programa, mientras que el error de exclusión se produce cuando se excluye a personas que sí los cumplen. Los errores pueden surgir tanto durante la fase de diseño como de ejecución (Sabates-Wheeler, Hurrell y Devereux, 2014). Durante la fase de diseño, los errores aparecen por dos motivos principales: las restricciones presupuestarias que obligan a los gobiernos a establecer un cupo de beneficiarios (ello supone omisiones previstas y no realmente un error)30; y determinadas medidas para identificar a las personas pobres. Los errores de ejecución pueden surgir debido a una tergiversación de la situación económica o social del beneficiario, la falta de documentos solicitados a los posibles candidatos y la realización ineficiente de la selección de beneficiarios. La capacidad administrativa también es importante: en el Brasil la cobertura Bolsa Família era más amplia en los municipios con un nivel superior de gestión (Portela Souza et al., 2013).
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Otra medida popular de los resultados de la selección de beneficiarios es el índice CGH, llamado así en alusión a sus creadores Coady, Grosh y Hoddinott (2004), que compara los resultados reales de la selección de beneficiarios de una actuación con un resultado común de referencia, como el que se obtiene por una asignación de prestaciones aleatoria o universal. El índice se obtiene dividiendo el porcentaje de prestaciones correspondientes a los percentiles más pobres entre el porcentaje de la población perteneciente a estos percentiles. El índice CGH se aplicó en 122 programas sociales de 48 países para el mayor análisis de la selección de beneficiarios de programas realizado hasta la fecha. Los autores determinaron que, en comparación con una hipotética asignación aleatoria, los programas podían transferir, de media, un 25 % más de recursos a los pobres. También constataron que determinados métodos, como el examen de medios y los métodos de determinación indirecta de los medios de vida, funcionaban mejor en promedio, pero observaron que los mejores métodos de calificación también presentaban una mayor variación de las puntuaciones. Llegaron a la conclusión de que ningún método de selección de beneficiarios es universalmente superior y que un mismo método puede funcionar de manera distinta, según el programa y el país.


En la práctica, la aplicación de una combinación de métodos de selección de beneficiarios da mejores resultados, aunque lo fundamental es hacerlo con eficacia, lo cual está en función de la capacidad de aplicación, la rendición de cuentas y el nivel de desigualdad, ya que cuanto mayor sea esta, más fácil será identificar a las personas pobres y vulnerables, y mejores serán los resultados de la selección en general (Coady, Grosh y Hoddinott, 2004).

Si bien la elección de los métodos de selección de beneficiarios depende de los factores que acaban de mencionarse, existen determinados instrumentos que se asocian a una mejor selección. Por ejemplo, el programa Bolsa Família del Brasil es uno de los programas con objetivos más precisos de América Latina, debido al uso de un registro unificado de hogares (CadÚnico) (Recuadro 14) (Lindert et al., 2007). Creado en 2001, este registro se utiliza para todas las actuaciones, excepto el Programa de Seguridad Social, y brinda cobertura a más de 23 millones de familias (Del Grossi y Marques, 2015; Banco Mundial, 2014). La mayor eficiencia y reducción de los costos que se han logrado mediante la utilización de un registro unificado de hogares ha despertado un gran interés en otros países, y unos 23 cuentan ahora con un registro social o lo están creando, mientras que otros diez están pensando en constituir uno (Banco Mundial, 2014).

Los registros unificados permiten que los países combinen programas con mayor eficacia. El CadÚnico del Brasil integra diez programas distintos. Juntos, un programa rural de transferencias condicionales de efectivo del Perú, selecciona a sus beneficiarios utilizando datos procedentes del Padrón General de Hogares y el Sistema de Focalización de Hogares. Estos mismos datos y sistema de selección se utilizan para otros programas sociales (como los programas en materia de nutrición Vaso de Leche, Comedores Populares y el Programa Integral de Nutrición, así como el plan gratuito del Seguro Integral de Salud. Además, los registros unificados permiten a los gobiernos crear sinergias entre ámbitos normativos como la protección social y la agricultura, cuestión que retomaremos en el Capítulo 5.

El uso de indicadores de selección de los beneficiarios es un instrumento para reducir la pobreza. Con todo, la mejora de la selección siempre tendrá un costo, lo que supone que se dispondrá de menos recursos para distribuir entre la población. Un programa bien enfocado podría, por tanto, incidir menos en la pobreza que un programa que no tuviera unos objetivos tan precisos. Como consecuencia, las evaluaciones deberían centrarse siempre en los efectos que el programa tenga sobre la pobreza, no en los resultados de selección de los beneficiarios en sí mismos (Ravallion, 2009).



La cuantía, el calendario y la previsibilidad de las transferencias son importantes

La asistencia social reduce la pobreza y el hambre, y favorece la producción cuando las transferencias logran acabar con las restricciones crediticias y de liquidez, lo que mejora la capacidad de los hogares para gestionar los riesgos. En ese sentido, los programas idóneos son los que no solo transfieren cuantías suficientes, sino que también pueden hacerlo con carácter periódico y fiable (GEI, 2011; Barca et al., 2015; Tirivayi, Knowles y Davis, 2013; Daidone et al., 2015).

En Bangladesh por ejemplo, el RMP y el programa FFA repercutieron más en el empoderamiento de la mujer y el bienestar que el IGVGD y el FSVGD, porque transfirieron mayores cantidades (casi el doble) (Ahmed, Quisumbing et al., 2009) (para más información sobre estos programas, véanse también los capítulos 2 y 3). El SCT de Malawi tuvo asimismo gran repercusión porque las transferencias, que representaban en promedio en torno al 30 % del gasto de los hogares beneficiarios (antes de la transferencia), eran relativamente cuantiosas (Boone et al., 2013). Por otro lado, las transferencias del CGP de Lesotho se destinaron principalmente a la adquisición de alimentos y a educación infantil, y tuvieron poca repercusión en las estrategias de subsistencia debido a su pequeña cuantía (Pellerano et al., 2014). En Etiopía se constata que la duración de los programas también es importante: el PSNP dio lugar a mejoras significativas en la seguridad alimentaria de quienes habían participado en él durante cinco años frente a quienes tan solo lo habían hecho uno (Berhane et al., 2011).
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Se observan grandes diferencias en el importe de las transferencias de los programas en proporción con el consumo per capita de los hogares beneficiarios. Las estimaciones basadas en los datos de ASPIRE (el Atlas de Indicadores de Protección Social de Resiliencia y Equidad del Banco Mundial) ponen de manifiesto que, cuando se expresan como porcentaje de los ingresos o el consumo de los beneficiarios, las transferencias oscilan entre el 53 % en Europa Oriental y Asia central, el 27 % en América Latina y menos del 10 % en el África subsahariana y los países en desarrollo de Asia (Fiszbein, Kanbur y Yemtsov, 2013). En América Latina, las transferencias, especialmente de los programas de mayor envergadura, parecen haberse adaptado para paliar la “brecha de la pobreza” existente en promedio. Sin embargo, Barrientos e Hinojosa-Valencia (2009) llegaron a la conclusión de que el objetivo de las transferencias se centra más en financiar la escolarización y el acceso a asistencia médica que en cerrar la brecha de la pobreza.

En el África subsahariana, el importe de las transferencias de los programas está relacionado normalmente con alguno de los objetivos que estos tengan establecidos. Por ejemplo, el modelo de Subsidios Infantiles de Zambia estaba encaminado a proporcionar al menos una comida diaria a cada uno de los miembros de los hogares, por lo que el importe se fijó en consecuencia. Otros programas se centran en la supresión de la brecha de la pobreza, el cierre de la brecha de la pobreza alimentaria o el suministro de un porcentaje de los ingresos mínimos para no traspasar el umbral de la pobreza alimentaria. Dado que la mayoría de los programas nacionales del África subsahariana tienen como objetivo fundamental la seguridad alimentaria, el umbral de pobreza alimentaria o el precio de una comida estándar son el punto de referencia que se utiliza con más frecuencia para fijar el importe de las trasferencias (Davis y Handa, 2015). En 13 programas del África subsahariana la cuantía de las transferencias se ha situado entre el 10 % y el 32 % de los ingresos per cápita de las personas pobres; concretamente, en ocho de ellos ha oscilado entre el 15 % y el 28 % (Figura 14). En Zambia el importe relativo de las transferencias del modelo de Subsidios Infantiles alcanzó casi el 30 % de los ingresos per capita, frente a menos del 10 % en el caso del programa LEAP de Ghana en sus inicios (Figura 14). Los programas que prevén transferencias más cuantiosas tienen mayor repercusión; el umbral determinante parece situarse en torno al 20 % de los ingresos per capita.
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En el caso de los países que utilizan una tasa fija, el importe per capita varía en función del tamaño del hogar. Si bien las transferencias de Kenya representaron el 14 % del consumo per capita de los hogares de tamaño medio, el porcentaje osciló entre el 10 % en el caso de los hogares grandes y el 22 % en el caso de los pequeños (Daidone et al., 2015). Las transferencias de Kenya (CT-OVC y HSNP) y Zambia (modelo de Subsidios infantiles) no se ajustaban al número de niños por unidad familiar; como consecuencia, los efectos fueron mayores en los hogares más pequeños. El importe de las transferencias también puede disminuir con el tiempo si no se ajusta a la inflación: en Kenya (CT-OVC) el importe real de las transferencias descendió en casi el 60 % debido a la inflación registrada entre 2007 y 2011.

La mayoría de las transferencias de asistencia social están diseñadas para sufragar el consumo de una canasta de productos alimentarios mínimos, por lo que, si se pretenden conseguir efectos adicionales, su cuantía debería aumentarse en consecuencia. Los datos disponibles ponen de manifiesto una amplia gama de importes de transferencias, aunque en muchos de los países más pobres estas son muy inferiores a lo que sería necesario para cerrar la brecha (Fiszbein, Kanbur y Yemtsov, 2014).

Puede que la planificación y la previsibilidad de las transferencias sean igual de importantes. Los hogares beneficiarios no utilizarán igual las transferencias irregulares de sumas globales que las transferencias periódicas y previsibles. Los pagos tardíos e inestables mermaron los efectos favorables de varios programas de transferencias de efectivo del África subsahariana (Barca et al., 2015; Daidone et al., 2015). Si las transferencias no son periódicas ni estables, resulta difícil que las unidades familiares planifiquen y moderen el consumo con el tiempo y, por lo tanto, que varíen de forma sostenible la cantidad y la calidad de su dieta. Probablemente esto contribuyó a que los programas de transferencias de efectivo en Ghana y Lesotho no tuvieran repercusión (Handa et al., 2013; Pellerano et al., 2014). Los pagos variables se ahorrarán o bien se destinarán a la adquisición de artículos más caros (Haushofer y Shapiro, 2013; Handa et al., 2013). Más aún, la regularidad y la estabilidad incrementan las perspectivas de los hogares beneficiarios, lo que les permite afrontar riesgos y crisis de forma más eficaz y, por lo tanto, evitar estrategias de supervivencia “negativas”, como vender ganado en condiciones desfavorables y desescolarizar a los niños. Al mismo tiempo, las unidades familiares pueden evitar las estrategias de producción de aversión al riesgo y, en su lugar, asumir mayores riesgos cultivando productos o realizando actividades que sean más rentables. Los pagos periódicos y fiables incrementan la confianza, la solvencia y la capacidad para planificar, al tiempo que disminuyen la presión sobre los mecanismos informales de seguro. Asimismo, contribuyen a que las unidades familiares tomen parte en redes sociales (Barca et al., 2015).



Factores del hogar que influyen en las repercusiones de los programas

Los criterios de selección de los beneficiarios influyen considerablemente en las características demográficas de los hogares beneficiarios de los programas, como el número de adultos en edad de trabajar. Estas, a su vez, explican que haya diferencias de repercusión entre los programas (Winters y Davis, 2009; Daidone et al., 2015). Por ejemplo, el programa LEAP de Ghana va dirigido a las personas pobres y vulnerables, y entre los hogares beneficiarios del mismo se incluye un porcentaje relativamente elevado de ancianos y niños mayores frente a una cifra relativamente baja de adultos en edad de trabajar. El programa CT-OVC de Kenya y el programa CGP de Lesotho se centran en la pobreza infantil, y entre los hogares beneficiarios de los mismos se incluyen a menudo huérfanos y otros niños vulnerables. Por el contrario, el modelo de Subsidios Infantiles de Zambia va dirigido a hogares con niños de edades comprendidas en los 0 y los 5 años que convivan con otros relativamente pequeños y que, por lo tanto, estén compuestas de relativamente más adultos en edad de trabajar.

Estas diferencias demográficas también se reflejan en las repercusiones para los hogares. Por ejemplo, los hogares que disponen de más mano de obra están en mejores condiciones de aprovechar el efectivo para inversiones productivas a corto y largo plazo. El hecho de que las trasferencias de Zambia sean más cuantiosas que las de los otros tres programas puede explicar en parte por qué la respuesta del lado de la oferta de mano de obra y su reasignación es mucho más contundente en Zambia que en los demás programas (Cuadro 2). Asimismo, la respuesta inversora de los beneficiarios de Zambia en lo que respecta a los insumos agrícolas, las herramientas, la adquisición de ganado y las empresas no agrícolas fue mucho más contundente (Daidone et al., 2015). También intervienen otros factores, que se analizan a continuación, cuyos efectos es imposible determinar con claridad. Por consiguiente, el Cuadro 2 es meramente indicativo.
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El acceso a los bienes de capital y a los recursos, además de la mano de obra, facilita asimismo el uso productivo de las transferencias de efectivo. Los hogares que pueden acceder a más tierras, herramientas o educación parecen estar en mejores condiciones para destinar el efectivo a fines productivos y, por consiguiente, tienen más posibilidades de seguir progresando. En general, las transferencias de efectivo resultan más eficaces para generar una respuesta del lado de la producción cuando la principal limitación es el capital circulante en lugar de la disponibilidad de tierra. Cuando los terrenos son escasos, las necesidades básicas son a menudo la principal prioridad, y la inversión en insumos agrícolas no suele ser factible (Barca et al., 2015).



Los efectos varían en función del sexo

La disparidad de efectos también obedece a que las mujeres y los hombres no emplean las transferencias del mismo modo31. En primer lugar, muchos programas de protección social van dirigidos a las mujeres, porque un número considerable de investigaciones pone de manifiesto que dar a las mujeres mayor control del gasto familiar incrementa el desembolso en alimentos, salud, educación, vestimenta y nutrición infantiles, además de mejorar los recursos humanos (Holmes et al., 2014; FAO, 2011; Yoong, Rabinovich y Diepeveen, 2012). Los efectos también pueden variar en función del sexo de los niños (Yoong, Rabinovich y Diepeveen, 2012; Duflo, 2003).

Además, muchos estudios ponen de manifiesto que los programas de transferencias tienen asimismo repercusiones imprevistas que varían en función del sexo. Por ejemplo, tal vez los hombres y las mujeres no inviertan en el mismo tipo de ganado: en general, las mujeres parecen preferir los animales de cría, como las cabras, las ovejas, los cerdos y las aves de corral, mientras que los hombres se decantan por ganado de mayor tamaño, como reses, caballos y camellos (Martínez, 2004; FAO, 2009; Tirivayi, Knowles y Davis, 2013). Dichas diferencias se reflejan además en el modo en que los activos se emplean en respuesta a crisis. Por ejemplo, en Bangladesh las mujeres se deshicieron más rápido de sus activos para poder tratar las enfermedades de sus familiares, mientras que los hombres destinaron normalmente los suyos a sufragar gastos de bodas y dotes (Quisumbing, Kumar y Behrman, 2011). Por lo que respecta al número de cabezas de ganado, el SCT de Malawi influyó más en los hogares cuyo cabeza de familia era una mujer, ya que partían con mucho menos (Covarrubias, Davis y Winters, 2012). En todas las regiones, las mujeres tenían en general bastantes menos animales propios que los hombres (FAO, 2009).

Por último, las decisiones que influyen en la oferta de mano de obra pueden variar en función del sexo. Por ejemplo, en el caso del programa CT-OVC de Kenya las transferencias facilitaron que las mujeres formaran parte de la población activa, especialmente las que residían en zonas más alejadas (Asfaw et al., 2014). Dada la función que desempeña la mujer como cuidadora y cocinera, los ingresos adicionales también pueden provocar que pase a dedicarse a labores domésticas y al cuidado de familiares, en lugar de trabajar fuera del hogar.



El diseño del programa importa

Los distintos programas también logran efectos diversos, porque sus instrumentos son diferentes. Por ejemplo, los programas condicionales influyen más en el comportamiento que los programas incondicionales. En Bangladesh el RMP genera la mayor tasa de ahorro (en comparación con los programas FFA, IGCGD y FSGVD), porque el incremento de esta es una de sus condiciones (Ahmed, Quisumbing et al., 2009). En los programas de Burkina Faso que exigían a los progenitores que se asegurasen de que sus hijos menores de cinco años participaban en actividades trimestrales de vigilancia del crecimiento infantil en centros sanitarios locales se constató que las transferencias condicionales de dinero en efectivo incrementaban considerablemente el número de consultas médicas preventivas, no así las transferencias de efectivo incondicionales (Akresh, de Walque y Kazianga, 2012).

Sin embargo, en los programas incondicionales del África subsahariana se pone de manifiesto que, al menos en lo que se refiere a la escolarización, se lograron efectos favorables en comparación con los programas de transferencias condicionales de efectivo de todo el mundo (Equipo de evaluación del programa CT-OVC de Kenya, 2012; Baird et al., 2013). En muchos programas del África subsahariana, las condiciones explícitas se sustituyen parcialmente por el envío de mensajes, lo que también se ha constatado que tiene un fuerte efecto (véase el Recuadro 6, pág. 30). No es conveniente imponer condiciones en materia de salud o educación si no existen centros sanitarios o escuelas, o son de difícil acceso (Grosh et al., 2008; Handa y Davis, 2006).



Los mercados también importan

La naturaleza de la economía local también influye en la clase y el alcance de los efectos productivos que van a tener los programas de transferencias de efectivo. En las zonas rurales, las restricciones de los mercados pueden ser especialmente limitantes debido a la baja densidad demográfica, el bajo nivel de inversión oficial y unas infraestructuras públicas inadecuadas.

Donde los mercados son más desarrollados, las repercusiones de las transferencias de efectivo en las estrategias de subsistencia tienden a resultar más intensos (Barca et al., 2015). En general, la importancia de las condiciones de mercado ha estado relacionada con la disponibilidad de factores de producción. Por ejemplo, las inversiones en economía agrícola de los hogares de Kenya fueron más frecuentes en el distrito de Owendo que en el de Kangundo, debido a la mayor disponibilidad de tierras, ganado y mano de obra y a que los cultivos comerciales de caña de azúcar estaban muy extendidos. En Kangundo, donde las oportunidades económicas que ofrecía la economía agrícola eran más limitadas, las transferencias de efectivo se utilizaron principalmente como mecanismo de red de protección. En Ghana y Kenya, la capacidad para contratar mano de obra en las granjas es fundamental para facilitar la participación de los beneficiarios en nuevos tipos de actividades económicas. Y en Malawi, los beneficiarios de transferencias de efectivo que residían en zonas mejor comunicadas con los mercados invirtieron a menudo en pequeñas empresas, al contrario de los que vivían en zonas remotas (OPM, 2014).

Al mismo tiempo, los programas de protección social tienen repercusión en los mercados locales. Este efecto es más pronunciado alrededor de los días de pago, aunque las transferencias no suelen ser lo suficientemente cuantiosas como para originar nuevos mercados (Barca et al., 2015). Los efectos pueden depender del tamaño de la comunidad de beneficiarios en comparación con el tamaño del mercado.



Mensajes clave


	Una selección de los beneficiarios hecha con precisión es un factor determinante para que las transferencias sociales logren alcanzar sus objetivos. No obstante, los costos que conlleve deben sopesarse con respecto a las cuantías transferidas. Cada método de selección genera costos y beneficios, y ninguno es el preferido de todos. La aplicación es fundamental, independientemente del método. En la mayoría de los programas se eligen múltiples métodos para combinar los puntos fuertes de cada método.

	El importe, la planificación y la previsibilidad de las transferencias de ingresos son fundamentales para obtener buenos resultados. El volumen de la transferencia debe ser suficiente como para permitir que se incremente el consumo de los beneficiarios de acuerdo con los objetivos del programa, así como en otras necesidades. Asimismo, para superar las restricciones crediticias y de liquidez y ayudar a las unidades familiares a gestionar el riesgo, las transferencias deben ser periódicas y fiables.

	Las características del hogar, especialmente la disponibilidad de mano de obra y el sexo de los beneficiarios, influyen en las repercusiones del programa. La dinámica de género afecta tanto al modo de gastar o invertir los ingresos de las transferencias como de administrar los activos y los recursos.

	A la hora de diseñar programas, será el contexto local el que determine cuándo establecer condiciones o enviar mensajes sencillos, aunque ambos métodos consiguen influir en el comportamiento de los beneficiarios. En algunos contextos, los programas incondicionales, se envíen o no mensajes, tienen los mismos efectos en el comportamiento de los beneficiarios que los programas condicionales.




5.La protección social y el desarrollo agrícola

Los datos presentados en los capítulos anteriores proporcionan argumentos sólidos para adoptar medidas de protección social, en particular las transferencias de ingresos, dirigidas a los hogares rurales, que representan la gran mayoría de las personas pobres del mundo y cuyos ingresos dependen en gran medida de la agricultura. Si bien los beneficiarios de las transferencias de protección social pueden llegar a ser mucho más productivos, la adquisición de los alimentos que producen y otros bienes y servicios locales puede estimular también la economía local más en general. Pero la protección social, aun siendo esencial para las personas pobres y vulnerables, no transformará las economías locales por sí sola: únicamente puede desempeñar una función de apoyo. La protección social no puede abordar todas las limitaciones estructurales, las debilidades del mercado ni la falta de infraestructuras a las que se enfrentan los hogares agrícolas rurales. Para combatir la pobreza y la inseguridad alimentaria en el contexto del desarrollo rural y la transformación agrícola, son necesarias políticas e intervenciones tanto en materia de protección social como de agricultura.

En este capítulo se analiza una serie de opciones para reunir y coordinar mejor las intervenciones de protección social y agricultura. Las opciones van desde programas independientes, específicos del sector, de protección social o agricultura que, en virtud de su diseño, reflejan cómo aunar ambas esferas en intervenciones integradas que combinan tanto la protección social como la agricultura, hasta intervenciones sectoriales armonizadas a fin de aumentar al máximo los aspectos complementarios y reducir las contradicciones (Gavrilovic et al., 2015). Estas clasificaciones son flexibles y adoptan enfoques combinados u ordenados en secuencias de diversas maneras.

Los programas individuales, específicos del sector o independientes pueden aunar la protección social y la agricultura. Las intervenciones de protección social pueden diseñarse para mejorar los medios de vida agrícolas de sus beneficiarios. El programa HSNP de Kenya, por ejemplo, permite a los beneficiarios cobrar el dinero en efectivo de las transferencias en el momento y el lugar en que lo soliciten, con el fin de tener en cuenta sus medios de vida de pastores seminómadas. Como se ha señalado en el Capítulo 4, incluso modificando el diseño y la realización de las intervenciones de protección social, por ejemplo, la cuantía, los plazos de ejecución y la periodicidad de las transferencias de efectivo, pueden reforzarse las repercusiones de estas medidas en la agricultura. Desde la perspectiva de la agricultura, las subvenciones a los insumos pueden diseñarse para llegar a los pequeños agricultores familiares vulnerables a fin de facilitar su acceso a los insumos agrícolas.

La protección social y la agricultura pueden vincularse entre sí en programas conjuntos con la finalidad de atender las necesidades de grupos específicos de la población destinataria por medio de ambos tipos de intervención. Los programas de protección social pueden combinarse en un conjunto de medidas agrícolas complementarias, como en el caso de las obras públicas en el marco del PSNP y el OFSP/HABP en Etiopía, o mediante la vinculación de las transferencias de efectivo en el marco del CGP de Lesotho con programas de horticultura doméstica. Los programas de protección social también pueden combinarse con medidas de inclusión financiera para ayudar a las familias a acumular ahorros y activos, como en el caso del programa Visión 2020 Umurenge, de Rwanda. La protección social y la agricultura también pueden unirse en programas integrados, como el modelo bengalí de “independización” del BRAC, que combina un único conjunto de activos productivos, dinero en efectivo o ayuda alimentaria, ahorros, formación, asistencia sanitaria e integración social. Las intervenciones también pueden realizarse de forma gradual o por etapas: a medida que los hogares mejoran progresivamente su bienestar, pueden ser objeto de un repertorio más amplio de intervenciones agrícolas complementarias destinadas a coadyuvar a los agricultores en la mejora de la producción y la generación de ingresos derivados de la actividad agrícola.

La mayor armonización de los programas también permite crear sinergias entre la protección social y el desarrollo agrícola. Puesto que los vínculos entre la agricultura y la protección social se producen a diferentes niveles (es decir, el hogar y la comunidad local o la economía regional), existen importantes oportunidades para aprovechar las interacciones entre los instrumentos, incluso cuando no se ejecutan en los mismos lugares ni se dirigen a los mismos beneficiarios. Por ejemplo, las intervenciones agrícolas, como los programas de compras institucionales, pueden dirigirse a los pequeños agricultores familiares con potencial de producción en las mismas zonas geográficas en que se ejecutan los programas de protección social, como la alimentación escolar. En los casos en que existen programas individuales, el reto consiste en mejorar su armonización y cobertura. Por ejemplo, pueden alinearse una serie de intervenciones bien coordinadas de protección social y agricultura para atender las necesidades de distintos grupos de personas pobres.

La parte restante de este capítulo se centra con mayor detalle en una serie de enfoques y problemas más comunes y en los datos pertinentes para lograr una coherencia entre la protección social y la agricultura. En concreto, se aborda una serie de ejemplos de programas conjuntos, se analizan dos políticas agrícolas importantes (subvenciones a los insumos y crédito) y cuestiones relacionadas con la mejora de la coherencia de los mismos en lo referente a la protección social y se examinan los programas de compras institucionales. En la sección final se aborda uno de los principales problemas operativos en cuanto al logro de una mayor coherencia entre la protección social y la agricultura, a saber, la selección de los beneficiarios.



Cómo combinar las intervenciones en programas conjuntos

Cada vez van siendo más los datos sobre las repercusiones de los programas conjuntos que confirman los beneficios de combinar las intervenciones. En Etiopía, las familias que se beneficiaron solo de las transferencias efectuadas en el marco del PSNP no compraron insumos agrícolas y únicamente realizaron limitadas inversiones agrícolas (Hoddinott et al., 2012). Sin embargo, es más probable que los hogares con acceso tanto al PSNP como al conjunto de medidas complementarias de apoyo a la agricultura (OFSP/HABP) gocen de seguridad alimentaria, obtengan préstamos con fines productivos, utilicen mejores tecnologías agrícolas y realicen sus propias actividades no agrícolas (Gilligan, Hoddinott y Taffesse, 2008; Berhane et al., 2014). Esta complementariedad puede ir en ambos sentidos, puesto que los esfuerzos para mejorar los rendimientos a través de los programas OFSP/HABP eran a veces más efectivos cuando se combinaban con las transferencias efectuadas en el marco del PSNP (Hoddinott et al., 2012).

La comparación de cuatro programas de asistencia social en Bangladesh (IGVGD, FSGVD, FFA y RMP, véanse asimismo los capítulos 2 y 3) mostró que las intervenciones complementarias, además del suministro de alimentos y las transferencias de efectivo, tuvieron efectos positivos. Por ejemplo, el IGVGD contemplaba la concesión de microcrédito, que tuvo mayores repercusiones, en relación con otros programas, sobre los bienes pecuarios y avícolas. En el marco de estos cuatro programas también se impartió capacitación en actividades que generan ingresos, aptitudes para la vida, alfabetización y enseñanza de aritmética elemental y se sensibilizó acerca de cuestiones sociales, jurídicas, sanitarias y nutricionales. La capacitación en actividades que generan ingresos fue bastante eficaz, ya que los participantes del programa señalaron que habían emprendido posteriormente tales actividades (Ahmed, Quisumbing et al., 2009).

En Bangladesh, el programa CFPR-TUP del BRAC es otro ejemplo de las múltiples intervenciones que implica un programa de protección social que en última instancia pretende sacar a las poblaciones más pobres de la pobreza y aumentar su participación en los programas de microcréditos. A raíz de las evaluaciones de los efectos de las fases primera y segunda del programa, se observó un incremento en la propiedad de los activos agrícolas, el empleo por cuenta propia, los ahorros, el acceso a la tierra, la seguridad alimentaria, los ingresos y una disminución de la pobreza (Rabbani, Prakash y Sulaiman, 2006; Das y Shams, 2011). Resulta difícil aislar los efectos de las distintas intervenciones del programa CFPR-TUP; no obstante, los datos disponibles muestran que los programas polifacéticos —es decir, aquellos que integran una serie de intervenciones, incluidas las transferencias condicionales o incondicionales de efectivo, las subvenciones a los activos para la generación de ingresos, la formación profesional, inversiones comunitarias, el desarrollo social y la movilización de las élites locales y el apoyo a la salud y la nutrición— pueden promover eficazmente el objetivo más ambicioso de mejorar de forma sostenible el bienestar (Ahmed, Rabbani et al., 2009; Sabates-Wheeler y Devereux, 2014)32. Los factores determinantes del éxito del programa fueron la asignación inicial de manutención (para mitigar el hecho de que los activos no generan ingresos de forma inmediata), la vinculación de las transferencias de activos a ciertas empresas que generan ingresos y la formación profesional (Sabates-Wheeler y Devereux, 2011).

En el Perú, los beneficiarios del programa social de transferencias de efectivo Juntos también recibieron el apoyo del programa de desarrollo rural Haku Wiñay destinado a reforzar las capacidades productivas y de generación de ingresos de los agricultores en situación de extrema pobreza a través de medidas de apoyo complementarias para mejorar los sistemas de producción y las condiciones sanitarias, respaldar a las empresas rurales e impartir educación financiera. Para alentar a los hogares a adoptar tecnologías sencillas y de bajo costo, tales como sistemas de riego por aspersión, la horticultura al aire libre en las fincas, el cultivo de parcelas con pastos mixtos, la agroforestería, la producción de abonos orgánicos y la cría de cobayas y gallinas, Haku Wiñay ofrece a los beneficiarios de Juntos activos productivos, asistencia técnica y capacitación33. Los resultados preliminares de una evaluación de los efectos muestran que, transcurridos dos años, las fuentes de ingresos relacionadas con la producción y la elaboración de productos agropecuarios aumentaron más rápidamente entre los hogares beneficiarios con respecto a los no beneficiarios (Escobal y Ponce, 2015).



Las intervenciones complementarias son esenciales para abordar la malnutrición de forma efectiva

Las causas inmediatas que explican la obtención de mejores resultados en la nutrición son complejas y multidimensionales. Entre ellas figuran la disponibilidad de suficientes alimentos inocuos, variados y nutritivos, y el acceso a ellos; el acceso a agua limpia, saneamiento y atención sanitaria; y una alimentación infantil y hábitos alimenticios en adultos apropiados. Las causas fundamentales de la obtención de mejores resultados nutricionales son incluso más complejas y abarcan el entorno económico, social, político, cultural y físico más amplio. La asistencia social es un instrumento importante para mejorar los resultados nutricionales entre las poblaciones pobres, pero no puede eliminar de forma sostenible la pobreza y la malnutrición por sí sola: se precisan medidas integradas e intervenciones complementarias en la agricultura y el sistema alimentario en general, la sanidad pública y la educación, así como en ámbitos de políticas más amplios (Recuadro 15) (OPM, 2013a).

El aumento de la disponibilidad de micronutrientes plantea un reto especial. Los proyectos de huertos domésticos en pequeña escala destinados a fomentar el consumo de frutas y hortalizas en los hogares constituyen un planteamiento adecuado para los hogares pobres; estos proyectos pueden ir acompañados de programas de asistencia social. La horticultura doméstica ya se practica mucho, puede resultar eficaz a pequeña escala y es viable en la mayor parte de los lugares, aunque las limitaciones en materia de agua y mano de obra pueden plantear dificultades y deben estudiarse con cuidado al diseñar el proyecto (FAO, 2013a). Un ejemplo de una intervención de producción doméstica que se ha ampliado con éxito es el proyecto de producción de alimentos caseros ejecutado hace casi dos décadas en Bangladesh por Helen Keller International. Inicialmente centrado en la promoción de los huertos familiares para mejorar la ingesta de micronutrientes, el alcance del proyecto se amplió posteriormente para incluir también la cría de animales pequeños y la educación nutricional (Iannotti, Cunningham y Ruel, 2009). En Lesotho, se combinó una intervención experimental de huertos familiares con el programa CGP de transferencias de efectivo del Gobierno. La combinación de ambas intervenciones tuvo mayores repercusiones sobre la seguridad alimentaria, respecto a los hogares con una capacidad de trabajo limitada, que los huertos keyhole por sí solos (Dewbre et al., 2015)34.

En algunas comunidades, la ingesta de micronutrientes se puede incrementar de forma más eficaz fomentando la ganadería. En Etiopía, por ejemplo, el proyecto de desarrollo de las cabras lecheras de FARM-África se basa en el importante papel que desempeña el ganado caprino en los sistemas agropecuarios mixtos de algunas comunidades y logró mejorar satisfactoriamente el estado nutricional y el bienestar familiar de los participantes en el proyecto (Ayele y Peacock, 2003). También en Etiopía, el proyecto Milk Matters de la Alianza Internacional Save the Children, fomentó la ganadería y la producción pecuaria entre los pastores, mejorando al mismo tiempo el estado nutricional de los niños (Sadler et al., 2012).

Sumberg y Lankoandé (2013) examinaron varios proyectos de novillas en depósito (conocidos también como créditos ganaderos en especie)35. Concluyeron que, pese a no utilizarse en estos proyectos la expresión “protección social”, los objetivos de la creación de activos, la mejora de la nutrición y el aumento de los ingresos, así como los grupos destinatarios previstos, tenían fuertes afinidades con los programas de protección social. Sin embargo, advirtieron que los resultados de los proyectos dependían de una gran variedad de circunstancias y que era menos probable que las poblaciones más pobres pudieran gestionar las demandas y los riesgos asociados con los bienes pecuarios. En una evaluación reciente de los efectos del programa rwandés de Heifer Internacional de donación de vacuno de leche y caprino de carne se constató un aumento considerable del consumo de productos lácteos y cárnicos en los hogares de Rwanda que habían recibido vacas lecheras o caprino de carne, respectivamente (Rawlins et al., 2014). Los autores también observaron que el programa no incluía a las poblaciones más pobres (o más ricas), aunque la selección de beneficiarios sí contemplaba una evaluación de las necesidades.

Hay muchos factores que determinan la eficacia de las estrategias de producción doméstica de alimentos y sus repercusiones sobre la nutrición (Girard et al., 2012). Cuando las enfermedades infecciosas son comunes, las repercusiones de las estrategias de producción son limitadas en ausencia de intervenciones adicionales. En general, los escasos datos existentes indican que estas estrategias de producción pueden incrementar la ingesta de alimentos ricos en micronutrientes cuando tienen unos objetivos nutricionales claros e integran consideraciones relativas al género y la educación nutricional.
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Es importante incluir la educación nutricional, ya que puede incrementar las repercusiones sobre los resultados nutricionales de los programas de asistencia social, los proyectos de huertos domésticos y otras intervenciones agrícolas. La educación nutricional se define con frecuencia a grandes rasgos como una serie de programas integrales que incluyen un conjunto de intervenciones en materia de información dirigidas a aumentar los conocimientos de los consumidores sobre lo que constituye una buena nutrición. El objetivo final es un cambio en el comportamiento para que las personas elijan dietas más nutritivas y estilos de vida más sanos. Esos programas pueden contener elementos de capacitación, campañas de información pública y reglamentación de la publicidad y el etiquetado en lo referente a la nutrición. La educación, acompañada de otras intervenciones para mejorar el acceso a alimentos variados y nutritivos, puede resultar especialmente eficaz. La educación nutricional, que incluye a la vez la educación en general y la educación sobre nutrición, es un medio eficaz para mejorar la nutrición (FAO, 2013a). En las secciones que figuran a continuación, se abordan dos políticas agrícolas importantes —las subvenciones a los insumos y el crédito— y cuestiones relacionadas con la mejora de la coherencia con la protección social.



Protección social y subvenciones a los insumos agrícolas

Las subvenciones a los insumos formaban parte integrante del programa de seguridad alimentaria en las décadas de 1960 y 1970, pero se interrumpieron de forma generalizada a favor de soluciones orientadas al mercado con objeto de combatir la pobreza rural y la inseguridad alimentaria en las zonas rurales. No obstante, tras un período de mayor inseguridad alimentaria, las subvenciones a los insumos, en particular a los fertilizantes, han vuelto a tener una amplia aceptación en África, Asia y América Latina y el Caribe, especialmente tras el brusco incremento de los precios de los alimentos y los costos de los fertilizantes después de 2006. Actualmente, constituyen la medida de apoyo a la producción más popular utilizada, aunque por lo general son en pequeña escala y específicas de la región de América Latina y el Caribe (Cuadro 3) (Demeke et al., 2014). Los ministerios de agricultura establecen por lo general las subvenciones a los insumos; no obstante, a menudo se considera que forman parte tanto de la política de protección social como de la política agrícola ya que están dirigidas a los pequeños agricultores familiares de ingresos bajos o porque su objetivo consiste en mejorar la seguridad alimentaria de los hogares y reducir el hambre.

En el África subsahariana, esta política ha cobrado impulso tras la primera Cumbre Africana sobre Fertilizantes, celebrada en Abuja (Nigeria), en 2006, en la que se hizo un llamamiento a fin de que los Estados miembros de la Unión Africana mejoraran el acceso de los agricultores a los fertilizantes mediante la concesión de subvenciones específicas, prestando especial atención a los agricultores pobres (Druilhe y Barreiro-Hurlé, 2012). Las subvenciones a los fertilizantes también son atractivas puesto que pueden incrementar la producción de alimentos en un plazo relativamente corto y porque el uso de fertilizantes por hectárea en el África subsahariana es muy bajo en comparación con otras regiones. Por ejemplo, las tasas medias de aplicación de fertilizantes fueron de 150 kg/ha en Asia frente a 7 kg/ha en el África subsahariana (Druilhe y Barreiro-Hurlé, 2012).
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Uno de los programas más estudiados es el Programa de Subvenciones a los Insumos Agrícolas (FISP) de Malawi. Emprendido en la temporada 2005/06, a raíz de una grave sequía en 2004/05 y un período prolongado de escasez de alimentos, el objetivo del FISP es reforzar la seguridad alimentaria de los hogares al aumentar la producción y reducir o estabilizar los precios de los alimentos. El programa abarca más de 1,7 millones de hogares, más de la mitad de todos los hogares y más del 60 % de los pequeños agricultores familiares, y proporciona semillas de maíz y fertilizantes subvencionados a un costo de un 3 % aproximadamente del PIB en 2011/12 (Chirwa y Dorward, 2013).

[image: Image]

Se han constatado repercusiones significativas en los hogares, los mercados y la economía (Recuadro 16). Se han observado importantes efectos positivos en cuanto a la mayor disponibilidad de maíz y a la disminución del precio de este cereal en los mercados rurales, así como el aumento salarial respecto a la mano de obra agrícola (ganyu). La producción de maíz en el país aumentó de 1,2 millones de toneladas en 2004 a 3,6 millones de toneladas en 2013, y fue superior a las necesidades nacionales anuales a partir de 2005 (FAO, 2015a)36. La combinación de la mejora de la producción de maíz, la disminución de su precio y los mayores rendimientos para ganyu redujo el hambre en los hogares rurales aquejados de inseguridad alimentaria. Los hogares que recibieron cupones del FISP tenían un 22 % más de posibilidades de indicar que la producción de maíz era “adecuada”. Dos terceras partes de los hogares señalaron que la seguridad alimentaria había mejorado en las familias y las comunidades como resultado del programa de subvenciones (Chirwa y Dorward, 2013). El éxito del programa al incrementar la producción llevó a otros países subsaharianos a introducir planes similares. En general, estos han sido satisfactorios al aumentar los rendimientos y la producción agrícolas, aunque con frecuencia no está claro qué repercusiones tienen sobre la seguridad alimentaria de los hogares debido a la falta de evaluaciones de los efectos (Druilhe y Barreiro-Hurlé, 2012).

En la medida en que los programas de subvenciones a los insumos contribuyen a una mayor seguridad alimentaria a través de una mayor disponibilidad de alimentos básicos a precios inferiores, también benefician a las poblaciones pobres y puede considerarse que se corresponden con los objetivos de las políticas y programas de protección social, y que contribuyen a ellos. Pero, en general, estos programas no están dirigidos a los pobres y no llegan a ellos (Cuadro 4). Por ejemplo, en Zambia, el 73 % de las explotaciones familiares en pequeña escala cultiva menos de dos hectáreas y el 78 % de ellas se hallan en condiciones de extrema pobreza. Sin embargo, el 55 % de las subvenciones a los insumos fueron al 23 % de los hogares que cultivaban más de dos hectáreas (Mason, Jayne y Mofya-Mukuka, 2013). Asimismo, el programa de Malawi estaba dirigido a agricultores pobres que disponían de alguna parcela de terreno y de la capacidad para labrarla, y no necesariamente a las poblaciones más pobres (Kilic, Whitney y Winters, 2015).
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Los programas de subvenciones a los fertilizantes absorben gran parte de los presupuestos públicos para la agricultura, por ejemplo, en 2011, Burkina Faso, Etiopía, Ghana, Kenya, Malawi, Malí, Nigeria, el Senegal, la República Unida de Tanzanía y Zambia destinaron a la agricultura 1 000 millones de dólares estadounidenses, esto es, el 28,6 % del gasto público (Jayne y Rashid, 2013)37. Los vínculos de estos programas individuales e independientes de insumos con la protección social podrían incluir la mejora de la cobertura de las subvenciones a los insumos para llegar a los hogares más pobres, por ejemplo, mejorando la selección de los beneficiarios o ajustando el tamaño y el tipo de paquetes de insumos a las necesidades específicas de los pequeños agricultores familiares. La mejor manera de llegar a los más pobres es a través de paquetes de insumos pensados para satisfacer sus necesidades. Por ejemplo, en Zambia, el Programa del Conjunto de Medidas de Seguridad Alimentaria está dirigido a las familias que cultivan menos de 0,5 hectáreas y consiste en una serie de insumos para 0,25 hectáreas de cereales, 0,25 hectáreas de yuca y 0,25 hectáreas de hortalizas. Es gratuito durante los dos primeros años; después los agricultores deben reembolsar la mitad del valor en especie. La escala del programa es relativamente reducida, ya que recibe únicamente el 5 % del valor asignado al FISP (Burke, Jayne y Sitko, 2012). Otra opción consiste en combinar estos programas con transferencias sociales de efectivo que proporcionan a los beneficiarios más pobres la liquidez adicional necesaria con el fin de sufragar la parte “no subvencionada” de los insumos.



El crédito a la agricultura

Las restricciones al crédito son un obstáculo importante para la inversión agrícola. Se concede relativamente poco crédito a la agricultura y muchos productores agrícolas tienen dificultades en este aspecto. Los hogares rurales tienen un acceso limitado al crédito institucional. En algunas zonas del África oriental y occidental, por ejemplo, Adesina (2010) observó que solo el 3 % del crédito comercial se destinaba a la agricultura, pese a que el sector representaba del 50 % al 70 % del PIB. Asimismo, en Honduras, Nicaragua y el Perú, el 40 % de todos los productores agrícolas tenía un acceso limitado al crédito (Banco Mundial, 2007). Zezza et al. (2007) observaron que en 10 países del África subsahariana, América Latina y Asia, menos del 40 % de los hogares agrícolas recurría al crédito (que incluye préstamos de miembros de la familia y familiares), y en la mayor parte de los países no más de uno de cada 10 hogares agrícolas, aproximadamente, recurría al crédito. Ello se debe en parte a que el crédito no institucional es a menudo muy costoso (Banerjee y Duflo, 2007). En muchos países es prioritario poner remedio a las deficiencias del mercado de créditos mediante programas especiales, sistemas de garantías crediticias y bancos especializados. Casi todos los países asiáticos, latinoamericanos y caribeños, y la mayor parte de los países africanos, están tomando medidas para facilitar la concesión de créditos al sector agrario (Cuadro 5).

En el Brasil, el apoyo y la promoción de la agricultura familiar han constituido en los últimos años una prioridad del Gobierno. A tal fin, se creó en 2003 el Programa Nacional de Fortalecimiento de la Agricultura Familiar (Programa Nacional de Fortalecimento da Agricultura Familiar [Pronaf]). Incluye, entre otras actividades, la concesión de créditos para actividades productivas en las zonas rurales. En los últimos años, el Pronaf ha financiado cerca de dos millones de préstamos, por valor de unos 10 000 millones de dólares estadounidenses, especialmente en las regiones donde se concentra la pobreza rural. El crédito se concede actualmente a una tasa de interés anual subvencionada del 2 % para apoyar las explotaciones familiares y está cubierto por un seguro (Recuadro 17) (Del Grossi y Marques, 2015).
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En el marco del Pronaf también se conceden microcréditos a los agricultores más pobres con ingresos anuales brutos de hasta 20 000 reales (unos 8 800 dólares estadounidenses). El microcrédito está más generalizado en el nordeste del Brasil, donde el Banco del Nordeste del Brasil ofrece una línea de crédito denominada “Agroamigo” que presta servicios de supervisión directa a los agricultores a través de un consultor, que les ayuda asimismo a elaborar planes de inversión. En 2013, los préstamos de microcréditos de Agroamigo representaron más del 20 % de todos los préstamos del Pronaf.

No obstante, el objetivo de ofrecer directamente a las poblaciones más pobres (micro)créditos ha resultado ser una tarea ardua. En realidad, la mayor parte de los 150 millones en que se estima el número de clientes de microcréditos en el mundo vive justo por debajo del umbral de la pobreza y, con mayor frecuencia, se sitúa apenas por encima del mismo (Hashemi y de Montesquiou, 2011). En otras palabras, no es el sector más pobre. Ello se debe a que los hogares más pobres a menudo carecen de los activos y habilidades necesarios para aprovechar el crédito, y pueden tener dificultades para reembolsar incluso pequeños préstamos. Además, aunque se ha demostrado que el microcrédito ha mejorado el bienestar de los hogares de Bangladesh (Khandker y Samad, 2014), no siempre es así. Los datos recientes de seis estudios atestiguan que el microcrédito había tenido efectos desiguales sobre el consumo de alimentos (en la mayor parte de los casos no había tenido ningún efecto). Por otra parte, estos estudios no hallaron pruebas claras de que el microcrédito redujera la pobreza o mejorara el nivel de vida, evaluado en términos de ingresos totales del hogar (Banerjee, Karlan y Zinman, 2015).
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Sin embargo, los datos de los programas de transferencias de efectivo también muestran que, aun habiendo crédito disponible, muchos beneficiarios prefieren reducir su deuda en lugar de asumir más crédito (Barca et al., 2015). Cada vez más datos apuntan a que el microcrédito es insuficiente por sí mismo para ayudar a los hogares pobres a salir de la pobreza o a mejorar su bienestar medido en términos de consumo, salud, educación y empoderamiento de la mujer (Banerjee, Karlan y Zinman, 2015). Para las poblaciones más pobres, el microcrédito debe formar parte de una serie de intervenciones o de un programa conjunto que incluya la asistencia social (Barrientos, 2012). Por ejemplo, en Bangladesh, el CFPR-TUP del BRAC contempla múltiples intervenciones, también el acceso a crédito y transferencias de efectivo y, en última instancia, su objetivo es sacar a los más pobres de la pobreza al participar en los programas de microcrédito (véase también el Capítulo 2).



Programas de compras institucionales

La falta de mercados adecuados es una limitación importante para el crecimiento agrícola y el desarrollo rural. Se ha adoptado un enfoque innovador para hacer frente a esta limitación que consiste en alinear los programas de protección social con los objetivos agrícolas utilizando programas de protección social con la finalidad de crear mercados para los pequeños agricultores familiares. Los denominados programas de compras institucionales adquieren alimentos a nivel local, directamente a los agricultores o comerciantes, para su uso en programas de asistencia social tales como la alimentación escolar, reservas alimentarias, hospitales o la distribución de alimentos a través de organizaciones de beneficencia38.

Las políticas de demanda institucional fomentan el desarrollo rural al crear un mercado para los productos de las explotaciones agrícolas familiares en pequeña escala. No obstante, las intervenciones que vinculan la asistencia social con la demanda institucional también se centran normalmente en prestar ayuda a los agricultores más pobres que tienen un acceso limitado a los recursos. En última instancia, el objetivo es aumentar la producción agrícola de los pequeños agricultores familiares, mejorar las habilidades y conocimientos de los agricultores y trabajadores de extensión en producción y comercialización de alimentos y establecer vínculos entre las pequeñas organizaciones de productores y los mercados locales en general.

Programas de alimentación escolar que utilizan cultivos domésticos

Un enfoque para los programas de compras institucionales consiste en adquirir productos a nivel local destinados a la alimentación escolar, a menudo denominados programas de alimentación escolar que utilizan cultivos domésticos39. Su objetivo es proporcionar alimentos a los niños y mejorar la escolarización, pero también pueden incluir programas de salud, como el tratamiento antiparasitario, la vacunación y la higiene dental. Algunos programas integran otras iniciativas como la capacitación de docentes, huertos comunitarios e información sobre nutrición para los padres. Uno de los objetivos principales es promover la participación de la comunidad a través de comités, asociaciones de padres y consejos escolares.

En algunos países de ingresos medianos, los programas de alimentación escolar que utilizan cultivos domésticos se consideran una estrategia para promover el desarrollo rural, así como para proporcionar una red de seguridad social. Tales programas, al suministrar alimentos a las personas pobres que padecen inseguridad alimentaria, contribuyen a aliviar el hambre y a reducir la malnutrición. Por otra parte, también evitan que las familias adopten estrategias de emergencia perjudiciales, como la venta de activos productivos o enviar a sus hijos a trabajar con el fin de obtener dinero para comprar alimentos. Los agricultores no beneficiarios también sacan provecho de estos programas al suministrar alimentos a los mismos. Además, los programas diseñados adecuadamente pueden contribuir a cerrar la brecha de género en educación, especialmente en las zonas rurales con grandes disparidades de género en el acceso a la educación (Gelli, Neeser y Drake, 2010). En Indonesia, durante la crisis financiera, el Gobierno ejecutó un programa de alimentación escolar que utilizaba cultivos domésticos en cuyo marco se compraron yuca, bananos y arroz a los productores locales, generando beneficios para las comunidades pobres (véase también el Recuadro 18) (Studdert et al., 2004). En particular, se atribuyen al programa los beneficios en materia de ingresos, no solo para las familias con niños en edad escolar, sino también para los agricultores que suministran alimentos y las mujeres que los preparan. La educación y la nutrición de los niños también se beneficiaron con implicaciones para el desarrollo de los recursos humanos a largo plazo.

Estos programas se incluyen en el Programa General para el Desarrollo de la Agricultura en África (CAADP) y la Nueva Alianza para el Desarrollo de África (NEPAD) como parte de los esfuerzos por reducir la inseguridad alimentaria y brindar a las personas vulnerables oportunidades de crecimiento agrícola. Hoy en día, los programas de alimentación escolar que utilizan cultivos domésticos se ejecutan en 20 países africanos como mínimo, en algunas ocasiones sobre la base de la Iniciativa Compras para el Progreso (P4P) del PMA (véase más abajo).

La Iniciativa P4P del PMA

El Programa Mundial de Alimentos (PMA) es un comprador importante de alimentos: en 2013, la organización adquirió alimentos básicos por valor de 1 160 millones de dólares estadounidenses, el 80 % de los cuales fue suministrado por comerciantes de países en desarrollo. En un esfuerzo por aprovechar esta adquisición local y regional para reforzar la capacidad de los pequeños agricultores familiares, el PMA puso en marcha la Iniciativa P4P. A partir de 2008, se llevó a cabo un programa quinquenal en 20 países de África, Asia y América Central40. Durante la fase experimental, el PMA ensayó diferentes formas de adquisición de alimentos básicos a los pequeños agricultores familiares, con el objetivo de determinar los modelos que podrían promover el desarrollo sostenible de las explotaciones agrícolas familiares en pequeña escala a través de la mejora del acceso a los mercados formales. El enfoque P4P implica una demanda constante de alimentos de calidad prestando especial atención al fortalecimiento de la capacidad de los pequeños agricultores familiares, normalmente a través de las organizaciones de productores, y el apoyo a la coordinación y el establecimiento de vínculos entre los proveedores de servicios esenciales relacionados con la cadena de suministro (véase también el Recuadro 19).

Durante los cinco años en los que se llevó a cabo con carácter experimental la iniciativa, el PMA logró adquirir 367 000 toneladas de alimentos a los pequeños agricultores familiares, poniendo más de 148 millones de dólares de forma más directa en manos de los agricultores y sus familias (30 millones de dólares al año, en promedio). Además, las organizaciones de productores que antes no vendían colectivamente entregaron alimentos de calidad por valor de 60 millones de dólares estadounidenses a compradores ajenos al PMA. Durante la fase experimental, el PMA estableció más de 500 asociaciones, de las cuales más de la mitad se formalizaron mediante acuerdos. Aparte de los ministerios y organismos gubernamentales, entre los asociados del PMA cabe citar los siguientes: ONG internacionales y locales, organizaciones generales de productores, organismos de las Naciones Unidas, proveedores de insumos, agregadores de productos, elaboradores, proveedores de servicios financieros, centros de investigación, asociados bilaterales en el desarrollo y entidades regionales (PMA, 2014).
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La experiencia brasileña: cómo vincular la agricultura familiar con los mercados para fines institucionales

El Brasil fue el primer país que elaboró un programa de compras institucionales de alimentos al conectar el desarrollo de una demanda garantizada para los productores en pequeña escala con una estrategia de seguridad alimentaria. Los principales programas de compras institucionales del Brasil son el Programa de Adquisición de Alimentos (Programa de Aquisição de Alimentos [PAA]) y el Programa Nacional de Alimentación Escolar (Programa Nacional de Alimentacão Escolar [PNAE])41. El PAA funciona mediante varias modalidades, que incluyen la prestación de apoyo para la constitución de existencias, incentivos a la producción y el consumo de leche (PAA Leche) y compras institucionales.

El PAA se emprendió en 2003 como parte del Programa Hambre Cero con el objetivo de apoyar a los agricultores familiares en la producción y el acceso a los mercados, la distribución de alimentos a las personas para garantizar la seguridad alimentaria y la nutrición, y la constitución de reservas estratégicas. Tanto el PAA como el PNAE establecen límites en lo referente a las compras a grupos de agricultores o individuos, aunque en el PNAE son más elevados ya que es necesario producir a gran escala para abastecer a las escuelas. Para garantizar que las personas más pobres se beneficien del PAA, se da prioridad a los agricultores familiares inscritos en CadÚnico con derecho a las transferencias de efectivo efectuadas en el marco de la iniciativa Bolsa Família. El programa se amplió rápidamente de 50,2 millones de dólares estadounidenses para 41 500 agricultores familiares en 2003 a 410,3 millones de dólares estadounidenses para 185 500 agricultores en 2012 (Del Grossi y Marques, 2015). Después de 10 años de funcionamiento, el PAA había comprado más de tres millones de toneladas de alimentos a más de 200 000 explotaciones familiares. Sin embargo, constituye solo el 0,0004 % del PIB del Brasil (CIP-CI y PMA, 2013).

Para participar en el PAA, los agricultores deben poseer una declaración válida de admisibilidad del Pronaf (la Declaração de Aptidão ao Pronaf o DAP) que garantice la participación exclusiva de los agricultores familiares (Recuadro 21). Mediante el DAP, se clasifica a los agricultores en función de la pobreza y la vulnerabilidad a fin de determinar quiénes son los más pobres y vulnerables. Se establece por ley que se les dará preferencia como posibles participantes en el PAA.

En las etapas iniciales del programa PAA se temía que las explotaciones familiares no fueran capaces de responder a los estímulos del gobierno. Por esta razón, muchos programas —incluidos los que facilitan el acceso al crédito rural, seguros, asistencia técnica y extensión, acciones afirmativas en materia de género y un programa de inversión en transporte, energía y saneamiento— prestaron apoyo a los agricultores familiares para lograr una mayor comercialización (véase también el Recuadro 22) (Del Grossi y Marques, 2015). Un segundo desafío, el sistema de licitación de compras públicas, se abordó mediante la introducción de leyes apropiadas.

No se ha realizado ninguna evaluación de los efectos del programa de compras institucionales del Brasil a nivel nacional. Las evaluaciones hasta la fecha han utilizado estudios de casos cualitativos y encuestas en pequeña escala de uno a cinco municipios (CIP-CI y PMA, 2013). Estos estudios citan entre algunos de los efectos más comunes del PAA la diversificación y la mejora de la producción agrícola familiar, el aumento de los ingresos y el fortalecimiento y la creación de organizaciones colectivas.
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Doretto y Michellon (2007) encuestaron tanto a la población beneficiaria del PAA como a la población no beneficiaria para estudiar el impacto de las adquisiciones sobre los ingresos agrícolas familiares en tres municipios del estado de Paraná. La encuesta mostró un aumento del 25,2 % de los ingresos entre los participantes del programa que tuvieron acceso a crédito para las explotaciones agrícolas familiares y un aumento del 43 % de los ingresos de las personas que no habían recibido crédito (Doretto y Michellon, 2007). Además, una tercera parte de los beneficiarios del PAA de la muestra había aumentado la superficie cultivada, mientras que dos terceras partes habían mejorado la tecnología de producción de cultivos. El aumento de los ingresos, de la superficie plantada y de la tecnología ayudó a mejorar la división del trabajo en el hogar, permitiendo a los miembros de la familia trabajar fuera del sector agrícola y diversificar sus fuentes de ingresos. Una tercera parte de las familias participantes en dos de los municipios de la muestra señaló que percibía ingresos procedentes de fuentes distintas de la agricultura.

El PAA proporcionó incentivos para diversificar la producción, lo que generó mayores oportunidades de comercialización para los agricultores (Vogt y Souza, 2009). El estudio de casos de la región de Celeiro en el Estado de Rio Grande do Sul, centrado en dos municipios, observó la capacidad del PAA para añadir una dimensión social y estructurar los mercados y canales de comercialización locales para los agricultores que, de lo contrario, dispondrían de escasos recursos. Al garantizar el acceso al mercado y los precios, el PAA fue clave para la ampliación de la producción de las familias participantes (Vogt y Souza, 2009).

Las compras a través del PAA han creado nuevas relaciones entre las explotaciones familiares, los intermediarios, los funcionarios locales y los consumidores que han cambiado la viabilidad de los sistemas alimentarios locales. Los ingresos de los participantes en el PAA del nordeste del Brasil fueron tres veces superiores a los de los productores no participantes (Sparovek, et al., 2007). Ello se debe no solo a que los participantes obtienen más ingresos de las ventas al PAA, sino también a que otros agricultores no participantes eran en general productores de subsistencia. La nueva estrategia del Brasil para erradicar la pobreza, Brasil sin Miseria, tiene como objetivo ampliar el registro del DAP para incorporar alrededor de 200 000 agricultores familiares que viven por debajo del umbral de la pobreza. La gran mayoría de estos agricultores vive en la región nordeste del Brasil, que registra la mayor incidencia de la pobreza del país.
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En Campina do Monte Alegre, en São Paulo, el precio ofrecido a través del PAA era un 45,9 % más elevado que el precio medio ofrecido por otros intermediarios (Agapto et al., 2012). Lucena y Luiz (2009) observaron que en una muestra de siete participantes del PAA del estado de Rio Grande do Norte, los precios más altos incrementaron los ingresos un 43 %, en promedio. Los precios de referencia proporcionan incentivos a los agricultores para producir hortalizas y otros cultivos alimentarios de alto valor (Agapto et al., 2012).

Compras a los Africanos para África

El programa Compras a los Africanos para África (PAA África) adaptó la experiencia brasileña del programa PAA de compras de alimentos a los agricultores familiares con vistas a su ejecución en cinco países africanos, a saber, Etiopía, Malawi, Mozambique, Níger y Senegal42. Combina la inclusión productiva de los agricultores familiares con la ayuda alimentaria y la protección social para las poblaciones vulnerables. El PAA África se emprendió en 2012 y, en el transcurso de dos años, se prestó apoyo a más de 5 000 agricultores familiares, que en su mayoría formaban parte de organizaciones de productores, y más de 128 000 niños en edad escolar se beneficiaron de las comidas escolares adquiridas localmente. En el Níger, como parte de la iniciativa de las tres “enes”, Les Nigériens Nourrissent les Nigériens (los nigerinos alimentan a los nigerinos), el PAA África también utiliza las compras locales de alimentos para apoyar la prevención y la gestión de crisis mediante el suministro de existencias de seguridad alimentaria nacionales. Los agricultores recibieron insumos agrícolas y formación, lo cual redundó en un aumento considerable de la productividad. Por ejemplo, en Etiopía, los agricultores participantes que suministraron frijoles rojos aumentaron su productividad un 50 %, mientras que, en el Senegal, los productores de arroz la incrementaron más de un 300 % (PAA África, 2014). En promedio, el programa adquirió el 37 % de los alimentos producidos por los agricultores participantes.
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Unir los sectores: la cuestión fundamental de la selección de beneficiarios

Una cuestión operativa fundamental que ha de abordarse al unir los sectores es la selección de los beneficiarios de las intervenciones. En algunos países, se evita dirigirse a los mismos hogares en lo referente a los programas de protección social y de los programas de subvenciones a los insumos agrícolas por motivos de equidad; en otros, se ha hecho hincapié en el potencial de las sinergias entre los diferentes programas. Independientemente de que el objetivo sea permitir o no el solapamiento de programas, un reto importante al ejecutar múltiples programas es la determinación de los hogares destinatarios (véase también el Recuadro 23). Las experiencias de varios países muestran que los registros únicos o unificados (como CadÚnico en el Brasil y el Padrón General de Hogares en el Perú) o los sistemas unificados de selección (como la Ficha de Protección Social en Chile o el Sistema de Focalización de Hogares en el Perú), son muy útiles cuando los objetivos y las poblaciones beneficiarias de varios programas coinciden.

El caso del Perú es un claro ejemplo de un esfuerzo de concienciación para crear sinergias en los distintos ámbitos de políticas y entre ellos. Juntos, un programa de transferencias condicionales de efectivo en las zonas rurales del Perú, selecciona a sus beneficiarios utilizando datos proporcionados por el Padrón General de Hogares y el Sistema de Focalización de Hogares. Estos mismos datos y sistema de selección se utilizan para otros programas sociales (como los programas en materia de nutrición Vaso de Leche, Comedores Populares y el Programa Integral de Nutrición, así como el plan gratuito del Seguro Integral de Salud. Por otra parte, el Gobierno del Perú también ha tratado de crear sinergias en cuanto a la orientación de las intervenciones de protección social y agricultura, reforzando así el vínculo entre distintos ámbitos de políticas. En particular, el programa de desarrollo rural Haku Wiñay, que tiene como objetivo reforzar las capacidades productivas y de generación de ingresos de los agricultores en situación de extrema pobreza, está dirigido a las aldeas y se basa en el porcentaje de habitantes beneficiarios de Juntos. El caso peruano muestra que, cuando los programas agrícolas tienen la finalidad de llegar a los pobres, los objetivos de estas intervenciones podrían coincidir con las metas del programa de protección social (Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social, Gobierno del Perú, 2012). Las sinergias creadas por el sistema de selección del Perú permiten la ejecución de una estrategia de selección más rentable y también la mejora del seguimiento de la cobertura de los programas de protección social y agricultura (Cirillo, Gyorgi y Soares, 2014).



Mensajes clave


	Existe una gran variedad de opciones para coordinar las intervenciones de protección social y agricultura de manera más efectiva. La gama de opciones va desde programas independientes, específicos del sector, de protección social o agricultura hasta intervenciones integradas que combinan la protección social y la agricultura o intervenciones sectoriales que se armonizan para aprovechar al máximo los aspectos complementarios.

	La combinación de las intervenciones de protección social con las intervenciones en el sector agrario es más eficaz al abordar las múltiples dificultades a las que se enfrentan los agricultores familiares en pequeña escala.

	La protección social puede complementar las políticas agrícolas, tales como las subvenciones a los insumos y al crédito, para beneficiar de forma más directa a los hogares pobres de las explotaciones agrícolas familiares en pequeña escala y contribuir a una estrategia de desarrollo rural más coherente. También pueden ser necesarios otros tipos de intervención para que los hogares aprovechen los insumos agrícolas y el crédito.

	Los programas de compras institucionales representan un enfoque innovador para alinear los programas de protección social con los objetivos de desarrollo agrícola, utilizando la demanda generada por estos programas a fin de crear mercados para las explotaciones familiares.

	La selección de los beneficiarios puede mejorar la coherencia entre la protección social y la agricultura. Se necesitan instrumentos de selección y un diseño apropiados para determinar con precisión los beneficiarios de múltiples programas con diferentes objetivos.




6.Conclusiones: cómo aprovechar las sinergias entre las políticas de protección social y agricultura para romper el ciclo de la pobreza rural

La pobreza y la malnutrición siguen siendo inaceptablemente altas en muchas zonas del mundo y para las poblaciones rurales que dependen de la agricultura para su subsistencia es muy difícil romper el ciclo de la pobreza. Las medidas de protección social combinadas con políticas agrícolas dirigidas a la población rural pobre pueden resultar transformadoras. Si bien los programas de protección social han aumentado en los últimos años y algunos de ellos han realizado grandes esfuerzos para llegar a los hogares agrícolas con intervenciones complementarias, aún queda mucho por hacer.

La mayoría de las poblaciones pobres vive en zonas rurales y una parte sustancial de sus ingresos y seguridad alimentaria depende de la agricultura, ya sea directa o indirectamente. A largo plazo, el crecimiento económico es esencial para que las poblaciones pobres desarrollen medios de vida sostenibles que las saquen de forma permanente de la pobreza. El crecimiento generado en la agricultura es esencial para reducir la pobreza en los países preponderantemente agrícolas.

Pero este escenario es a largo plazo. Las poblaciones pobres necesitan ayuda inmediata para evitar la pobreza y el hambre, que en sí mismas socavan la capacidad de los individuos y los hogares de ser productivos, tanto en el presente como en el futuro. La protección social también puede desempeñar un papel importante en el contexto a más largo plazo de la transformación estructural de la agricultura, logrando que el proceso sea más inclusivo y menos perjudicial al reducir los costos de adaptación a los cambios a los que se enfrentan los agricultores y al permitir a los hogares la diversificación de sus actividades fuera del sector de la agricultura. Los principios básicos eran, y siguen siendo, los principales motores de diversos programas importantes de protección social a gran escala ejecutados en países en desarrollo, en particular en el Brasil, Etiopía, la India, México y Sudáfrica, que han revalorizado la importancia y la función de estos programas a la hora de combatir la pobreza y el hambre así como las desigualdades económicas y políticas.

La prueba de ese renovado interés se constata en la Iniciativa de las Naciones Unidas sobre un nivel mínimo de protección social (Recuadro 24), puesta en marcha en 2009 por la Junta de los Jefes Ejecutivos del Sistema de las Naciones Unidas para la Coordinación y respaldada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Cumbre sobre los Objetivos de Desarrollo del Milenio celebrada en septiembre de 201043.

Tal vez el mejor respaldo para los programas de protección social sea el rápido aumento del número de programas en los países en desarrollo que tienen como objetivo reducir la pobreza y el hambre. En 2014, al menos 145 países proporcionaron una o más formas de asistencia social; la protección social en general se centró en mayor medida en las poblaciones más pobres y vulnerables. En los países en desarrollo, estos programas abarcan al menos parcialmente, a cerca de mil millones de personas pobres y vulnerables, una tercera parte de las cuales vive en condiciones de extrema pobreza. Sin embargo, no se llega a muchas de las personas más pobres, fundamentalmente debido a que la cobertura de los programas de asistencia social es todavía limitada en muchos países pobres.

Ello se debe, en parte, a que la financiación de estos programas a menudo exige la toma de decisiones difíciles en materia de gastos. Es esencial un apoyo de los donantes a corto y medio plazo en algunos países, pero también es importante el uso de recursos nacionales si los programas de asistencia social han de ser política y financieramente sostenibles a largo plazo. La generación de ingresos a nivel nacional requiere un diálogo en materia de políticas destinado al logro de un consenso nacional sobre la naturaleza, la escala y la financiación de la asistencia social en un país.
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Los programas de protección social son eficaces para reducir la pobreza y el hambre

Existe abundancia de datos que muestran que los programas de protección social son eficaces para reducir la pobreza y el hambre. En 2013 la protección social sacó a unos 150 millones de personas de la extrema pobreza. La protección social permite que los hogares aumenten y diversifiquen su consumo de alimentos, a menudo incrementando la producción propia. Los efectos positivos sobre el bienestar de la infancia y de las madres se amplían cuando los programas tienen en cuenta los aspectos de género o van dirigidos a las mujeres. Esto es especialmente importante porque la malnutrición materna e infantil perpetúa la pobreza de una generación a otra.

Un mayor consumo de alimentos y una mayor diversidad de la dieta no mejoran automáticamente los resultados nutricionales. La situación nutricional depende de una serie de otros factores, como el acceso a agua potable, saneamiento y atención sanitaria, así como de decisiones adecuadas sobre la alimentación de los niños y la dieta de los adultos. Por tanto, para que los programas de asistencia social mejoren los resultados nutricionales, deben combinarse con intervenciones complementarias. Numerosas intervenciones agrícolas, como los huertos familiares y la ganadería en pequeña escala, pueden contribuir también a mejorar la nutrición.



La protección social puede fomentar la inversión en actividades productivas

Los medios de vida de los hogares rurales más pobres del mundo en desarrollo se siguen basando en la agricultura, en especial en la de subsistencia. Muchos de estos agricultores viven en lugares donde los mercados de insumos y productos agrícolas, trabajo y otros bienes y servicios, como el crédito y los seguros, no existen o no funcionan correctamente. Las incertidumbres del tiempo, en particular con el cambio climático cada vez más rápido y la falta de seguros asequibles, son el factor esencial de las vulnerabilidades de los hogares que dependen de medios de vida agrícolas.

El horizonte temporal de los hogares vulnerables dedicados a la agricultura se reduce porque estos se centran en la supervivencia. Como resultado de ello, a menudo adoptan estrategias de bajo riesgo y escaso beneficio para generar ingresos en la agricultura y otros sectores, y pueden tratar de obtener liquidez o diversificar las fuentes de ingresos en mercados de trabajo eventual. Por motivos similares puede suceder que los hogares inviertan menos de lo necesario en la educación y la salud de los hijos y que adopten estrategias negativas de reducción de los riesgos como las ventas a precios desfavorables, la disminución de la cantidad y calidad del consumo de alimentos, la mendicidad o la desescolarización de los hijos.

En este informe se sostiene que la protección social puede influir positivamente en las decisiones de inversión de los hogares pobres. La protección social ayuda a los hogares a gestionar los riesgos. Cuando se facilita en intervalos regulares y previsibles puede aumentar la posibilidad de prever situaciones y puede incrementar la seguridad de los hogares agrícolas sustituyendo parcialmente a los seguros y proporcionando una fuente fundamental de liquidez. La protección social permite que los hogares renueven o refuercen su participación en redes sociales oficiosas para la puesta en común de los riesgos y el intercambio recíproco. Si bien tiene una eficacia limitada, este tipo de protección social proporciona a menudo una ayuda inicial en situaciones difíciles. Por tanto, la protección social ayuda a mitigar las dificultades de liquidez, crédito o ahorro.

Una masa creciente de datos expuestos en este informe muestra que los programas de asistencia social no solo impiden que los hogares caigan en una mayor pobreza y hambre cuando se ven expuestos a una crisis, sino que, al ayudar a los pobres a superar los obstáculos de liquidez y crédito y a gestionar con mayor eficacia los riesgos, también les permiten invertir en actividades productivas y crear activos y recursos. Los datos muestran que la protección social impulsa una mayor inversión en la educación y la salud de la infancia y reduce el trabajo infantil, con repercusiones para la productividad y la empleabilidad futuras. Cuando se aplica correctamente, la protección social puede también facilitar una mayor inversión en las actividades de producción agrícolas, así como en empresas no agrícolas. Incluso las transferencias relativamente pequeñas ayudan a los pobres a superar las dificultades de liquidez y crédito y proporcionan una garantía ante algunos riesgos que los disuaden de la realización de actividades con mayor rentabilidad. Está claramente demostrado que las transferencias también fomentan una mayor inclusividad facilitando la participación de los hogares pobres en redes sociales y su contribución a ellas, lo que ayuda a los hogares a afrontar los riesgos y a desempeñar un papel importante en el tejido social de las comunidades.



La protección social no reduce el esfuerzo laboral

A pesar de las preocupaciones existentes en el sentido de que las medidas de protección social podrían reducir los incentivos para que los beneficiarios trabajasen, la información disponible pone de manifiesto que esto no es así. Por el contrario, muchos beneficiarios emplean el tiempo anteriormente dedicado como último recurso al trabajo asalariado eventual en la agricultura trabajando en explotaciones propias o en empleos no agrícolas. Unida al aumento de las actividades productivas en las explotaciones y fuera de ellas, la protección social refuerza los medios de vida en lugar de fomentar la dependencia.



La protección social tiene efectos positivos en las comunidades y las economías locales

Los programas de obras públicas pueden proporcionar importantes infraestructuras y bienes comunales y, cuando se proyectan y aplican correctamente, pueden contribuir directamente a la economía local. Por otro lado, los ingresos adicionales proporcionados por programas de protección social dan lugar a la demanda de bienes y servicios de producción local, contribuyendo así a un círculo virtuoso de crecimiento económico local. Es posible que se necesiten programas complementarios con el fin de reducir los obstáculos en la oferta, impidiendo de este modo que los precios se incrementen y aumentando las repercusiones del programa en cuanto a ingresos reales y producción.



La elaboración y ejecución de los programas y las características de los hogares determinan las repercusiones de los programas

Si bien la selección puede suponer un instrumento eficaz para reducir la pobreza y la desigualdad, la ejecución es fundamental y depende en gran medida de la capacidad institucional. Los registros unificados han mejorado la selección de beneficiarios, han disminuido los costos y han facilitado la coordinación entre múltiples programas. La cuantía, el calendario y la previsibilidad de las transferencias de ingresos son esenciales para el éxito: las transferencias deben resultar adecuadas para los objetivos del programa, y deben ser periódicas y fiables. El género, las características de los hogares y la naturaleza de la economía local también dan lugar a diferencias en las repercusiones de los programas. Se necesitan un seguimiento y una evaluación eficaces para ayudar a los gobiernos y a los donantes a elaborar programas más efectivos y para fomentar una mayor rendición de cuentas y un mayor apoyo público.



La protección social y la agricultura deben colaborar en la lucha contra la pobreza y el hambre

A pesar de su eficacia probada, la protección social no puede sacar a las poblaciones de la pobreza y del hambre de manera sostenible, y no transformará por sí sola las economías locales. La agricultura y la protección social se encuentran fundamentalmente vinculadas en el contexto de los medios de vida rurales. Las familias pobres y en situación de inseguridad alimentaria dependen fundamentalmente de la agricultura para sus medios de vida y suponen una gran proporción de los beneficiarios de los programas de protección social. Una mayor coherencia entre la agricultura y las intervenciones de protección social puede ayudar a proteger el bienestar de los agricultores pobres en pequeña escala, ayudándolos a gestionar los riesgos con mayor eficacia y a mejorar la productividad agrícola, lo que conducirá a unos medios de vida más sostenibles y a un progreso que permita salir de la pobreza y el hambre.

Sin embargo, relativamente pocas intervenciones agrícolas están coordinadas o integradas con programas de protección social. Las políticas agrícolas y de protección social tienen su origen en disciplinas diferentes y todavía se consideran políticas paralelas aplicadas por autoridades distintas que compiten por los recursos financieros. La elaboración de sinergias es una oportunidad, pero también es una necesidad, debido a las difíciles opciones económicas de gasto público que implica la reducción de los presupuestos gubernamentales. En este informe se sostiene que no solo resulta imperativo ayudar a que los más pobres cubran sus necesidades básicas de consumo, especialmente cuando no pueden trabajar, sino que dicha ayuda es por sí misma un fundamento para mejorar gradualmente los medios de vida de los pobres. El aprovechamiento del gasto público en programas de agricultura y protección social para que se presten apoyo mutuamente no solo profundiza la transformación, sino que sirve para reforzar el desarrollo agrícola y rural.



Se necesita una visión nacional

Los países necesitan una visión nacional compartida sobre la forma en que la agricultura y la protección social pueden funcionar conjuntamente, si es que tienen que adoptar las medidas institucionales y operacionales precisas para sacar gradualmente de la pobreza y el hambre a las personas. En los marcos de políticas y planificación para el desarrollo rural, la reducción de la pobreza, la seguridad alimentaria y la nutrición, es necesario articular las funciones de la agricultura y la protección social a la hora alcanzar estos resultados, junto con una serie más amplia de intervenciones. El tipo de intervenciones complementarias que se coordine o reúna con la asistencia social ha de depender del contexto y de las dificultades fundamentales, pero en él también se deben considerar cuestiones como las capacidades de ejecución y los recursos disponibles. En todos los casos, las intervenciones deben concebirse para afrontar una serie de obstáculos con el fin de permitir que los más pobres transformen sus estrategias en materia de medios de vida para escapar de la pobreza y mantenerse fuera de ella. Por ejemplo, el fomento de la capacidad humana a través de la inversión en educación y capacitación en zonas rurales puede proporcionar a los agricultores las capacidades y aptitudes precisas para participar en actividades más orientadas a la comercialización. La participación en actividades comerciales también exige seguridad en los derechos de tenencia, ahorros y acceso a servicios financieros. Los mecanismos intersectoriales de coordinación en los planos nacional y subnacional para la seguridad alimentaria y la nutrición y el desarrollo rural necesitan que los actores pertinentes en los sectores agrícola y de la protección social participen en la programación conjunta. Los registros únicos también pueden desempeñar una función esencial en la coordinación de las intervenciones entre los distintos sectores y al proporcionar a los hogares el apoyo complementario que precisan a fin de salir por sí mismos de la pobreza y el hambre.



Mensajes clave del informe


	Los programas de protección social reducen la pobreza y la inseguridad alimentaria. La selección eficaz de los beneficiarios y las transferencias adecuadas son determinantes importantes del éxito. La protección social contribuye a aumentar los ingresos y la seguridad alimentaria no solo al aumentar el consumo, sino al incrementar la capacidad de los hogares para producir alimentos y aumentar los ingresos.

	Los programas dirigidos a las mujeres tienen mayores efectos en la seguridad alimentaria y la nutrición Aquellos programas en los que se tienen en cuenta las cuestiones de género, que reducen las dificultades de tiempo de las mujeres y refuerzan su control sobre los ingresos aumentan el bienestar maternoinfantil. Esto es especialmente importante porque la malnutrición materna e infantil perpetúa la pobreza de una generación a otra.

	La protección social estimula la inversión en la producción agrícola y en otras actividades económicas. La protección social mejora la nutrición, la salud y la educación, con repercusiones para el futuro de la productividad, la empleabilidad, los ingresos y el bienestar. Los programas de protección social que proporcionan transferencias periódicas y previsibles fomentan el ahorro y la inversión en actividades agrícolas y no agrícolas, y estimulan a los hogares a dedicarse a actividades más ambiciosas que ofrecen mayores beneficios.

	La protección social no reduce el esfuerzo laboral. Pero sí amplía las opciones de los beneficiarios y muchos emplean el tiempo anteriormente dedicado como último recurso al trabajo asalariado eventual en el campo en el trabajo en explotaciones propias o en empleos no agrícolas. Unida al aumento de las actividades productivas en las explotaciones y fuera de ellas, la protección social refuerza los medios de vida en lugar de fomentar la dependencia.

	La protección social tiene efectos virtuosos en las comunidades y las economías locales. Los programas de obras públicas pueden proporcionar importantes infraestructuras y bienes comunales y, cuando se proyectan y aplican correctamente, pueden contribuir directamente a la economía local. Las transferencias de efectivo aumentan el poder adquisitivo de los hogares beneficiarios, que demandan bienes y servicios en gran parte producidos o suministrados en la economía local por hogares no beneficiarios. Es posible que se necesiten programas complementarios con el fin de reducir los obstáculos en la producción a fin de impedir la inflación y aumentar al máximo las repercusiones del programa en cuanto a ingresos reales y producción.

	La protección social por sí sola no es suficiente para sacar a las personas de la pobreza. Dado que los hogares pobres suelen hallarse ante múltiples obstáculos y riesgos, es probable que la unión, coordinación o alineamiento de los programas de protección social y de los programas agrícolas resulte más eficaz para ayudar a estos hogares a salir de la pobreza de manera sostenible.

	Hay oportunidades claras para aprovechar los programas de protección social y los programas agrícolas a fin de mejorar el desarrollo rural. El desarrollo de sinergias es una oportunidad y también una necesidad debido a las restricciones en los presupuestos gubernamentales. Es imperativo ayudar a los más pobres a satisfacer las necesidades básicas de consumo, especialmente cuando no pueden trabajar. La ayuda puede constituir a su vez la base para la mejora gradual de los medios de vida de los pobres. Dado que la mayoría de los pobres rurales depende sobre todo de la agricultura, se necesitan intervenciones agrícolas con el fin de superar los estrangulamientos estructurales de la oferta que frenan el crecimiento. El aprovechamiento del gasto público en programas de agricultura y protección social para que se presten apoyo mutuamente no solo profundiza la transformación, sino que sirve para reforzar el desarrollo agrícola y rural.

	Se necesita una visión nacional sobre la forma en que la agricultura y la protección social pueden sacar gradualmente a las personas de la pobreza y el hambre. La visión y el compromiso nacionales, respaldados por una movilización permanente de los recursos, deben respaldar una acción coordinada a nivel nacional y subnacional. En los marcos de políticas y planificación para el desarrollo rural, la reducción de la pobreza, la seguridad alimentaria y la nutrición es necesario articular la función de la agricultura y la protección social a la hora de sacar a las personas de la pobreza y el hambre, junto con una serie más amplia de intervenciones. El tipo de intervenciones agrícolas que se combine con la asistencia social depende del contexto y de las dificultades, pero en él también se deben considerar cuestiones como las capacidades locales de ejecución y los recursos disponibles. En todos los casos, las intervenciones deben concebirse para afrontar una serie de obstáculos con el fin de permitir que los más pobres transformen sus estrategias en materia de medios de vida para escapar de la pobreza y mantenerse fuera de ella.
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Capítulos especiales de

El estado mundial de la agricultura y la alimentación

En cada uno de estos informes a partir de 1957 han figurado uno o mas estudios especiales sobre problemas de interés a mayor plazo. En los años precedentes, los estudios especiales trataron los siguientes temas:

1957Factores que influyen en el consumo de alimentos

Repercusión en la agricultura de algunos cambios institucionales de la posguerra

1958El desarrollo de la agricultura y la alimentación en África al sur del Sahara

El desarrollo de las industrias forestales y su efecto sobre los montes del mundo

1959Ingresos y nivel de vida en países que pasan por etapas distintas de su desarrollo económico

Algunos problemas generales de fomento agrario en los países menos adelantados, según las experiencias de la posguerra

1960La programación del desarrollo agrícola

1961La reforma agraria y los cambios institucionales

La extensión, la enseñanza y la investigación agrícola en África, Asia y América Latina

1962Papel de las industrias forestales en la superación del desarrollo económico insuficiente

La industria ganadera en los países menos adelantados

1963Factores básicos que influyen en el desarrollo de la productividad en la agricultura

El uso de fertilizantes: punta de lanza del desarrollo agrícola

1964Nutrición proteica: necesidades y perspectivas

Los productos sintéticos y sus efectos sobre el comercio agrícola

1966Agricultura e industrialización

El arroz en la economía alimentaria mundial

1967Incentivos y frenos para la producción agrícola en los países en desarrollo

La ordenación de los recursos pesqueros

1968El aumento de la productividad agrícola en los países en desarrollo mediante el mejoramiento tecnológico

La mejora del almacenamiento y su contribución a los suministros mundiales de alimentos

1969Programas de mejora del mercadeo de productos agrícolas: enseñanzas de la experiencia reciente

Modernización institucional para promover el desarrollo forestal

1970La agricultura al comenzar el Segundo Decenio para el Desarrollo

1971La contaminación de las aguas del mar y sus efectos en los recursos vivos y la pesca

1972La enseñanza y la capacitación para el desarrollo

Intensificación de la investigación agrícola en los países en desarrollo

1973El empleo agrícola en los países en desarrollo

1974Población, suministro de alimentos y desarrollo agrícola

1975Segundo Decenio de las Naciones Unidas para el Desarrollo: análisis intermedio y evaluación

1976Energía y agricultura

1977El estado de los recursos naturales y el medio humano para la agricultura y la alimentación

1978Problemas y estrategias en las regiones en desarrollo

1979La silvicultura y el desarrollo rural

1980La pesca marítima en la nueva era de la jurisdicción nacional

1981La pobreza rural en los países en desarrollo y formas de mitigarla

1982Producción pecuaria: perspectivas mundiales

1983La mujer en el desarrollo agrícola

1984Sistemas de urbanización, agricultura y alimentación

1985Utilización de la energía para la producción agropecuaria

Tendencias ambientales en la alimentación y la agricultura

La comercialización y el desarrollo agrícola

1986Financiación del desarrollo agrícola

1987-88Cambios en las prioridades de la ciencia y la tecnología agrícola en los países en desarrollo

1989Desarrollo sostenible y ordenación de los recursos naturales

1990El ajuste estructural y la agricultura

1991Políticas y cuestiones agrícolas: los años ochenta y perspectivas para los noventa

1992La pesca marítima y el derecho del mar: un decenio de cambio

1993Las políticas de recursos hídricos y la agricultura

1994Dilemas del desarrollo y la política forestal

1995Comercio agrícola: ¿comienzo de una nueva era?

1996Seguridad alimentaria: dimensiones macroeconómicas

1997La agroindustria y el desarrollo económico

1998Los ingresos rurales no agrícolas en los países en desarrollo

2000La alimentación y la agricultura en el mundo: enseñanzas de los cincuenta últimos años

2001Los efectos económicos de plagas y enfermedades transfronterizas en animales y plantas

2002La agricultura y los bienes públicos mundiales diez años después de la Cumbre para la Tierra

2003-04La biotecnología agrícola: ¿una respuesta a las necesidades de las personas pobres?

2005Comercio agrícola y pobreza: ¿puede el comercio obrar en favor de las personas pobres?

2006¿Permite la ayuda alimentaria conseguir la seguridad alimentaria?

2007Pagos a los agricultores por servicios ambientales

2008Biocombustibles: perspectivas, riesgos y oportunidades

2009La ganadería, a examen

2010-11Las mujeres en la agricultura: cerrar la brecha de género en aras del desarrollo

2012Invertir en la agricultura para construir un futuro mejor

2013Sistemas alimentarios para una mejor nutrición

2014Innovación en la agricultura familiar


1 Las cantidades 1,25 y 2 dólares PPA al día hacen referencia a los umbrales internacionales de la pobreza cuantificados en dólares de paridad de poder adquisitivo constantes de 2005 (denominados en el presente informe “dólares PPA”).

2 El valor de la producción agrícola se calcula en dólares internacionales constantes, sin contar el uso de semillas y piensos.

3 Aunque la pobreza y la vulnerabilidad están relacionadas, no son lo mismo. La pobreza se determina mediante los ingresos netos, que a menudo reflejan activos corrientes o capacidades, mientras que la vulnerabilidad es un concepto más amplio y dinámico relacionado con los factores que determinan posibles cambios en los ingresos y la condición de pobreza en el futuro (UNICEF, 2012). En el Informe sobre el desarrollo mundial 2000/2001 sobre la “Lucha contra la pobreza” también se incluye una amplia descripción de los conceptos y los posibles indicadores (Banco Mundial, 2001).

4 En Krishna (2004), Krishna et al. (2004) y Krishna et al. (2006), se documenta una movilidad considerable de entrada y salida de la pobreza en aldeas del norte de la India, el oeste de Kenya y el centro y oeste de Uganda, respectivamente.

5 Algunas organizaciones y organismos, como por ejemplo el UNICEF, utilizan el término “redes de protección social” para referirse a programas temporales o a corto plazo y designan como “transferencias sociales” el conjunto general de transferencias que constituyen solo uno de los componentes de la protección social.

6 En el Informe Europeo sobre el Desarrollo (Instituto Universitario Europeo, 2010), se adoptó una definición similar. La mayoría de las definiciones son amplias, pero los gobiernos, donantes y otros actores tienen a menudo puntos de vista y objetivos específicos: El UNICEF, por ejemplo, aplica un enfoque centrado en los niños (Gentilini y Omamo, 2009).

7 El programa Prospera continúa la labor del programa Oportunidades, pero su objetivo consiste en mejorar los vínculos, pasando de las transferencias condicionales de efectivo a la inclusión productiva y financiera mediante el incremento del acceso de los beneficiarios a los planes de ahorro, microcrédito y seguros.

8 El término “brecha de la pobreza” hace referencia al déficit medio con respecto al umbral de pobreza multiplicado por la incidencia de esta.

9 El programa CT-OVC de Kenya se centra en hogares en condiciones de miseria extrema con niños huérfanos y vulnerables, definidos como residentes del hogar hasta los 17 años de edad con al menos un progenitor fallecido o con un progenitor o cuidador principal crónicamente enfermo.

10 El Sistema público de distribución selectiva sustituyó al Sistema público de distribución no selectiva creado en 1997.

11 Las repercusiones se deben sobre todo al Sistema público de distribución selectiva. La comida de mediodía es un programa de alimentación escolar universal (véase también el Recuadro 5).

12 Los criterios de selección del examen de estudios fueron los siguientes: 1) las evaluaciones se debían basar en muestras de 300 hogares o más, ya que las evaluaciones del impacto que se basan en muestras muy reducidas no aportan mucha información y es posible que no detecten las repercusiones debido al tamaño de la muestra; y 2) los estudios debían incluir una evaluación del impacto rigurosa basada en un ensayo aleatorio de control, técnicas cuasiexperimentales, diferencias en diferencias o variables instrumentales. Para obtener una descripción más detallada de la metodología, véase Hidrobo, Hoddinott, Kumar y Olivier (2014a).

13 Es posible que a los responsables de la elaboración de políticas les preocupe que los hogares pobres utilicen algunas de las transferencias de efectivo para comprar alcohol, tabaco u otros “bienes de tentación”. A este respecto, en el examen realizado por Evans y Popova (2014) acerca de las repercusiones de las transferencias de efectivo en los “bienes de tentación” en 44 estimaciones de 19 estudios (de transferencias de efectivo incondicionales y condicionales), no se observaron repercusiones significativas de las transferencias en los gastos relacionados con el alcohol y el tabaco en casi ningún caso y, en algunos de ellos, incluso se observó una repercusión negativa importante.

14 Por ejemplo, en el África subsahariana, en concreto en el programa LEAP de Ghana, el modelo de Subsidios Infantiles de Zambia, el Programa Armonizado de Transferencias Sociales de Efectivo de Zimbabwe (HSCT) de Zimbabwe y el CGP de Lesotho, el 81 %, el 98 %, el 64 % y el 67 % de los receptores, respectivamente, eran mujeres. En el PSNP de Etiopía, el programa CT-OVC de Kenya y el programa de Transferencia Social de Efectivo de Malawi, el 73 %, el 65 % y el 83 % de los receptores eran hogares encabezados por mujeres. Información basada en datos del proyecto De la Protección a la Producción (PtoP) (véase también Tirivayi, Knowles y Davis, 2013).

15 El BRAC, anteriormente denominado Comité de Bangladesh para el Progreso Rural, es una ONG que opera actualmente en Bangladesh y otros países.

16 El programa comenzó en 2002 y había beneficiado a 100 000 hogares en situación de miseria extrema hasta 2006. Se pretende que respalde a 770 300 hogares para 2016. Los hogares en situación de miseria extrema son los que padecen hambre crónica y malnutrición, no disponen de una vivienda adecuada, son altamente propensos a numerosos tipos de enfermedades, sufren privaciones educativas y son especialmente vulnerables a las catástrofes naturales recurrentes.

17 Para un análisis al respecto, véase Tirivayi, Knowles y Davis (2013). El proyecto De la Protección a la Producción (PtoP) ha aportado un número considerable de pruebas sobre estos vínculos.

18 Para los niños con edades comprendidas entre los cuatro meses y los dos años así como las mujeres embarazadas y lactantes.

19 El gram sabha está compuesto por todos los ciudadanos adultos del pueblo. Tiene el poder de elegir a los miembros del gram panchayat. El sabha puede influir en las decisiones que tome el panchayat y cambiar decisiones erróneas. Puede constituirse un panchayat para un pueblo de entre 1 000 y 25 000 habitantes. Varios pueblos pequeños se pueden agrupar en un gram sabha. Cada gram sabha está compuesto de varios comités, por ejemplo de agricultura, zootecnia, obras públicas, bienestar social y salud e higiene.

20 Para más detalles sobre estos programas, véase el Capítulo 2.

21 Los iddirs constituyen la red social más inclusiva y extendida de Etiopía. Su función primitiva consistía en prestar servicios funerarios y apoyo moral y financiero a los deudos, aunque su alcance actual es mucho más amplio (Abay, Kahsay y Berhane, 2014).

22 El salario de reserva es el salario mínimo por el cual un trabajador aceptará trabajar.

23 El trabajo ganyu es un tipo de trabajo eventual de baja remuneración que se desempeña en Malawi.

24 Los beneficios indirectos que las redes sociales favorecen no solo son económicos, sino también de carácter social.

25 El informe de síntesis abarca los siguientes programas de transferencias de efectivo: el Programa Piloto de Transferencia Social de Efectivo de Etiopía (SCTPP), el LEAP de Ghana, el CT-OVC de Kenya, el CGP de Lesotho, el SCT de Malawi y el Programa HSCT de Zimbabwe.

26 En el proyecto PtoP de la FAO se aplicó el modelo LEWIE para evaluar los efectos de los programas de transferencias de efectivo en África. Como consecuencia, ahora se dispone de un valioso conjunto de datos que documenta la repercusión de las transferencias de efectivo en el conjunto de la economía, su magnitud, progresión y las importantes ventajas que tiene para quienes no son beneficiarios.

27 Las woredas corresponden al tercer nivel de división administrativa de Etiopía.

28 Cabe señalar que el sistema de subvenciones alimentarias de Egipto está siendo objeto de una reforma que incluye un cambio hacia una selección más específica de los beneficiarios.

29 Para un análisis en profundidad de las ventajas y los inconvenientes de estos instrumentos, véase Cirillo, Gyori y Soares, 2014.

30 Por otro lado, en el Brasil, para la selección de los beneficiarios del programa Bolsa Família, se siguió un enfoque más integrador a fin de no excluir a familias necesitadas. Como consecuencia, en 2010 se cometieron más errores de inclusión que de exclusión en este programa, debido principalmente a la inclusión de familias que vivían justo por encima del umbral de la pobreza (Cirillo, Gyori y Soares, 2014).

31 Tirivayi, Knowles y Davis (2013) determinaron que las diferencias en las conclusiones sobre la repercusión se originan normalmente por razones de sexo.

32 Alrededor del 92 % de los participantes en el programa CFPR-TUP del BRAC lograron salir de la miseria extrema y permanecer al margen de esta lacra (Pahlowan y Samaranyake, 2014). La Fundación Ford y el Grupo Consultivo de Ayuda a la Población más Pobre (GCAP) ejecutaron de forma experimental en varios países programas basados en esta iniciativa. En la evaluación posterior de los programas ejecutados en Etiopía, Ghana, Honduras, la India, el Pakistán y el Perú se observó un aumento considerable en el consumo de alimentos por parte de las poblaciones pobres, incluso un año después de la finalización del programa (Banerjee et al., 2015).

33 Haku Wiñay no excluye del programa a los beneficiarios de Juntos.

34 El huerto básico keyhole (ojo de cerradura) es un terreno elevado circular compuesto de capas de suelo, ceniza, estiércol y otros materiales orgánicos, de tamaño reducido (aproximadamente de un metro de altura y dos metros de diámetro). La estructura elevada facilita asimismo el acceso a enfermos crónicos o ancianos.

35 El objetivo principal de los proyectos de “novillas en depósito” es crear la base de activos productivos de los pobres. Estos proyectos giran normalmente en torno a programas rotativos de préstamos en especie basados en el reembolso en especie. En el marco de estos proyectos, se transfieren una o más hembras a los beneficiarios, en el entendimiento de que, con el tiempo, se devolverá un número determinado de crías hembras al proyecto a efectos de que puedan entregarse a otros beneficiarios. Hasta el reembolso integral, los animales originales son “propiedad” del proyecto y se entregan “en depósito” a los beneficiarios, pero tras el reembolso, pasan a ser propiedad de los beneficiarios (Sumberg y Lankoandé, 2013).

36 Se constatan opiniones divergentes en cuanto a la magnitud de las repercusiones. Chirwa y Dorward (2013) señalan la incoherencia existente entre los altos niveles de disponibilidad de maíz y al mismo tiempo los elevados niveles de inseguridad alimentaria y malnutrición infantil. Lunduka, Ricker-Gilber y Fisher (2013) observaron que, si bien las estimaciones sobre la producción nacional apuntaban a un incremento espectacular en la producción de maíz en Malawi, los estudios sobre el terreno muestran solo un aumento modesto de los rendimientos y la producción de maíz.

37 Las subvenciones a los insumos de fertilizantes han sido objeto de críticas por una serie de razones. Las repercusiones de los programas de subvenciones a los fertilizantes en el África subsahariana no están bien documentadas y, por tanto, se cuestionan (Druilhe y Barreiro-Hurlé, 2012). El seguimiento y la evaluación son requisitos básicos para mejorar los programas y tomar decisiones acertadas en materia de políticas. Para obtener más información sobre las ventajas y los inconvenientes de los programas de subvenciones a los fertilizantes y cómo mejorarlos, véanse, por ejemplo, Chirwa y Dorward (2013); Rashid et al. (2013); Jayne y Rashid (2013).

38 Los compradores institucionales son entidades del sector público o del sector privado, como escuelas, autoridades de reserva alimentaria, fuerzas armadas, prisiones, hospitales, organizaciones de ayuda alimentaria y organismos de socorro o desarrollo, que adquieren grandes cantidades o volúmenes de productos a agricultores o comerciantes en los mercados internos.

39 Las modalidades de contratación varían en función del programa y la cantidad de alimentos adquiridos a los agricultores locales. Cuando los programas de alimentación escolar se ejecutan en zonas con una elevada inseguridad alimentaria crónica, la capacidad de producción alimentaria es baja y es más difícil realizar compras locales (Devereux, Sabates-Wheeler y Pascual Martínez, 2010).

40 Véase el siguiente enlace de Internet: https://www.wfp.org/purchase-progress. En el siguiente enlace se puede consultar una serie de estudios de casos recientes: http://www.fao.org/ag/ags/ivc/institutional-procurement/es/.

41 El PNAE existe desde la década de 1950, pero solo se vinculó con políticas sobre la agricultura familiar en 2009. Ahora, las escuelas estatales, municipales y federales deben comprar al menos el 30 % de los alimentos destinados a las comidas escolares directamente a los agricultores familiares. El PNAE se amplió rápidamente y, en 2014, contaba con un presupuesto de 3 500 millones de reales (unos 1 540 millones de dólares estadounidenses), y beneficiaba a 47,2 millones de estudiantes. De esta cantidad, aproximadamente 460 millones de dólares estadounidenses (1 050 millones de reales) se destinaron a compras directas de productos a explotaciones agrícolas familiares (Del Grossi y Marques, 2015). Sin embargo, solo el 45 % de los organismos de ejecución cumplen el requisito jurídico obligatorio mínimo de adquirir el 30 % a los agricultores familiares (Swnensson, 2015). Las lecciones de la experiencia brasileña también refuerzan los programas de alimentación escolar de otros países de América Latina y el Caribe (véase el siguiente enlace de Internet: http://www.fao.org/in-action/program-brazil-fao/projects/school-feeding/es/).

42 Para más detalles, véase PAA África (2015).

43 El concepto de protección social, tal como se prevé en la Iniciativa sobre un nivel mínimo de protección social, abarca una amplia gama de objetivos e instrumentos, mucho más amplios que aquellos analizados en este informe.
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